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I.  ANTECEDENTES DEL PROGRAMA

La elaboración del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, Incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias (en lo sucesivo el “Programa”) proviene de las Declaraciones y Planes de Acción de las Cumbres de las Américas.  

La presente Sesión Especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos relativa al Programa fue convocada por la Asamblea General en su Resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05), por medio del cual, la Asamblea aprobó su texto.  La presente sesión, conforme a lo establecido en el Programa contó con la participación de representantes de los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano, expertos gubernamentales, expertos de otras organizaciones internacionales y de la sociedad civil, con el propósito de poder intercambiar mejores prácticas y actividades llevadas a cabo durante el pasado año en apoyo al Programa, así como nuevas propuestas que puedan incorporarse al mismo. 

A. MANDATOS DE LAS CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

La Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias, ha estado presente a través de todo el Proceso de las Cumbres de las Américas.

Desde la Primera Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en diciembre de 1994 en Miami, Florida, se comprometieron a garantizar la protección de los derechos humanos de todos los trabajadores migrantes y de sus familias, siendo ratificada la voluntad de desplegar especiales esfuerzos para lograrlo en la Segunda Cumbre de las Américas celebrada en Santiago, Chile, en abril de 1998 y en la Tercera Cumbre celebrada en Québec Canadá, en abril de 2001.

En el Plan de Acción de Quebec, los Jefes de Estado y de Goberno encomendaron la creación, dentro del marco de la OEA, de un Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias.  Dicho programa se elaboraría tomando en cuenta las actividades de la CIDH y apoyando la labor encomendada al Relator Especial sobre Trabajadores Migrantes de la CIDH y de la Relatora Especial para las Migraciones de las Naciones Unidas.

En la Declaración de Nuevo León, los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Cumbre Extraordinaria de las Américas en enero de 2004 en Monterrey, México, destacaron la importancia de la cooperación entre países de origen, tránsito y destino para asegurar la plena protección de los derechos humanos de todos los migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias.

Por último, en la Cuarta Cumbre de las Américas reunida en Mar del Plata, República Argentina, en noviembre de 2005, los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas, reafirmaron el compromiso adquirido con la Declaración de Nuevo León y acordaron fomentar el apoyo al Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, quienes son objeto de la presente sesión especial. Así mismo, reiteraron la importancia de la plena implementación de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos Humanos de todos los Trabajadores Migrantes y de sus Familias e instaron a incrementar la cooperación y el diálogo interamericano en materia migratoria.  

B.  MANDATOS DE LA ASAMBLEA GENERAL

La Asamblea General de la OEA, por su parte, aprobó las resoluciones AG/RES. 1928 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2027 (XXXIV-O/04) sobre los Derechos Humanos de los Migrantes, Incluyendo los Trabajadores Migratorios y de sus Familias.  En su resolución AG/RES. 2027 (XXXIV-O-04) la Asamblea General encomendó al Consejo Permanente, por medio del Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos encargado de la elaboración del Programa Interamericano que, a la brevedad posible, elaborase la propuesta de Programa Interamericano partiendo del proyecto presentado por la CIDH y las propuestas de los Estados Miembros, los organismos especializados y otras entidades, de acuerdo con el mandato de la Tercera Cumbre de las Américas.

Concluidas las labores del Grupo de Trabajo de Migrantes, comité liderado por Eduardo Acevedo  Díaz, Consejero y Representante Alterno de Argentina, la Asamblea General, en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones (Fort Lauderdale, junio, 2005), aprobó la resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05) aprobando el Programa y, dentro de las respectivas acciones de seguimiento, encomendó al Consejo Permanente convocara a la presente Sesión Especial de la CAJP con la participación de expertos gubernamentales, representantes de los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano, de otras organizaciones internacionales y de la sociedad civil, con el propósito de poder intercambiar mejores prácticas y actividades llevadas a cabo durante el pasado año en apoyo del Programa, así como nuevas propuestas que puedan incorporarse al mismo. 

Por su parte, la CAJP, en su sesión del 26 de enero de 2006, aprobó el Temario de la Sesión Especial (CAJP/GT/RDI-3/05 rev. 3 corr. 1) y que figura en el Calendario (CAJP/GT/RDI-12/05 rev. 2 corr. 1). Los textos del Temario y Calendario se adjuntan al presente informe como ANEXO I. 

Siguiendo el mandato de la resolución AG/RES. 2141 (XXXV/O/05), la Sesión Especial contó con dos paneles dedicados al Intercambio de mejores Practicas y Actividades efectuadas por los actores del Programa desde su aprobación, así como de nuevas propuestas en apoyo al mismo. El Primer Panel estuvo dividido en cinco grupos correspondientes a Órganos, Organismos y Entidades de la OEA, Expertos Gubernamentales de los Estados Miembros de la OEA, Organizaciones Regionales, Organizaciones Multilaterales y Organizaciones de la Sociedad Civil. Por su parte, el Panel II estuvo dedicado al diálogo entre todos los participantes.

II.  INAUGURACIÓN

La Sesión Especial sobre el Programa se inauguró el día jueves 16 de marzo de 2005 a las 10:00 horas. Durante la sesión de Inauguración, el Embajador Francisco Villagran de León, Presidente de la CAJP y Representante Permanente de Guatemala ante la OEA, mencionó la preocupación de la OEA y de la CAJP en estas áreas, señalando que es un tema con una dimensión enorme y que en esta sesión se está dando cumplimiento a la resolución 2141 brindando la oportunidad de intercambiar las acciones tomadas en cumplimiento del Programa.

Los delegados decidieron no nombrar relator para la Sesión Especial, encomendando la tarea de relatoría y elaboración del presente informe al Dr. John Wilson del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales de la Secretaría General, quien elaboró el informe con el apoyo de los Drs. Alejandro Aristizabal, Gabriela Gutiérrez, y Molica Hurley de la Secretaría General. 

III.
PRIMER PANEL

El Primer Panel se enfocó en el intercambio entre los participantes del Programa en lo relativo a las mejores prácticas y actividades efectuadas desde su aprobación por la Asamblea General, y tocó algunas nuevas propuestas en apoyo del mismo.  En este panel participaron dos Grupos de oradores: el Primero incluyó a los Órganos, Organismos y Entidades de la OEA; el Segundo, a los Estados Miembros.

Por otro lado, el panel tomó en consideración que, para efectos de esta Primer Sesión Especial sobre el Programa de Migrantes, los Estados Miembros recomendaran que cada Órgano, Organismo y Entidad de la OEA identifique una actividad concreta para su desarrollo en los próximos 12 meses, sujeto a la disponibilidad de los recursos financieros necesarios.

A. ÓRGANOS, ORGANISMOS Y ENTIDADES DE LA OEA

Durante el Primer Grupo del Panel I respecto las actividades de los Órganos, Organismos y Entidades de la OEA en apoyo al Programa, participaron las siguientes dependencias: Comisión Interamericana de Derechos Humanos; Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y sus Familias; Comisión Interamericana de Mujeres; Departamento de Desarrollo Social y Empleo; Departamento para la Promoción de la Democracia; Organización Panamericana de la Salud, y el Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales. Los Informes de estas dependencias de la Organización (contenidos en el documento CP/CAJP-2323/06 add.2 rev.3) se adjuntan al presente documento como ANEXO II.

Así mismo, aun cuando el Departamento de Cumbres, el Departamento de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y el Instituto Interamericano del Niño, Niña y Adolescentes no pudieron participar físicamente durante la Sesión Especial, estas dependencias enviaron sus informes por escrito, mismos que forman parte del ANEXO II del presente informe.  

i) Relatoría sobre Migrantes (CIDH): El Primer Grupo se inauguró con la participación del Comisionado Freddy Gutiérrez, Relator Especial de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias en el Hemisferio, quien, en primer lugar, resaltó la perspectiva histórica y humana del fenómeno migratorio incluyendo el papel de la mujer en el mismo.  El Dr. Gutiérrez explicó que a lo largo de la historia los individuos siempre se han trasladado de un lugar a otro buscando mejorar su condición. Señaló que solamente entendiendo que el fenómeno migratorio esta en la naturaleza misma de las personas, se puede entender en su totalidad.  A continuación, se refirió a los movimientos migratorios que se han dado en América citando algunos ejemplos (entre ellos Colombia y Venezuela; Haití y Republica Dominicana; y México y Estados Unidos) con especial énfasis respecto las condiciones de los trabajadores en esas diferentes situaciones.  Resaltó que la Organización de los Estados Americanos no puede permanecer indiferente a este fenómeno y por lo tanto su Comisión de Derechos Humanos nombró una Relataría Especial para este tema y se pone a las órdenes de los Estados para la búsqueda de soluciones a los problemas que afectan a los trabajadores  migratorios y sus familias desde una perspectiva de respeto de los derechos humanos.

El Dr. Gutiérrez agradeció  al Sr. Acevedo Díaz de la Delegación de Argentina por su colaboración en estos temas y por su liderazgo como Presidente del Grupo de Trabajo encargado de la elaboración del Programa. El Relator concluyó su intervención expresando su deseo de que esta sesión especial sea un comienzo para futuros encuentros sobre este importante tema dentro de la Organización.

ii) Comisión Interamericana de Mujeres: Participó también en este primer grupo,  Mercedes Kremenetzky, Especialista Principal de la Secretaría Permanente de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) quien informó sobre el trabajo de la CIM en el tema de los Derechos Humanos de los Migrantes y en las cuestiones de género relacionadas. 

 Señaló que la CIM apoya la implementación del Programa, a pesar de la falta de de recursos disponibles para ello. Entre las tareas específicas encomendadas a la CIM por el programa, se encuentra la de adelantar investigaciones sobre la migración femenina y su impacto en la estructura familiar, estudiar los aspectos de género respecto del mercado laboral y el control migratorio, desarrollar políticas dirigidas a proteger a las mujeres migrantes y sus familias, así como promover la implementación de resoluciones relativas a la trata de personas y de impulsar mecanismos para la reintegración de las víctimas de la trata, entre otras. 

En este sentido, la CIM ha efectuado una búsqueda preliminar sobre los trabajos realizados e investigaciones de otros organismos, que puede encontrarse en los documentos distribuidos en la reunión. Esta información es de suma importancia para el desarrollo de políticas y programas a nivel nacional. Informó además que la CIM considerará el tema de migrantes en su asamblea de Delegadas a realizarse en el próximo mes de octubre. Señaló que otra tarea asignada a la CIM por el programa se refiere a la Trata de Personas.  En este aspecto expresó  que en el futuro estarán trabajando el tema en coordinación  con Subsecretaria de Seguridad Multidimensional, que es donde que pasó integrarse el mismo  a partir de  la reestructuración de la Secretaria General.
iii) Departamento de Desarrollo Social y Empleo: A continuación, la Dra. Maria Claudia Camacho, del Departamento de Desarrollo Social y Empleo de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral explicó que el recientemente creado Departamento de Desarrollo Social y Empleo (DDSE),  cumple la función de Secretaría Técnica para la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT).  En particular, la Dra. Camacho explicó que la CIMT – una conferencia avocada a los derechos y cuestiones laborales del hemisferio – considera a los trabajadores migrantes como uno de los grupos que merecen especial atención dentro de sus actividades.  Por otro lado, la  Dra. Camacho mencionó que la relevancia e interconexión entre migración y empleo se ve ampliamente reflejada en las Declaraciones y Planes de Acción aprobados por los Ministros de Trabajo y, resalto que en el Plan de Acción de México (aprobado en septiembre de 2005) los Ministros se comprometen a “Desarrollar acciones que promuevan el trabajo decente de los trabajadores migrantes en el marco de lo establecido en la Declaración de Nuevo León y en colaboración con el Programa Interamericano aprobado por la Asamblea General de la OEA en su resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05)”.  En este sentido, explicó que es de fundamental importancia coordinar entre las labores de la CIMT y las del Programa de Migrantes. 

Por otro lado, mencionó que a partir de la XIV CIMT (realizada en septiembre de 2005), se le ha encomendado al DDSE que promueva la creación de una Red Interamericana de Administración Laboral (RIAL), concebida como un mecanismo integrador y difusor de conocimiento y experiencias relevantes para el fortalecimiento y la modernización de la administración laboral frente a los desafíos de la globalización.  En el marco de la RIAL y sujeto a la disponibilidad de recursos, el DDSE está planeando la realización de Talleres de intercambio de experiencias sobre temas prioritarios identificados por los Ministerios de Trabajo, dentro de los que se encuentra un Taller sobre Derechos Laborales de los Trabajadores Migrantes.  

La Dra. Camacho considera que el Departamento de Desarrollo Social y Empleo pudiera servir de vínculo entre el Programa para la Protección de los Derechos de los Trabajadores Migrantes y los Ministerios de Trabajo del hemisferio congregados en la CIMT para asegurar el cumplimiento efectivo de los objetivos de ambos esfuerzos. 
iv) Departamento para la Promoción de la Democracia: El Dr. Cesar Arias, del Departamento para la Promoción de la Democracia (DPD) de la Subsecretaría de Asuntos Políticos, señaló los obstáculos que existen en el tema migración y democracia.  Sin embargo, mencionó que se ha logrado avanzar en la consagración de varios derechos cívicos importantes de los trabajadores migrantes, por ejemplo en lo relativo con el voto en el exterior, en la legislación aplicable a los migrantes y en la creación de comisiones binacionales en áreas fronterizas. 

Por otro lado, el Dr. Arias comentó que en el último año el apoyo al Programa ha sido de forma transversal en varias de las actividades de fortalecimiento institucional que llevaron a cabo los cuatro grupos que componen el Departamento (asuntos electorales, partidos políticos, poderes legislativos y financiación de la política) refiriéndose a las tareas que el Programa les asignó y a las acciones concretas tomadas en cada uno de éstos.

En el área Electoral, el ponente indicó que su Departamento se encuentra trabajando para consagrar los derechos electorales de los migrantes, y en este sentido están realizado un proceso de sistematización de las experiencias de voto electrónico en las Américas y promoviendo el fortalecimiento de los procesos de identificación y registro electoral de ciudadanos en el exterior.

En el tema de Parlamentos, se mencionó que los integrantes del Foro de Presidentes de los Poderes Legislativos de Centroamérica (FOPREL) expresaron su interés de contar con el apoyo del DPD en el tratamiento de los derechos humanos de los migrantes a través de su Comisión de Reforma Política y Electoral.

En cuanto al área de Partidos Políticos, se hizo referencia a que el DPD ha incluido como uno de sus ejes de acción la inclusión de los migrantes (entre otros grupos que también requieren especial atención) en la competencia política y las estructuras partidarias.

Por último, en lo relativo al tema de Financiamiento de la Política, el Dr. Arias mencionó que el DPD ha asumido la promoción de sistemas de financiamiento políticos equitativos y transparentes como una de las actividades prioritarias para el fortalecimiento de la democracia representativa.  El costo creciente de las campañas electorales y la mediatización de la política han tendido a limitar la participación política de los grupos vulnerables, incluyendo a los migrantes, restringiendo sus posibilidades de vincularse a ella, tanto en sus países de origen como en sus lugares de destino. No obstante, el aumento inusitado en el poder adquisitivo de buena parte de estas comunidades y su acceso a nuevos círculos de poder internacional han reactivado el interés de muchos migrantes por tener una mayor representación política en la toma de decisiones que les afectan.  

v) Organización Panamericana de la Salud: El Dr. Javier Vásquez, especialista en Derechos Humanos de la Organización Panamericana de la Salud detalló las actividades que lleva a cabo la OPS en lo concerniente a la promoción y protección del derecho al goce del grado máximo de salud que se pueda lograr (Constitución de la OMS) o el derecho a la salud (de conformidad con el  lenguaje del Protocolo de San Salvador, artículo 10 y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 12 ) y otros derechos humanos relacionados con la salud pública. Explicó que las actividades del Programa de Salud de los Trabajadores de la OPS que están relacionadas con los trabajadores migrantes, se enmarcan principalmente dentro del derecho que tiene todo trabajador al acceso a bienes, medicamentos esenciales, servicios y tecnologías en salud y a la seguridad e higiene en el trabajo. 

En este sentido, el Dr. Vásquez mencionó que las actividades de la OPS/OMS en este campo se refieren a la participación de la OPS en el “Foro Hispano”. Por otro lado, durante el año 2005, las principales actividades centraron en la preparación de la Agenda de las Américas  para el XVII Congreso Internacional de Salud y Seguridad en el Trabajo conjuntamente con el NSC de EUA y la OEA-CIMT y elaborar un CD del Foro Hispano para que las organizaciones comunitarias  y no gubernamentales que apoyan a los trabajadores hispanos en Estados Unidos cuenten con una herramienta útil y accesible para orientar mejor sus esfuerzos en la búsqueda de mejorar las condiciones de trabajo de dicho trabajadores. Actualmente el CD se encuentra en proceso de montaje y copiado esperando ser concluido para finales de este primer semestre de 2006 y distribuido en el 2º semestre. 

El Dr. Vásquez finalmente destacó que la colaboración de la OPS con el Programa de Migrantes será muy importante, poniéndose a disposición del Programa para discutir actividades que puedan llevarse a cabo en los estados miembros.
vi) Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales: El Dr. John Wilson, Consultor Jurídico del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales, hizo referencia a las actividades que el Programa le encomienda al Departamento de Asuntos Jurídicos y Políticos Internacionales. En específico, mencionó la tarea de recopilar y difundir la legislación, políticas y requisitos migratorios de los Estados Miembros.  Así mismo, el Dr. Wilson hizo mención de otra tarea que el Programa no menciona expresamente en su texto, pero que es de gran importancia, siendo esta la de brindar apoyo y seguimiento al Programa, en su carácter de consultoría técnica de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, y de brindar apoyo en la organización de una Sesión Especial anual en el seno de dicha comisión.  Con respecto a los próximos 12 meses, el Dr. Wilson mencionó que el Departamento recopilará información relativa la legislación sobre Migración en los Estados Miembros y abrirá una página de Internet específicamente diseñada para su difusión.  Esta página se encontrará bajo la sección de Derecho Internacional Público de la página del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales: www.oas.org/dil/esp/derecho_internacional_publico.htm. En la labor de desarrollar, mantener y actualizar la información, se solicitará la colaboración de cada Estado Miembro e incluso cada Estado tendrá su propia página dentro de la general del Departamento. 

Asimismo, en cuanto al seguimiento del Programa, el Dr. Wilson mencionó que el Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales y su Oficina de Derecho Internacional colaboran con los actores del mismo, así como con los Estados Miembros, tanto con la recopilación y difusión sobre el tema de migración, como con la realización de estas Sesiones Especiales anuales. Por último, mencionó que, que el Departamento también rendirá apoyo técnico a las Reuniones de Expertos sobre migrantes llevadas a cabo dentro del Programa para elevar recomendaciones a las Cumbres de las Américas sobre el tema de migrantes tomando en cuenta las contribuciones que sean presentadas por los órganos, organismos y entidades de la OEA y por los Estados Miembros, así como las conclusiones a que se lleguen en las Sesiones Especiales convocadas anualmente por la CAJP. 

vii) Otros Órganos, Organismos y Entidades de la OEA: El Departamento de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, el Departamento de Cumbres, y el Instituto Interamericano del Niño, Niña y Adolescentes, no participaron presencialmente en la Sesión Especial.  Sin embargo, estos Departamentos e Instituto proporcionaron sus respectivos informes en cumplimiento del Programa, los cuales han sido debidamente incorporados al ANEXO II del presente informe.

B.  ESTADOS MIEMBROS DE LA OEA

Durante el Segundo Grupo del Primer Panel se incluyo la participación de los Estados Miembros de la OEA a los cuales también se les recomendó que escogieran actividades concretas dentro de las propuestas del Programa para su desarrollo en los próximos 12 meses.  En este grupo participaron los siguientes Estados Miembros de la Organización: Colombia, Argentina, Estados Unidos, Canadá, México, Ecuador, los informes de los cuales (contenidos en el documento CP/CAJP-2323/06 add.5 rev.1) se adjuntan al presente documento como ANEXO III.

i) Delegación de Colombia: La Delegación de Colombia, representada por la Consejera Margarita Manjarrez, Representante Alterna de Colombia ante la OEA, agradeció los avances importantes y las actividades que han adelantado las diferentes entidades de la OEA sobre los temas relacionados con los Derechos Humanos de los Migrantes. A continuación, señaló una a una las acciones específicas que se han llevado a cabo en Colombia en concordancia con las actividades sugeridas por el mencionado Programa. 
En este sentido, la Dra. Manjarrez resaltó que su país ha participado en varios foros sobre el tema de migración y ha establecido Comités entre cuyas funciones se cuentan las relativas a elaboración de estadísticas que permitan contar con cifras que contabilicen y den cuenta de la realidad del fenómeno migratorio, situación del migrante, participación, etc. 
Por otro lado mencionó que la Cancillería ha creado una página electrónica para facilitar el acceso a la información pública por parte de los migrantes y se está llevando a cabo una campaña publicitaria informativa sobre los riesgos que pueden correr los migrantes. El nombre de esta campaña es "si quieres migrar, infórmate".  Resaltó que en esta tarea ha sido muy importante la colaboración de la sociedad civil y Organizaciones que trabajan en la temática de apoyo al migrante y trata de personas.
Igualmente, mencionó que se está trabajando en la capacitación de los funcionarios públicos en materia de migrantes.  Así mismo, mencionó que la legislación colombiana se reformó en el año 2004 para buscar ajustarla a las normas internacionales en materia de trabajadores migrantes y se reformó también el estatuto de visas del país.
La Representante Manjarrez mencionó, como un ejemplo de cooperación interestatal, la celebración del acuerdo  con el gobierno de España para la ordenación de flujos laborales, principalmente trabajadores agrícolas, así como   otros acuerdos con Uruguay y Chile referentes a la seguridad social de los migrantes. Destacó la importancia de trabajar también con la población migrante en el país receptor y ejemplificó los vínculos y contactos con el país de origen. En el caso de Colombia se destaca por ejemplo el que se permite el voto en el exterior para elecciones presidenciales y Senado, además de que los colombianos en el exterior cuentan con Representación en el Senado de la República.
En otro paso importante para ayudar a la población migrante, mencionó que Colombia ha tomado las medidas específicas para eliminar los impuestos sobre las remesas, lo que redunda en la reducción de costos de envío por parte del migrante. Señaló la importancia de trabajar para direccionar las remesas hacia ahorro e inversión. 
Indicó además que en Colombia los migrantes tienen los mismos derechos que los nacionales y las normas laborales se ajustan a los estándares internacionales. Además, se esta trabajando con más énfasis en las zonas  fronterizas para contemplar especialmente estas situaciones no sólo frente a trabajadores, sino a estudiantes, etc.
Finalmente, manifestó que esperan conocer las experiencias de otros Estados para detectar dificultades, progresos, áreas de especial interés y promover el trabajo conjunto y la cooperación. Con estas palabras expresó sus felicitaciones por los avances del Programa y reiteró su agradecimiento, así como el compromiso de su Delegación en el apoyo del mismo.
ii) Delegación de Argentina: A continuación, el Consejero Eduardo Acevedo, Representante Alterno de Argentina, y Presidente del Grupo de Trabajo que elaboró el Programa sobre Migrantes, agradeció a todos los panelistas por sus informes relativos a las áreas en las cuales se ha venido avanzando sobre el tema de migrantes así como las áreas en las que ha habido dificultades en la implementación de este importante instrumento.

Señalo también que para Argentina es fundamental el tratamiento de las cuestiones migratorias desde la perspectiva de los derechos humanos a efectos que las medidas que se adopten en el área de migración no incidan sobre la vigencia de los derechos fundamentales de este grupo vulnerable.  

En este sentido, El Dr. Acevedo presentó una nueva Ley Migratoria de su país, (Ley numero 25.817 promulgada en enero de 2004) y mencionó que actualmente se esta buscando su reglamentación dentro de este marco jurídico para garantizar el respeto de los derechos humanos de los migrantes. 

El Dr. Acevedo mencionó que la nueva Ley se vincula en varios sentidos importantes a las actividades que el Programa recomendó a los Estados y dio como ejemplos algunos principios y disposiciones. En este sentido, el Dr. Acevedo mencionó que la nueva Ley:

· Califica la migración como un derecho;

· Establece la igualdad de trato a las persona y los migrantes;

· Establece la igualdad de acceso a la educación;

· Establece el  derecho a la salud para todos los migrantes – un derecho que bajo la nueva ley no se puede negar a una persona que lo requiera sin importar su situación migratoria;

· Establece el derecho a la información de su situación y requisitos que el país impone a los migrantes;

· Otorga fácil acceso a la regularidad migratoria, para lograr así la inserción plena en la sociedad de los inmigrantes;

· Tipifica el delito de tráfico de migrantes; y 

· Establece la necesaria intervención Judicial en los procesos de expulsión, entre otras características importantes de esta nueva legislación.

Señalo además que hasta tanto no se sancione la nueva reglamentación, el Ministerio del Interior y la Dirección Nacional de Migraciones Argentinos han adoptado una serie de medidas y prácticas tendientes a no desvirtuar el espíritu de la nueva Ley, entre las cuales destacó las siguientes: 

· Se dejó sin efecto la expulsión del país respecto de nacionales de países limítrofes;

· Se dejó sin efecto las detenciones precautorias o apercibimientos que contengan tal medida dictados por la Dirección Nacional de Migraciones; y

· Se disminuyeron las tasas para los que tramitan su residencia ante el Consulado Argentino, entre otras.

El Dr. Acevedo mencionó también algunos de los desarrollos en materia migratoria a nivel de MERCOSUR, por medio de acuerdos bilaterales. En este sentido, su país suscribió un acuerdo con las autoridades de Migraciones del Brasil en 2005 que entrará en vigor el próximo 3 de abril. Este acuerdo establece la libre circulación y permanencia para los nacionales de los dos países, en un plano de igualdad con el nacional del país donde reside. Sobre estos temas regionales, resaltó la importancia de suscripción y puesta en vigencia del Acuerdo de Residencia para los nacionales del MERCOSUR, así como con Bolivia y Chile.

Después de esta explicación respecto las medidas que ha tomado su país para avanzar las actividades y el espíritu del Programa, el Dr. Acevedo reafirmó la importancia de este así como el compromiso de su país para con la implementación del mismo.

iii) Delegación de Estados Unidos: El Dr. Albert Nahas, Delegado de Estados Unidos, acogió con beneplácito las actividades importantes llevadas acabo por las unidades de la OEA y sus estados miembros sobre el tema de migración y la implementación del Programa y procedió a presentar a dos expertas del gobierno de su país para referirse a los temas de trata de personas y educación a personas migrantes.  

En primer lugar presentó a la Dra. Lorna Grenadier, Especialista sobre Victimas y Testigos del Departamento de Justicia de Estados Unidos.  La Dra. Grenadier explicó las actividades que realiza su departamento con respecto a los casos de trata de personas.  En esta área señalo que hace ya más de 25 años que Estados Unidos cuenta con legislación para proteger a las victimas, legislación que fue actualizada en los años 2003 y 2005.  Por otro lado explicó que los derechos que otorga esta ley se aplican a cualquier persona que se encuentre físicamente en Estados Unidos sin importancia a su calidad migratoria y mencionó que actividades destinadas a la protección de victimas de trata y testigos se aplica cada vez que se obliga a una persona a hacer algo en contra su voluntad. 

La Dra. Grenadier explicó también que uno de los problemas confrontados con frecuencia por su departamento concierne la dificultad de ubicar a las victimas, que en muchos casos son renuentes en acudir a las autoridades ya que han entrado ilegalmente al país. En este sentido, explico la Representante que para solucionar este problema, su departamento estableció una línea de llamado anónimo con la certeza de que brinda servicios e información en el entendido de que no será denunciado a las autoridades.  Otra dificultad consiste en que generalmente la víctima no está contenta con que se le rescate, el traficante le proporciona dinero que la víctima necesita para enviarlo a su familia, para pagar deudas, para su vivienda o incluso, sufre amenazas. 

Por otra parte, señalo además la importancia de trabajar con los organismos no-gubernamentales quienes cuentan con mucha experiencia en la materia y a las cuales las víctimas frecuentemente acuden con sus denuncias. Así mismo, la Dra. Genadier explicó que cuentan con un programa conjunto con la Organización Internacional Para las Migraciones destinado a reunir a las víctimas con sus familias, ya sea en Estados Unidos o en su país de origen.

En cuanto a la salud de estas víctimas, mencionó que se hace todo lo posible para proporcionar servicios de salud y resaltó que Estados Unidos está haciendo todos los esfuerzos en estos temas con sus recursos. 

Enseguida el Delegado presento a la Dra. Lilian Sotolongo Dorka, Coordinadora de Litigios en la Oficina de Derechos Civiles del Departamento de Educación, quien se refirió a las labores que desempeña su Departamento para asegurar de que los migrantes tengan acceso a la educación.

En esta materia, la Dra. Sotolongo mencionó estadísticas respecto a la educación de migrantes así como los casos que maneja su departamento en el ámbito de discriminación, para los cuales suscriben convenios con las entidades federativas del país para asegurar la no discriminación y el acceso a la educación por parte de migrantes.  La Dra. Sotolongo mencionó que se tiene la obligación y compromiso de hacer cumplir este principio que prohíben la discriminación en la educación, y explicó la operación de un dictamen de la Corte Suprema del país que establece que las limitaciones de idioma son cuestiones de origen y por tanto se requiere de protección en contra de la discriminación por esta causa.  Finalizó su presentación reiterando que la educación es derecho de todo niño y niña sin importar su condición migratoria o su idioma.

Por último, agradecieron a la Sesión Especial por la oportunidad de describir estos importantes programas y se pusieron a las órdenes de los Estados y de la Comisión para cualquier información adicional sobre los mismos.

iv) Delegación de Canadá: A nombre de la Delegación de Canadá, la Dra. Catherine Vezina, Representante Alterna de Canadá y Vice-Presidente de la presente Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, agradeció los esfuerzos de los Estados y de las unidades de la OEA, así como la organización del presente diálogo y sesión respecto temas de migración.  En ese tenor, mencionó la preocupación de su país respecto la protección de los derechos humanos de los migrantes, así como los esfuerzos que se hacen para el combate a delitos transnacionales de tráfico y trata de personas.  Sobre el tema, la Dra. Vezina mencionó que su país cuenta con una red de Oficiales de Migración que trabajan en las embajadas con el fin de identificar tendencias, reducir la migración ilegal y proveer adiestramiento para la identificación de fraude y otros delitos. 

Por otro lado, la Dra. Vezina mencionó que Canadá ha participado en diversos foros sobre el tema de migración entre los cuales destacó la participación activa de su delegación en la Conferencia de las Américas de la Comisión General de Migración Internacional que se llevo acabo en México en mayo de 2005, así como en el proceso de la Conferencia Regional de Migración, el foro regional de países para compartir perspectivas respecto de la problemática de migraciones, tanto de origen y tránsito como destino.

En el área de trata de personas, la Dra. Vezina mencionó que su país modificó dos leyes en 2005. La primera de ellas reforma su código penal para tipificar y regular tres nuevos: 1) delitos sobre trata de personas, 2) delitos sobre el enriquecimiento derivado del trata de personas, y 3) el delito de la destrucción o manipulación de documentos de  identificación con el fin de cometer trata de personas. La segunda reforma que mencionó abarca la protección de víctimas y testigos vulnerables por medio de la ampliación y el uso de telecomunicaciones para la recepción a distancia de testimonios por parte de las victimas y los testigos más vulnerables de estos crímenes. Así mismo, hizo mención que, al igual de otros países presentes en esta sesión especial, Canadá actualmente esta participando en la junta de autoridades sobre trata de personas que se esta llevando acabo en Venezuela.
Entro otras actividades llevadas a cabo, mencionó el apoyo prestado a diferentes organizaciones no-gubernamentales, entre el cual mencionó el apoyo a los esfuerzos de la OIM en Costa Rica para promover conciencia sobre el tema de trata entre las autoridades de alto nivel y representantes de gobierno de México, Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua, Costa Rica y Panamá.  En este mismo sentido, mencionó que la Agencia Canadiense para el Desarrollo Internacional financió un fondo para asistir a los gobiernos de Nicaragua y Perú en la trata de personas.

Con respecto a la protección de refugiados, la Dra. Vezina mencionó que representantes de Canadá participaron en la Primer Junta de Reestablecimiento de la Solidaridad en las Américas, en Quito, Ecuador, el pasado febrero como parte de los esfuerzos regionales que hace el país sobre este tema

Con respecto a la cooperación laboral, mencionó que la Comisión para la Cooperación Laboral del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, publicó una Guía para Trabajadores Migratorias sobre las Leyes Laborales en Canadá. Dicho libro, que fue  distribuido a los participantes de esta Sesión Especial, esta disponible también en su página de internet en los tres idiomas oficiales del TLCAN (www.naalc.org).

Finalmente, la Dra. Vezina mencionó que Canadá participará este año en diversas reuniones en las que se tocarán los temas de migración, como el Diálogo en Migración Internacional y Desarrollo de las Naciones Unidas, la reunión del ECLAC en Montevideo, y la Comisión en Población y Desarrollo en la ciudad de Nueva Cork y agradeció nuevamente las esfuerzos de la OEA en esta materia.

v) Delegación de México: La Delegación de México, representada por el Sr. Héctor Alfredo Rangel Representante Alterno de México ante la OEA, agradeció la oportunidad de poder compartir las experiencias que México ha venido desarrollando a lo largo de este proceso en torno a la protección de migrantes y sus familias y en referencia a las recomendaciones del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos de los Migrantes. 

Entre las actividades de mayor relevancia destacó el trabajo que se hace por medio de los llamados Consulados móviles quienes desempeñan sus funciones a través de las embajadas y consulados en los Estados Unidos en localidades donde se tiene identificada amplia población migrante. Por otro lado, el Representante de México también mencionó las siguientes actividades de su país en el tema de migrantes: 

Con respecto a las estadísticas migratorias, el Representante de México mencionó que el Instituto Nacional de Migración (INMI) abrió una sección especial en su sitio de Internet dedicada a las estadísticas relevantes en el tema de migración (www.inami.gob.mx). Con respecto al monitoreo e intercambio de información, el INMI suscribió suscribió un Convenio de Cooperación en 2005 con el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI) y la OIM para la Ejecución del Proyecto “Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en Mesoamérica, SIEMMES”; 
Con respecto las recomendaciones del Programa Interamericano de difundir información sobre los medios legales para la migración y los peligros relacionados con el tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas, mencionó que su país se realizó un documental denominado “Del Sur al Norte” con el fin de desincentivar a posibles migrantes y prevenir decesos; 

Con respecto a la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias, mencionó que el gobierno de México presentó su Primer Informe al Comité de dicha Convención la sobre su aplicación e implementación en el país;
Con respecto a la promoción de los derechos humanos de las mujeres afectadas por fenómenos migratorios, mencionó que el gobierno de México estableció la “Mesa Interinstitucional de Género y Migración” coordinada por el INMUJERES y el INM con el fin de garanticen el respecto y derecho de estos grupos de migrantes; Con respecto al tema de género, el gobierno de México también han llevado a cabo las Jornadas Binacionales de Capacitación en Género y Migración Internacional en las fronteras norte y sur del país, con el objetivo de sensibilizar, desde la perspectiva de género y derechos humanos, al personal de las instancias públicas y privadas vinculadas en la atención de las mujeres afectadas por el fenómeno migratorio; 
Con respecto la salud de los migrantes, mencionó que el gobierno creó ventanillas de salud por el medio de las cuales se prestan servicios de salud a migrantes; Con respecto a los servicios de salud, la Coordinación de Delegaciones del INMI impartió en la ciudad de Guatemala el Seminario sobre el funcionamiento de los Grupos Beta conformados por médicos y por la Cruz Roja dedicados a prevenir los peligros que conlleva migrar y protegiendo su integridad física del migrante;

Con respecto al retorno de migrantes, el Representante de México mencionó que el gobierno firmó un Acuerdo para la Repatriación Ordenada, Ágil y Segura de Migrantes salvadoreños vía terrestre desde México, con el fin de establecer las bases que permitan el retorno ordenado y seguro de los migrantes y dio inició al “Programa de Repatriación Voluntaria al Interior” entre México y Estados Unidos en la región de Sonora y Arizona; 
Con respecto al tema de remesas, mencionó que el Banco de México creó un sistema de transferencia de dinero entrado recientemente en vigor que facilita y hace más eficiente el proceso de envío de remesas al país – una fuente importante de ingresos para el país el año pasado alcanzo los $3,265 millones de dólares; 

Con respecto a la trata de personas, los gobiernos de México y de Estados Unidos formalizaron un programa para implementar proyectos de cooperación contra la trata de personas y delitos relacionados; 

Con respecto al tráfico de personas, el Sr. Rangel mencionó que el INMI colabora de manera cercana con el gobierno de Estados Unidos y trabajado por medio del Programa de Operación en Contra de los Traficantes Ilegales de Personas, Iniciativa en Seguridad (OASISS, por sus siglas en Ingles, Operation Against Smugglers Initiative on Safety and Security); 

Con respecto a los derechos de los migrantes, mencionó que el gobierno de México creo el Programa PAISANO con una iniciativa de información personalizada que les da a conocer sus derechos a quienes transitan; y

Con respecto al tema laboral, el gobierno de México reitero que personas gozan de los mismos derechos laborales independientemente de la calidad migratoria del trabajador.

Finalmente, el Representante de México concluyo sus observaciones agradeciendo nuevamente a todos los participantes de la sesión especial y reafirmando el compromiso de su país con el Programa Interamericano para la Protección de los Derechos Humanos de los Trabajadores Migrantes.

vi) Delegación de Ecuador: A continuación, el Dr. Efraín Baus, Delegado de Ecuador, agradeció a la Presidencia y Secretaría por la preparación de esta Sesión y a las Delegaciones de los Estados Miembros de la OEA por sus presentaciones. Mencionó que el tema de la migración es fundamental para su país, especialmente desde 1999, en que debido a una serie de factores el fenómeno se incrementó en Ecuador.  Por ello, la protección y defensa de los migrantes se constituyó en una política de Estado.

El Representante de Ecuador señaló que las actividades llevadas acabo por su gobierno en el marco del Programa Interamericano son concordantes con algunas desarrolladas desde antes de la aprobación del Programa, así como otras posteriores de implementación del mismo.  Así, señaló el objetivo de participar en foros regionales y subregionales que tratan el tema, como por ejemplo a nivel de la Conferencia Sudamericana para armonizar políticas públicas y compartir información y mejores prácticas. Informó también del funcionamiento de grupos interinstitucionales en su país, como el Consejo de Migraciones Laborales, encargado del diseño de políticas y programas de carácter migratorio. 

Por otro lado, en el marco de la cooperación bilateral, y con el objetivo de fortalecer las relaciones con los Estados receptores,  mencionó que el Gobierno de Ecuador firmó un acuerdo con el gobierno de España sobre regularización de migrantes, un paso importante siendo este su primer convenio con una nación europea.
Asimismo, informó que en el marco de la creación de órganos y grupos de trabajo relacionados con la elaboración de reformas en el área migratoria, trabaja un grupo interinstitucional con el apoyo de la sociedad civil encargado de incorporar al Plan Nacional de Derechos Humanos un Plan Operativo sobre los Derechos de los Migrantes, Extranjeros, Refugiados, Desplazados y Apátridas, que se encuentra realizando estudios destinados a la elaboración de reformas a la normativa sobre los migrantes en armonización con las normas constitucionales y los instrumentos internacionales de los que es parte. 

El Representante de Ecuador también habló sobre la importancia de la reinserción de migrantes a su retorno al país de origen, por medio de programas de capacitación y la creación de microempresas, señalando el apoyo necesario de organizaciones como el Banco Interamericano de Desarrollo, el Banco Mundial, la Organización Internacional del Trabajo y la OIM. En ese tema, mencionó la capacidad empresarial de los migrantes y la necesidad de que se utilice el Programa para aprovechar los recursos para la generación de empleo.
C. ORGANIZACIONES MULTILATERALES:

Dentro del Cuarto Grupo, dedicado a Organizaciones Multilaterales, a las cuales el Programa encomienda la colaboración con la OEA y sus Estados Miembros así como varias actividades específicas, participaron la Organización Internacional para la Migraciones (OIM) y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR). Así mismo, aunque no pudieron participar presencialmente durante la sesión especial, al Organización Internacional del Trabajo (OIT) presento su informe por escrito, que, con las presentaciones anteriores (contenidos en el documento CP/CAJP-2323/06 add. 3), se adjuntan al presente informe como ANEXO IV.

i) Organización Internacional para las Migraciones: El Cuarto Grupo, integrado por organizaciones multilaterales comenzó con la presentación de la Dra. Niurka Piñeiro, Coordinadora Regional de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), quien disculpo la ausencia de Berta Fernández, Oficial de Programas de la OIM quien no pudo comparecer a la sesión de esta tarde.  Así mismo, agradeció a la OEA la invitación al foro y felicita tanto a la Organización como a los Estados Miembros por su participación en el Programa.
La Dra. Piñeiro comenzó con una breve descripción de lo que es la Organización Internacional para las Migraciones, enfatizando que es un grupo internacional intergubernamental que tiene como principal función la de asistir a los gobiernos en el área migratoria; sin embargo, mencionó también que, aunque sin mandato formal, presta protección de facto a migrantes.  En ese sentido, señaló la participación de la OIM en distintos foros regionales de intercambio de ideas que buscan soluciones al problema migratorio basado en la protección de los derechos humanos, en especial, en la Conferencia Sudamericana de Migración y en la Conferencia Regional de Migración (o Proceso Puebla), destacando que en cuyo marco se han llevado a cabo recientemente algunas actividades como la apertura de un Consulado en Veracruz, México, para apoyo a la comunidad migrante.

Por otro lado la Dra. Piñeiro mencionó varias otras actividades importantes de la OIM que siguen varios de los lineamientos del programa, entre estas: la realización en Nicaragua de un taller sobre emisión de pasaportes; apoyo técnico a países miembros sobre la creación de legislación sobre migración; seminario en Managua sobre la relación que guarda la migración con el desarrollo local; y por último, el mes pasado, un seminario-taller co-patrocinado por el Gobierno de México, relacionado con las comunidades de salvadoreños en el área de Washington, DC (Maryland y Virginia) y Los Ángeles.  

Así mismo, mencionó dos ejemplos de proyectos regionales exitosos que la OIM viene implementando en el marco de la CRM.  El primero es el Fondo de reserva de la CRM para la asistencia de migrantes intrarregionales en situación de alta vulnerabilidad y el segundo es el relativo al Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en Mesoamérica (SIEMMES) surgido del Plan Puebla-Panamá. Aquí, la Representante mencionó que la OIM ha prestando servicios de movimiento de monitoreo migratorio a ocho países (México, Belice, Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua y Panamá) y que se puede consultar en su página web: http://www.siemmes.iom.int. 

Respecto al tema de trata de personas, la Dra. Piñeiro mencionó que la OIM ha sido apoyada por la Oficina de Población, Refugiados y Migración del Departamento de Estado de los Estados Unidos, con la creación de cuatro Módulos de Capacitación contra la Trata de Personas, los cuales se encargan de proveer a los países y ONGs, de un “kit de capacitación” como guía de adiestramiento. Asimismo, mencionó el proyecto de capacitación de funcionarios migratorios, fiscales y policías, que ha servido para capacitar a oficiales de 65 diferentes nacionalidades, así como el programa de sensibilización en Bolivia a través de la televisión sobre explotación sexual y laboral. Por último mencionó una campaña con el BID y la Fundación Ricky Martin en Centroamérica y Colombia en el ámbito de Salud, incluyendo acciones respecto al trato de VIH a población migrante.

ii) Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados: A continuación, el Dr. Juan Carlos Murillo, Consejero Jurídico de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) agradeció la invitación por parte de la OEA para participar en la Sesión y procedió al informar sobre los avances desde la aprobación del Programa Interamericano para la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes.

En su presentación respecto los flujos migratorios mixtos y la protección de refugiados en las Américas, así como sus avances y mejores prácticas, comenzó con la idea que las políticas restrictivas y los crecientes controles migratorios afectan las políticas de asilo y la protección de refugiados, lo cual explica el interés del ACNUR en resaltar el nexo entre migración y asilo, por lo que el reto es identificar quién es refugiado dentro de los flujos migratorios que atraviesan el continente.

Con respecto al Programa Interamericano, el Dr. Murillo mencionó que el ACNUR participa en varios foros migratorios regionales, incluyendo la Conferencia Regional de Migración (Proceso Puebla) y en la Conferencia Sudamericana de Migración, haciendo énfasis en la importancia de la  identificación de refugiados y su tratamiento.

Por otro lado, mencionó que el ACNUR ha prestado asesoría técnica para la revisión y adopción de legislación en materia de migración y refugiados en diversos países. En este sentido, hizo referencia a la cooperación amplia entre el ACNUR y OIM en diversos planos sobre normativa migratoria. Entre los proyectos destacados mencionó la asesoría técnica del ACNUR en la redacción y adopción de la nueva legislación en materia de refugiados en Bolivia y El Salvador, así como la normativa en materia de refugiado aprobada en Argentina y Uruguay. Mencionó también en materia de refugiados, los proyectos normativos en discusión en Chile, México y Nicaragua.  Igualmente, mencionó la asesoría brindada por este organismo en la adopción de la nueva ley de migración de Costa Rica, y en el borrador de proyecto de ley de migración en Panamá, entre otros.

El Dr. Murillo también mencionó el papel importante que juega el ACNUR en el apoyo para el establecimiento de procedimientos justos y eficientes para la determinación de la condición de refugiado. Entre las actividades más sobresalientes mencionó:

*
Cooperación norte-sur, sur-sur, promoviendo la cooperación entre los estados, a través de proyectos de hermanamiento (twinning projects), en los que comparten sus experiencias y buenas prácticas con otros países de la región;

*
Proyectos de fortalecimiento interinstitucional en donde mencionó, por ejemplo, Costa Rica quien recibió apoyo para la reestructuración de la Dirección General de Migración y Extranjería, y Ecuador quien ha fortalecido su  Comisión Nacional para la determinación de la condición de refugiado;

*
Programa Latinoamericano de formación en materia de derecho internacional de refugiados en donde el ACNUR realizó en Buenos Aires un Curso Regional de Derecho Internacional de Refugiados; y

*
Talleres de capacitación en donde el ACNUR ha llevado acabo el adiestramiento de funcionarios gubernamentales en varios países de las Américas.  

Así mismo como buena práctica, se refirió que dentro del marco de la Conferencia Regional de Migración (Proceso Puebla), conjuntamente con los gobiernos de Canadá, Estados Unidos de América y México, el ACNUR llevó a cabo la capacitación regional a los funcionarios de frontera y migración para la identificación de migrantes y refugiados dentro de los flujos migratorios mixtos. El primer taller de capacitación se realizó en San Salvador, El Salvador en febrero de 2005, y recientemente fue replicado en Managua, Nicaragua, en enero de 2006.

El ACNUR también centra sus actividades en el fortalecimiento de las redes nacionales y regionales de protección, proyectos que trabaja en conjunción con la sociedad civil y organizaciones en lo relativo a la identificación y el tratamiento adecuado de los solicitantes de asilo y refugiados.

La presentación del Dr. Murillo tocó también el mejor uso de los estándares, normas y jurisprudencia establecida por el sistema interamericano en materia de protección de los Derechos Humanos para la protección de migrantes y otras personas que requieren protección internacional.

Por último, recalcó la disposición de ACNUR en apoyar a los países en lo relativo al fortalecimiento de su legislación, para que puedan cumplir con la obligación internacional de brindar protección a refugiados, en la adopción de mecanismos nacionales para la determinación de quién es considerado refugiado, y en la capacitación de personal fronterizo.

D. ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL Y OTROS GRUPOS

La Sociedad Civil y Otros Grupos, Expertos y Académicos conformaron el Quinto Grupo de ponentes que participaron en la Sesión Especial.  Las presentaciones de los participantes de este grupo (contenidos en el documento CP/CAJP-2323/06 add. 4), se adjuntan al presente informe como ANEXO V.

i) Sarah Paoletti, Facultad de Derecho de American University: La Profesora Sarah Paoletti de la Clínica Internacional de Derechos Humanos (International Human Rights Law Clinic), de la Facultad de Derecho del American University (American University, Washington College of Law) agradeció la invitación por parte de la OEA a la presente Sesión Especial de la CAJP y felicitó a los participantes anteriores, procediendo a dar inicio a su intervención, denominada “La Protección de los Derechos Laborales de todos los Trabajadores Migrantes en las Américas.” 

La Profesora Paoletti sugirió que los Estados miembros de la OEA deben adoptar como política migratoria la opinión Consultiva número 18 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Opinión Consultiva 18, OC-18) respecto al tratamiento de trabajadores migrantes no autorizados y sus derechos laborales.  En este sentido recordó que en la OC-18 el referido organismo sostuvo que los principios internacionales de Derechos Humanos prohíben la discriminación en base al status de inmigrante y mencionó que la Corte dejo en claro que si bien los Estados tienen el derecho de decidir en que condiciones admiten la entrada en su territorio a un extranjero, una vez que un trabajador se incorpora a una relación laboral en el mismo, el trabajador adquiere derechos que deben ser respetados y garantizados sin importar su situación de migración. 

En su presentación, la Profesora Paoletti sugirió que la OC-18 presenta un antecedente muy importante para los derechos humanos de los trabajadores migrantes que fue recogida en el Informe Anual de la Comisión de Derechos Humanos aprobado por la Asamblea General de la OEA en Junio de 2004. Así mismo, mencionó que la Comisión de Derechos Humanos del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos reconoció la OC 18 en su resolución 2005/47 y señalo que la conclusión más importante que se extrae de la misma es que los estados deben cuidar que los derechos humanos de todos los trabajadores migrantes estén protegidos en sus políticas de migración sin importar como o cuando una persona ingresó al país.

A continuación, la Sra. Paoletti refirió a las buenas y malas prácticas que existen en los  Estados Unidos en relación a los trabajadores migrantes. Los defensores de los trabajadores en este país sostienen que la calida migratoria del trabajador nunca puede ser un punto en cuestión en una reclamación laboral y con esta premisa han desarrollado una serie de herramientas con la Corte y con los sistemas administrativos. Sin embargo, también señaló que si bien varios órganos del Estado estadounidense cuentan con políticas para proteger los derechos de los trabajadores, estas muchas veces son débiles o son utilizadas discrecionalmente, lo que les quita credibilidad.  Por tanto sostiene que es menester desarrollar una política específica que regule los derechos de todos los trabajadores en todas las situaciones en todos los países del hemisferio.

La Profesora Paoletti señaló que algunos defensores de los derechos laborales creen que el único camino para verdaderamente hacer cumplir estos derechos, es no permitir que las leyes migratorias obstruyan la implementación de la leyes laborales, esto con el fin de no mezclar ambas condiciones y así promover una cooperación confidencial en el área laboral que proteja a los todos los trabajadores dentro del marco legal.  En este sentido, mencionó que existen buenas prácticas a seguir en los Estados Unidos en donde las agencias cuentan con políticas que ofrecen protección a los trabajadores indocumentados cuando estos presentan reclamaciones referentes a condiciones laborales en contra de una empleador, incluyendo protección para casos en donde han sido amenazados por sus empleadores con ser denunciados a las autoridades migratorias si reclaman dichas condiciones.  Mencionó que el Servicio de Inmigración y Naturalización (DHS) y el Departamento de Trabajo (DOL), por ejemplo, han suscrito un acuerdo que establece que no se denunciará a un trabajador indocumentado que presentó una reclamación laboral y que establece que la calidad migratoria de dicho trabajador no será objeto de investigación.  Sin embargo, la Corte Suprema en su decisión Hoffman Plastic Compounds Inc v. NLRB ha reducido el alcance de esta protecciones, permitiendo que los empleadores acusados de abusos laborales y condiciones inhumanas puedan utilizar el hecho de que un trabajador indocumentado no tiene derecho a hacer un reclamo debido a su estado migratorio.  

A continuación, la Profesora Paoletti refirió a las malas prácticas que existen en los Estados Unidos en relación a los trabajadores migrantes señalando que tienen que ver principalmente con que no cuentan con los mismos derechos que los trabajadores nacionales. Por ejemplo, mencionó fallas importantes en los derechos de los trabajadores migrantes especialmente con respecto a las compensaciones por accidentes de trabajo y al derecho a la libertad de asociación.  Por otro lado, mencionó que en la práctica, la calidad migratoria y el tipo de trabajos efectuados por migrantes influye en sus derechos al un salario mínimo, al sus horas laborales y compensación por horas extra, y en los derecho a salud y seguridad en el trabajo, etc.  Así mismo, mencionó que algunas buenas practicas se ven afectadas por los empleadores que amenizan a sus trabajadores indocumentados, por ejemplo mencionando que su número de seguro social (Social Security Number) no se refleja en las bases de datos gubernamentales, haciendo que hace que los trabajadores teman hacer cualquier tipo de reclamo por violaciones laborales en contra de un empleador que abuse de sus empleados. Mencionó también la práctica cada vez más prevaleciente de que la policía local actúa como agentes de migración. Esto práctica tiene el efecto drástico de que los trabajadores indocumentados no recurran a las autoridades locales bajo ninguna circunstancia por miedo de que sean deportados, contribuyendo a gran impunidad en la violación de derechos de personas de por si vulnerables.

Concluyendo su exposición, la Profesora Paoletti destacó que es necesario asegurar no solamente de que las normas prohíban la discriminación, sino también de que las practicas en los estados aseguren igual tratamiento a todas las personas que trabajen dentro de sus fronteras. En tal sentido, recomendó a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos que incorpore dentro del Programa Interamericano para la Protección de los Derechos Humanos de los Trabajadores Migrantes la manera de evaluar las mejores practicas que muestren los estados en cumpliendo de los principios de equidad y de no discriminación midiendo su desempeño en las áreas en que la Corte señalo que los derechos igualitarios deben ser sostenidos. 

La Profesora Paoletti finalizó su presentación enfatizando la importancia de cooperación con la sociedad civil con el fin de educar a la migrantes en esta materia y se puso a la orden en lo que pueda apoyar al Programa, a la Organización de los Estados Americanos y a sus Estados Miembros.

ii) Sra. Cecilia Anicama de la Comisión Andina de Juristas: Finalmente, la Dra. Cecilia Anicama de la Comisión Andina de Juristas, hizo una presentación, agradeciendo primeramente la invitación por parte de la OEA y comenzó su exposición con una introducción sobre las labores de la  Comisión Andina de Juristas, una ONG regional que abarca Colombia, Ecuador, Perú, Venezuela, Bolivia y Chile.
La Dra. Anicama mencionó que el fenómeno migratorio es sumamente complejo, no obstante, en los últimos años existe mayor preocupación en los Estados americanos, debido sustancialmente a dos factores que son el envío de remesas a los Estados de origen y la necesidad de captar el voto de los nacionales en el exterior, más no existe un pleno cumplimiento de los estándares de protección de los derechos de los migrantes.

En este sentido recalcó que debido a ello es de suma importancia la implementación del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes y el cumplimiento de la Convención Internacional de Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Familias y demás normas internacionales sobre los derechos humanos de los migrantes; así como la adecuación del derecho interno y la implementación de políticas orientadas al cumplimiento de los estándares internacionales sobre derechos humanos de los migrantes son temas prioritarios para la Comisión Andina de Juristas.

Por otro lado, la Dra. Anicama puntualizó que las decisiones adoptadas por los órganos de supervisión internacional de derechos humanos, en particular las opiniones consultivas 16 y 18 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que a pesar de no tener el carácter vinculante que tienen las sentencias de la Corte, deben ser consideradas por los Estados americanos como referentes fundamentales para orientar sus acciones en relación a los derechos humanos de los migrantes. En esta línea, por medio de la Dra. Anicama, la Comisión Andina de Juristas propuso algunas medidas para apoyar la implementación del Programa interamericano:
Primero, la Dra. Anicama propuso apoyar a los Estados para que cumplan con presentar oportunamente sus informes anuales a la CAJP sobre el Programa así como información que sea solicitada por la Relatoría de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos También recomendó la promoción entre los Estados Americanos de la suscripción y ratificación de la Convención sobre Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Familias.
Por otro lado, la Dra. Anicama enfatizó la importancia del cumplimiento de las resoluciones adoptadas por la Asamblea General y del monitoreo del cumplimiento de las decisiones emitidas por los órganos de protección de derechos humanos del sistema interamericano. Asimismo, subrayó la necesidad de establecer mecanismos de coordinación con las Defensorías del Pueblo del continente para lograr los objetivos del Programa interamericano sobre migrantes.
También puntualizó la necesidad de crear e incorporar mecanismos específicos para el trabajo de apoyo y asistencia a los sistemas subregionales de integración para el respeto y protección de los derechos humanos de las personas migrantes y señaló la importantísima necesidad de incorporar la defensa de los derechos de los niños como un elemento fundamental del Programa, en particular en relación a los graves efectos que tiene la migración en la protección de sus derechos humanos.
Finalmente, a nombre de la Comisión Andina de Juristas recordó que para el cumplimiento de los objetivos del Programa Interamericano y su impacto en la protección de los derechos humanos de las personas migrantes será primordial que exista correspondencia entre las demandas sociales, las opciones políticas y las decisiones de las autoridades públicas, en especial aquellas vinculadas a la asignación de recursos de un Estado. En este sentido destacó la necesidad de trabajar de manera cercana con la sociedad civil en este tema y reiteró la voluntad de apoyo y participación de la Comisión que representa para con el Programa Interamericano de Promoción y Protección a los Migrantes.
IV.
SEGUNDO PANEL

El Segundo Panel abrió un espacio para el dialogo entre los panelistas y representantes, así como para preguntas sobre las exposiciones de los participantes. Terminadas entonces las presentaciones, tomaron la palabra los Representantes de los Estados. 

En primer lugar la Representante de Panamá comentó los distintos programas en los cuales se  han estado trabajando en su país, mismos que, a pesar de ser perfectibles, se están trabajando con los poderes legislativos como ejecutivos de su país. Felicito también a los participantes en la Sesión Especial y sugirió continuar con la planeación de sesiones futuras conforme lo dispuesto el la Resolución de la Asamblea General y en el texto del Programa.

El Embajador de Honduras agradeció la participación de los panelistas y señalo que se ha avanzado de manera impresionante en la adopción del Programa Interamericano para cumplir con las obligaciones de los Estados Miembros en materia de derechos humanos, incluyendo el componente de la salud.  En específico también agradeció la participación de la Profesora Paoletti que fue de gran agrado para su delegación, misma que le hubiese haber grabado para presentar al personal de los consulados quienes se ven limitados en la defensa de estos derechos laborares de sus ciudadanos. Agradeció también a la Dra. Anicama con respecto a sus recomendaciones puntuales para mejorar el Programa y su implementación en los Estados.

La delegación de Guatemala le solicitó mayor información a la Dra Niurka Piñeiro de la OIM respecto la capacitación del personal migratorio en países distintos a los que mencionó en su presentación, la cual abarcó principalmente países sudamericanos y no se mencionó algún programa en centroamérica. La representante de los Estados Unidos señaló que su país se encuentra trabajando en ello y que tales acciones derivan de la solicitud expresa de los países para que se trabaje en los diversos proyectos por medio de la Conferencia Regional de Migración, el Proceso de Puebla, entre otros. 

El delegado de México solicitó a la Profesora Paoletti que incorporé sus comentarios finales al documento que presento para presentación, y solicitó a la Secretaría General que traduzca el documento a español y lo haga circular con todas las delegaciones.  

El Dr. Javier Vásquez de la Organización Panamericana de la Salud hizo referencia a los comentarios sobre la salud de los migrantes que hizo el Embajador de Honduras, y en específico comenta que se da apoyo a población mígrate con VIH a través de un programa de cooperación. En este sentido, el Dr. Vásquez mencionó que la OPS esta abierta para colaboración técnica en esta materia en las distintas sub-regiones y espera se siga dando cooperación en el tema a través de los organismos relacionados esta Organización y sus Estados Miembros.

La Delegada de Canadá felicito a la organización de la sesión especial que, considerando la inexperiencia institucional con un documento tan nuevo, le parece represento un avance importantísimo que marcara la pauta para Sesiones  de migrantes anuales en el seno de la presente Comisión. En este sentido el gran interés de los diversos sectores de su gobierno en la puesta en marcha del Programa. Para Sesiones futuras sugirió que se puntualicen los temas con mayor detalle para solicitar a todos los participantes del Programa que den sus recomendaciones respecto el futuro y evolución del mismo.


El Delegado de Estados Unidos mencionó que, aunque podría apoyar las recomendaciones hechas por las Delegadas de Panamá y Canadá para realizar más reuniones sobre migrantes, mencionó que se debe tener en cuenta la situación y recursos de la Organización en la convocatoria de reuniones futuras.

El Delegado de Argentina expreso su satisfacción por el cumplimiento de todos los objetivos de la Sesión de hoy y se sumo al consenso de seguir convocando reuniones anuales de la CAJP de la manera contemplada en el Programa.  Por otro lado, considerando los vínculos importantes con otros temas, invito a la CAJP de involucrar a sus otros cuerpos políticos y grupos de trabajo sobre trata de personas y sobre racismo y discriminación a que participen en las discusiones sobre migrantes.  Por último señalo la necesidad de enmendar el Programa para que este refleje la nueva estructura de la Secretaría General.

Por último, toman la palabra los representantes de los Estados Unidos, Argentina y México para hacer comentarios relativos a la organización de las Sesiones Anuales de la CAJP sobre migrantes, proponiendo que en adición a una reunión anual se podrían programar sesiones individuales con cada organismo de la OEA dentro de las sesiones de la CAJP, así como sugerencias sobre el fortalecimiento del Programa, recomendando también que el mismo se debe ajustar para que refleje la nueva estructura de la Secretaría General de la Organización.

V. CLAUSURA

Pasando a la clausura oficial de la Sesión Especial, el Embajador Francisco Villagran, Presidente de la CAJP, le dio la palabra al Dr. John Wilson del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales para procediera a dar lectura al informe de conclusiones preliminares de la Sesión Especial. El Dr. Wilson presentó un resumen de los temas abordados en las presentaciones de los distintos grupos que participaron en la Sesión Especial así como las recomendaciones y conclusiones sobresalientes de estas.

Con sus palabras de agradecimiento a los organizadores, a los panelistas y a los representantes de los Estados, así como a los Drs. Wilson, Alejandro Aristizabal y Gabriela Gutiérrez y con la reiteración de la importancia del tema de migrantes en el hemisferio y, por lo tanto, en la Organización de los Estados Americanos por medio de su Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, Incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias, el presidente de la CAJP dio por clausurada esta primer Sesión Anual de la Comisión sobre el Programa e esperanza de que futuras sesiones se desarrollen en el mismo espíritu de colaboración y participación entre los diferentes actores del Programa.
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16 de marzo de 2006

Salón de las Américas

Washington, D.C. - 

CALENDARIO


Hora:
9:30 a.m. -12:30 p.m.



2:00 – 5:00 p.m.

9:30 a.m. – 9:45 a.m.
INAUGURACIÓN

· Palabras del Embajador Francisco Villagran de León,   Presidente de la CAJP y Representante  Permanente de Guatemala ante la OEA 

· Elección del Relator (a) de la sesión especial

De 9:45 a.m. a 12:30 p.m. 
PANEL I

INTERCAMBIO DE MEJORES PRÁCTICAS Y ACTIVIDADES EFECTUADAS DESDE LA APROBACIÓN DEL PROGRAMA, ASÍ COMO DE NUEVAS PROPUESTAS EN APOYO DEL PROGRAMA
Primer Grupo: 

ÓRGANOS, ORGANISMOS Y ENTIDADES DE LA OEA

· Comisionado Freddy Gutiérrez, Relator Especial de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias en el Hemisferio.

· Mercedes Kremenetzky, Especialista Principal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM)

· Maria Claudia Camacho, Departamento de Desarrollo Social y Empleo de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral

· Cesar Arias, Departamento para la Promoción de la Democracia de la Subsecretaria de Asuntos Políticos 

· John Wilson, Consultor Jurídico, Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales.
· Javier Vásquez, Especialista en Derechos Humanos de la Organización Panamericana de la Salud.
Comentario:
se recomienda que cada Órgano, Organismo y Entidad de la OEA identifique una actividad concreta para su desarrollo en los próximos 12 meses, sujeto a la disponibilidad de los recursos financieros necesarios.

Segundo Grupo:


ESTADOS MIEMBROS DE LA OEA

· Expertos gubernamentales

Comentario:
se recomienda que los Estados Miembros sugieran a los Órganos, Organismos y Entidades de la OEA, actividades concretas para su desarrollo en los próximos 12 meses, sujeto a la disponibilidad de los recursos financieros necesarios.

12:30 – 2:00 p.m.

RECESO


De 2:00 a 4:30 p.m.
PANEL I (Continuación)

INTERCAMBIO DE MEJORES PRÁCTICAS Y ACTIVIDADES EFECTUADAS DESDE LA APROBACIÓN DEL PROGRAMA, ASÍ COMO DE NUEVAS PROPUESTAS EN APOYO DEL PROGRAMA
Tercer Grupo:


FOROS INTERGUBERNAMENTALES

Cuarto Grupo:


ORGANIZACIONES MULTILATERALES

· Bertha Fernández y Niurka Pineiro, Oficiales de Desarrollo de Programas de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM)

· Juan Carlos Murillo, Consejero Jurídico de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR)

Quinto Grupo:


OTROS

· Sarah Paoletti, International Human Rights Law Clinic, Washington College of Law, American University. 

· Cecilia Anicama, Comisión Andina de Juristas.

3:45 – 4:30 p.m.        
PANEL II
DIÁLOGO ENTRE LOS PARTICIPANTES
Comentario:
Espacio para preguntas sobre las exposiciones anteriores y nuevos comentarios de los participantes

4:30 – 5:05 p.m.

CLAUSURA

· Informe Preliminar del Relator (a) de la Sesión Especial

· Palabras del Embajador Francisco Villagran de León,   Presidente de la CAJP y Representante  Permanente de Guatemala ante la OEA

CONSEJO PERMANENTE DE LA



OEA/Ser.G


ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS


CP/CAJP-2323/06 rev. 1 corr.1











14 febrero 2006


COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS


Original: español

SESIÓN ESPECIAL SOBRE EL PROGRAMA INTERAMERICANO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES, INCLUYENDO LOS TRABAJADORES MIGRANTES Y SUS FAMILIAS

16 de marzo de 2006

Salón de las Américas

Washington, D.C. - 

TEMARIO
/
INAUGURACIÓN

· Palabras del Presidente de la CAJP

· Elección del relator (a) de la Sesión Especial

PRIMER PANEL

INTERCAMBIO DE MEJORES PRÁCTICAS Y ACTIVIDADES EFECTUADAS DESDE LA APROBACIÓN DEL PROGRAMA, ASÍ COMO DE NUEVAS PROPUESTAS EN APOYO DEL PROGRAMA

Primer Grupo:
ÓRGANOS, ORGANISMOS Y ENTIDADES DE LA OEA 

· Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Relatoría Especial de Trabajadores Migratorios y sus Familias

· Comisión Interamericana de Mujeres (CIM)

· Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN)

· Agencia Interamericana de Cooperación y Desarrollo (AICD)

· Departamento de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología

· Secretaría de Cumbres

· Departamento para la Promoción de la Democracia (OPD)

· Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales

· Organización Panamericana de la Salud (OPS)

Comentario:
se recomienda que cada Órgano, Organismo y Entidad de la OEA identifique una actividad concreta para su desarrollo en los próximos 12 meses, sujeto a la disponibilidad de los recursos financieros necesarios.

Segundo Grupo:
ESTADOS MIEMBROS DE LA OEA

· Expertos gubernamentales

Comentario:
se recomienda que los Estados Miembros sugieran a los Órganos, Organismos y Entidades de la OEA, actividades concretas para su desarrollo en los próximos 12 meses, sujeto a la disponibilidad de los recursos financieros necesarios.

Tercer Grupo:
FOROS INTERGUBERNAMENTALES

· Conferencia Regional de Migración (CRM)

· Conferencia Sudamericana Sobre Migraciones

· Comisión Centroamericana de Directores de Migración (OCAM)

· Mercado Común del Sur, en particular, el Foro de Consulta y Concertación Política del MERCOSUR

· Comunidad Andina

· La Comunidad del Caribe (CARICOM)

· Federación Iberoamericana de Ombudsman

Cuarto Grupo:
ORGANIZACIONES MULTILATERALES

· Organización Internacional para las Migraciones (OIM)

· Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACDH) y Relatora Especial sobre los Derechos Humanos de los Migrantes 

· Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR)

· Organización Internacional del Trabajo (OIT)

Quinto Grupo:
OTROS

· Migrantes

· Organizaciones de la Sociedad Civil

· Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH)

SEGUNDO PANEL

DIÁLOGO ENTRE LOS PARTICIPANTES
Comentario:
Espacio para preguntas sobre las exposiciones anteriores y nuevos comentarios de los participantes

CLAUSURA

· Informe Preliminar del Relator (a) de la Sesión Especial
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SESIÓN ESPECIAL SOBRE EL PROGRAMA INTERAMERICANO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES, INCLUYENDO LOS TRABAJADORES MIGRANTES Y SUS FAMILIAS

16 de marzo de 2006

Salón de las Américas

Washington, D.C.

PRIMER GRUPO: ÓRGANOS, ORGANISMOS Y ENTIDADES DE LA OEA

Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y sus Familias

Presentación del doctor Freddy Gutiérrez Trejo,

Comisionado y Relator Especial sobre Trabajadores Migratorios y

 sus Familias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)


Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la Organización de los Estados Americanos, distinguidos Embajadores y Representantes Permanentes, señoras y señores:


En esta oportunidad, me dirijo a ustedes con el objetivo de presentar una breve reseña del trabajo realizado por la Relatoría Especial de Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) durante el pasado año en apoyo al Programa Interamericano de Promoción de Los Derechos Humanos de los Migrantes.  Por otra parte, expondré brevemente sobre las dificultades que enfrenta la Relatoría en la planificación de futuras actividades a realizar por carencia de fondos y finalmente esbozaré las actividades que la Relatoría pudiera realizar durante el presente año de obtener fondos para su funcionamiento.  


Es importante destacar que desde su creación, la Relatoría ha tenido conocimiento de la preocupante situación de afectación a derechos humanos de los Trabajadores Migratorios y sus familias.  Mediante denuncias recibidas sobre violaciones de derechos humanos, vistas a países y la celebración de audiencias especiales para tratar situaciones enfrentadas por los Trabajadores Migratorios y sus Familias, la Relatoría ha identificado una serie de problemáticas recurrentes relacionadas con acciones discriminatorias de todo orden y particularmente en lo referente a los derechos laborales y falta de garantías mínimas de debido proceso.  Adicionalmente, en el último año, la Relatoría ha recibido un número creciente de alertas relacionados con la situación de victimas de la trata de personas las cuales en muchos casos se encuentran en situaciones de servidumbre doméstica, explotación sexual, y trabajos forzados. 


En virtud de su mandato y en atención a las tareas encomendadas a la Comisión a través de su Relatoría mediante el Programa Interamericano aprobado por la Asamblea General mediante su Resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05) durante el año 2005 la Relatoría Especial de Trabajadores Migratorios continuó con su labor de promoción y protección de los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familiares.  

El Programa Interamericano encomendó a la Comisión Interamericana a través de su Relatoría:  
1. Desarrollar acciones de promoción sobre el sistema interamericano de derechos humanos con énfasis en los derechos humanos de los Migrantes y sus familias, incluyendo la utilización de la página Web de la Comisión a estos efectos.

2. Facilitar el intercambio de información y asistencia técnica en materia de derechos humanos y legislación migratoria con órganos estatales, funcionarios públicos, órganos, organismos y entidades de la OEA, organizaciones multilaterales y organizaciones de la sociedad civil.

3. Ofrecer capacitación en torno a las garantías de debido proceso en los procedimientos migratorios y en la utilización del sistema interamericano de derechos humanos para las organizaciones que ofrecen programas de asistencia jurídica gratuita a los Migrantes y sus familias.

4. Ofrecer capacitación a funcionarios públicos de los países emisores, de tránsito y receptores sobre la protección consular a los Migrantes de acuerdo con la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares tomando en cuenta la información, notificación, comunicación y la asistencia consular a los Migrantes.


Respondiendo al mandato de promoción del Sistema Interamericano con un énfasis en los derechos de los trabajadores migratorios y sus familiares, durante el pasado año, la Relatoría compiló y distribuyó un CD que contiene informes temáticos, informes sobre las visitas realizadas y jurisprudencia del Sistema Interamericano.  

Con relación con el trabajo de evaluación sobre la condición de los trabajadores migratorios y sus familias, la Relatoría, siguió con atención las discusiones sobre políticas y los cambios en materia de legislación y control migratorio que se llevaron a cabo en la región.  La Relatoría prestó especial atención a temas trascendentes, como el tráfico de Migrantes y la trata de personas; el impacto de la guerra contra el terrorismo en los controles migratorios y en la situación de los trabajadores migratorios en la región. También evaluamos los efectos de los numerosos desastres naturales en la región- Haití, el sur de Estados Unidos, Centro América y el sur de México-; y su impacto en las corrientes migratorias, así como las consecuencias migratorias del desarrollo desigual entre regiones y países y de ciertas crisis políticas y económicas en la región.  Por otra parte, también se siguieron desarrollos importantes en materia migratoria en el Cono Sur, como la entrada en vigor de la nueva Ley de Migración (Nº 25.8719) en Argentina y la promulgación de reformas a la constitución en Chile.

Por otra parte, durante el año 2005 y a través de sus audiencias, la Comisión ahondó su conocimiento sobre aspectos concretos de la situación en materia de derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias.  En el 122º período ordinario de sesiones de la CIDH se llevaron a cabo dos audiencias sobre temas migratorios.  En una de las audiencias se abordó la temática de los Migrantes y refugiados en Panamá.  En esta audiencia, los Comisionados insistieron en la necesidad de proteger a los extranjeros que se encuentran en Panamá, ya sea se trate de refugiados o de trabajadores migratorios, tomando en cuenta su condición de vulnerabilidad.  De otra parte, se llevó a cabo una segunda audiencia temática sobre la situación de los trabajadores migratorios en los Estados Unidos de América.  En esta audiencia, se presentaron las consecuencias de la decisión de la Corte Suprema de Estados Unidos en el caso Hoffman Plastics Compounds Inc v/s NLRB del 2002, en particular su impacto en los derechos laborales de los trabajadores indocumentados. Igualmente, durante la audiencia se discutieron las condiciones de trabajo de los trabajadores migratorios agrícolas, sobre todo los del área de la Florida.  Las organizaciones que solicitaron la audiencia solicitaron a la CIDH realizar una visita in loco para observar  esta problemática in situ. 

Durante el 123º período ordinario de sesiones de octubre de 2005 se llevaron a cabo otras tres audiencias temáticas en las que se discutieron problemáticas relativas a los trabajadores migratorios y sus familias. Una de las audiencias discutió el fenómeno de la trata de personas en las Américas, destacando las carencias y falencias del desarrollo normativo dirigido a prevenir y castigar este delito.  En esa oportunidad, la Comisión urgió a los Estados a que desarrollen, desde una perspectiva respetuosa de los derechos humanos, políticas integrales y normas dirigidas a prevenir y sancionar la trata de personas.  Asimismo, la CIDH celebró una segunda audiencia temática para recibir información relativa a la situación de las comunidades haitianas y dominico-haitianas en la República Dominicana.  Finalmente, la Comisión fue informada sobre la situación que afecta a algunos Migrantes que se desempeñan como empleados y empleadas domésticas de funcionarios diplomáticos e internacionales, particularmente lo relativo a su indefensión jurídica debido a abusos de la inmunidad que gozan sus empleadores


Por otra parte, la Relatoría ha continuado con su labor de colaboración y estudio de peticiones y de solicitudes de medidas cautelares recibidas en la Comisión relacionadas con trabajadores migratorios. En este sentido, cabe destacar que en el año 2005 la Corte Interamericana de Derechos Humanos profirió dos sentencias relacionadas sobre la temática migratoria en los casos de las niñas Dilcia Yean y Violeta Bosico donde la Comisión solicitó en su demanda que la Corte declarara la violación de los derechos al reconocimiento a la personalidad jurídica, a las garantías judiciales, del niño, a la nacionalidad, a la igualdad ante la ley y a la protección judicial y en el caso de  Acosta Calderón donde la sentencia se refiere derecho a la información sobre la protección consular y derecho a las garantías judiciales.


La Comisión adoptó dos informes de admisibilidad uno relacionado con la petición Elías Gattass Sahih donde determinó que los hechos alegados podrían caracterizar una violación a la libertad personal, al derecho a las garantías judiciales, a la libertad de circulación y residencia y al derecho a la protección judicial en conjunción con la obligación de respetar y garantizar los derechos y el deber de adoptar disposiciones de derecho interno y el otro con relación a una denuncia interpuesta a favor del señor Nelson Iván Serrano Sáenz donde la Comisión determinó que los hechos alegados podrían tender a caracterizar la violación a los derechos a la integridad personal, a la libertad personal, a un juicio imparcial y a un debido proceso, a la nacionalidad, derecho de circulación y residencia y derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial dispuestos en los artículos 5, 7, 8, 20, 22 y 25 de la Convención Americana, conjuntamente con las obligaciones generales del Estado de respetar y garantizar los mencionados derechos y de adoptar las disposiciones de derecho interno necesarias para hacerlos efectivos, conforme lo establecen los artículos 1(1) y 2 del mencionado instrumento.  


Asimismo, la Comisión declaró que era inadmisible por falta de agotamiento de los recursos internos relacionada con la petición llamada “Operación Gatekeeper”. 


Por otra parte, en agosto de 2005 la Comisión dictó medidas cautelares a favor de Andrea Mortlock en el contexto de la petición P950-05, sobre la posible deportación de la señora Mortlock, ciudadana jamaiquina de 41 años de edad, se encuentra detenida en la cárcel del Condado de Passaic, en Patterson, Nueva Jersey y se encuentra infectada con el virus VIH/SIDA desde 1989.


Finalmente, y dado el interés especial manifestado por varios Estados Miembros, la Relatoría decidió abordar en su Séptimo Informe Anual correspondiente al año 2005 la problemática de la obligación de protección y garantía de los derechos humanos por parte de los Estados emisores de trabajadores migratorios.  En razón de la importancia de este tema, y considerando que con frecuencia se omite considerar la responsabilidad de los Estados emisores en la protección y garantía de los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias, es que la Relatoría de Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias consideró oportuno tratar este tema.  Del análisis realizado, la Relatoría  observó que los trabajadores migratorios y sus familias mantienen una dependencia en el Estado del cual son nacionales de varias maneras. Una tiene que ver con la protección de su derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica mediante la expedición de documentos. Por otro lado, en muchos casos, los trabajadores migratorios y sus familias dependen de la representación diplomática y consular para la protección y garantía de sus derechos humanos. Estas son instancias en las cuales, la obligación del Estado emisor para con sus nacionales se mantiene y adquiere una mayor relevancia en razón de la condición de vulnerabilidad en la que se encuentran los trabajadores migratorios y sus familias, sobre todo en el caso de las personas indocumentadas.  La Relatoría pudo documentar que con frecuencia, la protección o violación de un derecho depende de la pronta y efectiva acción de la representación diplomática o consular ante las autoridades del Estado en el cual se encuentra el trabajador migratorio, En otras oportunidades, se requiere de la acción concertada del Estado emisor para desarrollar políticas y acciones dirigidas a la protección de los derechos humanos de los trabajadores migratorios mediante acuerdos internacionales o la puesta en marcha de programas especiales que atiendan a las necesidades de sus ciudadanos en el exterior.


En este sentido, la Relatoría considera que el papel de los Estados emisores en la protección y garantía de los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias es supremamente relevante.  La Relatoría considera que a través de sus representaciones consulares y mediante gestiones diplomáticas, los Estados emisores deben tomar medidas que repercutan de manera directa en la protección y garantía de los derechos de sus nacionales residentes en el exterior.  En términos generales buena parte de estas acciones se circunscriben al área de las relaciones internacionales y dependen de la acción de las representaciones diplomáticas y consulares, así como de los funcionarios de las cancillerías.  Por ello, resulta necesario que se fortalezca y mejore la capacitación y habilidades de los funcionarios de cancillería, y que se le de la importancia y prioridad que merece la defensa de los derechos de los nacionales en el extranjero dentro de la política nacional e internacional del Estado.  De otra parte y en términos generales, la Relatoría considera oportuno destacar como una buena práctica, los esfuerzos de algunos Estados por ampliar el alcance geográfico de sus representaciones consulares. Algunas representaciones consulares, como las mexicanas, acuden a la figura de los consulados móviles con el propósito de acercar los servicios consulares a ciertas comunidades remotas y de difícil acceso donde residen comunidades de sus nacionales.  Es importante resaltar la importancia de que los esfuerzos que despliegue un Estado para atender a sus nacionales atiendan a sus necesidades de protección. En esa medida, la decisión de crear institutos o mecanismos que sirvan de enlace entre las comunidades de Migrantes en el exterior y los órganos estatales constituye una buena estrategia. 


Respecto al plan de trabajo para 2006, la Comisión se ve obligada en informar que desde agosto de 2005 a esta parte, la Relatoría de Trabajadores Migratorios y sus Familias no cuenta con fondos adicionales para el desarrollo de sus actividades.  Desafortunadamente, pese al interés expresado por los Estados en diversas declaraciones, el desarrollo del trabajo de la Relatoría se ha visto mermado por falta de apoyo financiero por parte de los Estados Miembros de la OEA.  En este sentido y como se recalcó en el informe anual del año 2004, varias de las actividades que la Relatoría necesita desarrollar en el marco de su mandato se han visto negativamente afectadas por la falta de apoyo financiero de los Estados.  Los fondos que habían permitido el desarrollo de las actividades de la Relatoría-- una contribución del fondo general de la OEA, aportes del Gobierno de México y de la Fundación Ford—se han acabado.  Por ende, para asegurar su subsistencia, la Relatoría necesita recibir nuevos aportes financieros.  Es importante subrayar que, como fruto de su labor y del interés manifestado por los Estados y organizaciones de la sociedad civil, en los últimos años el volumen de trabajo de la Relatoría se ha incrementado de forma substancial. La Relatoría lamenta que el interés expresado por muchos Estados y organizaciones no se haya hasta ahora plasmado en un apoyo financiero concreto.


Pese a la apremiante situación financiera que enfrenta la Relatoría, interesa a la Comisión mantener ésta Relatoría con el fin de que continúe con sus actividades de promoción y protección de los derechos de los Trabajadores Migratorios y sus Familia.  


A modo de cierre, quisiera aprovechar la oportunidad de vuestra presencia para solicitar por vuestro intermedio apoyo para las labores que realiza la Relatoría. Para poder proseguir con su labor, la Relatoría requiere de nuevos aportes financieros por parte de los Estados miembros de la OEA.  La contribución de los Estados al fondo voluntario de la Relatoría establecido es vital para promover un Programa Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Trabajadores Migratorios.  En este sentido, es de destacar y recordar que han sido justamente los Estados quienes han encomendado a la CIDH tareas específicas a seguir en el marco de dicho programa y que sin apoyo financiero emprender este importante mandato será extremadamente difícil.  Dada esta situación, me permito hacer un llamado a los embajadores y representantes aquí presentes para que realicen gestiones ante vuestros respectivos gobiernos sobre la imperiosa necesidad que tiene la Relatoría de recibir nuevos recursos para desarrollar su labor y para llevar a cabo el ya mencionado Programa Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Trabajadores Migratorios y continuar con su gestión.

Muchas gracias.

Informe de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM)

en la sesión especial sobre el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los trabajadores migrantes y sus familias

Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la Organización de los Estados Americanos, distinguidos Embajadores y Representantes Permanentes, señoras y señores:

En primer lugar, la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), quiere agradecer la invitación a participar en esta sesión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) y expresar su apoyo al Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes.  El tema de migración no es nuevo para la CIM, que en 1994, presentó a la Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer, celebrada en Beijing, su Plan estratégico de Acción, que dedicó el capitulo 10 a “Migraciones y la mujer en áreas de Conflicto”.  Es un tema realmente complejo y que abarca una amplísima gama de aspectos tanto desde el punto de vista del migrante (decisión de migrar, proceso de migración, y sus consecuencias) como de las políticas de los gobiernos que deben garantizar mecanismos para la protección y promoción de sus derechos humanos.

Centrándonos específicamente en el enfoque de género, diferentes estudios señalan una tendencia hacia la feminización de la migración.  Según el Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE), División de Población de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), América Latina ha sido la primera región en el mundo en alcanzar la paridad en número de hombres y mujeres migrantes.  En 1990, de seis millones de migrantes internacionales, tres millones eran mujeres y los datos del año 2000 confirman la tendencia.

Teniendo en cuenta lo expuesto, la integración de la perspectiva de género como instrumento de análisis resulta una herramienta valiosa para llevar a la práctica el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes.  El Programa asume esta orientación en su marco conceptual cuando expresa que “incorporará el enfoque transversal de género”.  Aunque no lo explica específicamente, entendemos que ello significa que todas las acciones que se tomen para su implementación, consideraran las diferentes necesidades que tienen hombres y mujeres migrantes.  Así, por ejemplo, con relación a la protección de sus derechos, se deberá tener en cuenta la mayor vulnerabilidad de las mujeres a violaciones múltiples e interrelacionadas de sus derechos humanos, como lo son la violencia basada en género y la trata de personas.

El Programa de los Migrantes además, se ajusta a los mandatos de la Asamblea General de la OEA y de la Cumbre de las Américas en cuanto a la necesidad de producir una verdadera integración de la perspectiva de género en las políticas, programas y proyectos de la Organización.  Queremos destacar que, independientemente de los esfuerzos que la CIM pueda realizar en este tema, esta transversalización de género es tarea de TODOS, es decir de todas las agencias, los órganos y organismos de la OEA. 

Entrando específicamente a informar sobre lo que nos fuera solicitado para esta presentación, la CIM ha tratado tangencialmente el tema de migrantes a través de su trabajo en las áreas de trata de personas y violencia basada en género.  No ha progresado más por carecer de recursos para llevar a la práctica iniciativa en esta área.  

El Programa de los Migrantes le asigna a la CIM cinco tareas específicas. La primera es adelantar investigaciones sobre la migración femenina y su impacto en la estructura familiar, el mercado laboral y el control migratorio entre otros.  Si bien la CIM como lo expresamos antes, no cuenta con recursos ni humanos ni financieros para destinar a esta tarea, efectuó una búsqueda preliminar sobre los trabajos realizados e investigaciones de otros organismos.  Como consecuencia de ellos reunimos una interesante información que adjuntamos a esta presentación.  Se identificaron documentos de investigación y foros internacionales recientes sobre la dimensión de género de las migraciones efectuados por organismos como la Comisión Económica para Ameríca Latina y el Caribe (CEPAL), el Instituto Internacional de Investigaciones y Capacitación de las Naciones Unidas para la Promoción de la Mujer (INSTRAW) y la Comisión sobre la Condición Jurídica y Social de la Mujer de NNUU (CSW).  Nos permitimos hacer entrega a la Presidencia de esta Comisión de algunos de los documentos a los que nos referimos y que consideramos contribuirán al trabajo de todos nosotros para dar cumplimiento a los objetivos relativos a la igualdad de género del Programa Interamericano de los Migrantes.

Queremos destacar la importancia que tendría iniciar un trabajo de recopilación de datos desagregados por sexo, utilizando los indicadores propuestos en el documento “Mujeres migrantes de América Latina y el Caribe: derechos humanos, mitos y duras realidades” publicado por la CEPAL, para cuantificar la información y para el desarrollo de políticas y programas a nivel nacional.  Esta es una de las sugerencias de la CIM para desarrollar en el futuro, si se contara con asignaciones presupuestarias al efecto. 

En cuanto a la segunda tarea asignada a nuestro organismo, de desarrollar programas y políticas para proteger a la mujer migrante y su familia, la CIM considerará el tema de migrantes en su Asamblea de Delegadas a realizarse en el próximo mes de octubre.  Esperamos que dicha Asamblea adopte propuestas sobre el tema que, anticipamos, serán elevadas a la Asamblea General de la OEA y a esta Comisión para su incorporación al Programa, en cumplimiento de la Resolución AG/RES. 2141.  Todo ello sujeto a que haya disponibilidad de recursos humanos y materiales para tal fin. 

Las otras tareas asignadas a la CIM están vinculadas con la trata de personas, que es una de las más graves formas de violación de los derechos humanos de los migrantes y que afecta particularmente a las mujeres, ya sea bajo la forma de explotación sexual, como de trabajo servil, venta de drogas, tráfico de órganos, adopción ilegal de niños entre los más recurrentes.  Este tema fue parte del trabajo de la CIM previo a la reestructuración de la Secretaría General.   El Coordinador anti trata de personas estuvo adscrito a la CIM desde su inicio, pero recientemente pasó a formar parte de la Sección de Tráfico de Personas de la Subsecretaría de Seguridad Multidimensional de la OEA.  Esto no significa que la CIM deje de lado este tema, sino que en el futuro coordinará actividades con la Sección de Tráfico de Personas, en base a los mandatos ya recibidos de la Asamblea General de la OEA y de los que adopte su Asamblea de Delegadas. 

Para finalizar destacamos que la migración es una puerta abierta a las oportunidades pero también ha demostrado ser una puerta abierta al infortunio. La CIM quiere ser parte activa del esfuerzo hemisférico que representa el Programa Interamericano en su objetivo de proteger la dignidad y los derechos fundamentales de todos los migrantes, hombres y mujeres y promover su bienestar.

Muchas gracias.

Informe del Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN)

Informe del Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN/OEA)

sobre la implementación  del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias

1. El IIN y la promoción y protección de los derechos humanos de las familias, las niñas, los niños y adolescentes: El Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN), como organismo técnico especializado de la OEA en lo referido a la promoción y protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, es conciente que la temática de los derechos humanos de las familias, niños, niñas y adolescentes afectados por el fenómeno migratorio es un problema multidimensional, acentuado muchas veces por circunstancias tales como la discriminación, la explotación y el abuso, el tráfico ilícito de personas, la sustracción internacional de menores, entre otros temas. 

2. El IIN, los Sistemas Nacionales de Infancia y el Programa: Para el establecimiento de una intervención institucional con enfoque de derechos de la niñez y adolescencia es necesaria la consolidación de sistemas nacionales de atención integral a la niñez y adolescencia
/ y la consolidación de los mecanismos de acción que plantea el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios  y sus Familias (Programa), fundamentalmente respecto a los mandatos que le han sido asignados al IIN referidos específicamente a la inclusión, dentro de sus actividades, de la situación particular de las niñas y los niños migrantes que viajan sin la compañía de un adulto y la protección de los niños, niñas y adolescentes víctimas de la trata de personas. 

3. Derechos humanos de las niñas, los niños y adolescentes y sus familias en el marco del fenómeno migratorio. El fenómeno migratorio puede tener una incidencia directa en la vulneración de los derechos humanos de las niñas, los niños y adolescentes debido a la estrecha relación de esta problemática con la afectación de los proyectos de vida de ellas y ellos. Desde una perspectiva sistémica, debemos considerar que la afectación de la familia y fundamentalmente la desintegración de la misma debido al fenómeno migratorio, perjudica el cumplimiento adecuado de los roles parentales (nutritivos y normativos), alterando directamente el desarrollo humano de las niñas y los niños, sobre todo en los procesos evolutivos en que el relacionamiento parental directo es muy necesario. Los condicionantes varían dependiendo de situaciones diversas como la alteración de modelos de vida, la ausencia significativa de uno de los padres (como uno de los modelos de desintegración familiar), la magnitud de la exposición a situaciones de vulneración de derechos, entre otros puntos; sin embargo, debemos considerar que es una constante que la disociación del niño o niña respecto a sus espacios naturales y culturales de relacionamiento, incide directamente en la dificultad de asimilación para establecer nuevos modelos de conducta y socialización (debido a que el desarraigo social determina directamente en la pérdida de los referentes socio-culturales). 

La dificultad para una adecuada inserción social en un nuevo medio podría determinar la disminución de las capacidades naturales de las niñas y los niños para el aprovechamiento de los contenidos pedagógicos de la escuela. Por otro lado, en casos en los que los padres emigran, los otros miembros de la familia nuclear asumen roles que por lo general no pueden satisfacer. Incluso en contextos de pobreza o extrema pobreza, el fenómeno migratorio puede promover el desarraigo del medio escolar determinando a que niñas, niños y adolescentes se involucren en el trabajo infantil.

Como hemos reseñado de manera muy general, para la niñez y la adolescencia, el fenómeno migratorio puede ser causante y generador de situaciones de vulneración de derechos, por lo que es necesario establecer medidas conducentes a la aplicación del Principio del Interés Superior del Niño, establecido en el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño y la implementación efectiva del Programa en el ámbito referido a la niñez y la adolescencia.

4. Actividades del IIN ejecutadas de manera previa al Programa. Si bien desde la puesta en marcha del Programa el IIN ha planificado acciones relacionadas al cumplimiento específico del mismo, en el marco de su gestión institucional el Instituto ha desarrollado diversas actividades relacionadas a la ejecución del mismo, fundamentalmente a través del cumplimiento de la Resolución AG/RES. 2050 (XXXIV - O/04), Combate a la Explotación Sexual Comercial, el Tráfico Ilícito y la Trata de Niños, Niñas, y Adolescentes en el Hemisferio.

Adicionalmente a la ejecución del Proyecto sobre Tráfico de Niños, Pornografía Infantil en Internet y Marcos Normativos para el MERCOSUR, Bolivia y Chile que se desarrolló conjuntamente con la Embajada de los Estados Unidos de América en el Uruguay (Acuerdo del año 2004) y los informes resultantes del mismo que están publicados en el sitio Web del Instituto
/, se inició una consulta a los restantes 28 Estados miembros de la OEA a efectos de preparar el informe que se le encargó al IIN, el que fue presentado ante el Consejo Permanente de la OEA el día 10 de diciembre de 2004.

En lo referido al tema de la explotación sexual comercial el IIN, en cumplimiento de la  AG/RES. 1667 (XXXIX-O/99) - "Informe al Secretario General de la OEA sobre la Situación de la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes en las Américas",  presentó en mayo de 2005 el sexto informe a la Secretaría General y en la actualidad se encuentra elaborando el séptimo informe.  

5. El Sitio de Coordinación de Acciones como un instrumento de gestión en el establecimiento de acciones para la promoción y protección de derechos en el marco del fenómeno migratorio. El IIN ha desarrollado un Sitio de Coordinación de Acciones en Favor de la Infancia y la Adolescencia-Sitio CA
/ que funciona en Internet utilizando los servidores de la OEA en Washington en un entorno de máxima seguridad. 

Este Sitio CA involucra en esta primera fase a ocho países de Centroamérica y el Caribe (Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá y  República Dominicana)  y tiene por objetivo, entre otras cosas, contribuir a resolver situaciones puntuales de tráfico, trata, explotación sexual de niños, niñas y adolescentes en los cuales estén involucrados más de un Estado. Los países antes mencionados han firmado acuerdos de cooperación con el IIN y cada uno de ellos ha designado a una contraparte que coordina las acciones del Sitio en su país.

La dirección del Sitio es: www.coordiinacion.oea.org. En dicho sitio existe una parte pública accesible, sin embargo, la información sobre las niñas, los niños y adolescentes y el seguimiento de cada caso tiene niveles de seguridad importantes.

El IIN coordina e incentiva el uso de esta herramienta como un instrumento facilitador. Participan en la resolución de los casos el órgano rector en materia de infancia, las judicaturas y las cancillerías.

En las Reuniones de Primeras Damas de Centroamérica, Belice, Panamá y República Dominicana, que se vienen desarrollando anualmente y donde el IIN ha actuado como facilitador, se ha manifestado sistemáticamente desde el año 2000 el apoyo al desarrollo de sistemas de información que faciliten la comunicación y la coordinación entre organismos de distintos países para la implementación de acciones que permitan solucionar violaciones a los derechos de los niños que han “migrado solos o con sus familias”.

6. Actividades realizadas y a realizarse en el marco del Programa

Actividades realizadas

-
En el marco del Programa podemos señalar la participación del IIN, a través de su programa PRODER, en el Seminario "La lucha contra la trata de personas: un nuevo desafío para los Estados" (Uruguay, septiembre 2005) convocado por el  Área de Coordinación de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura con la cooperación de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM).


-
La Dirección General del IIN asistió como invitada por Save the Chidren Suecia (SCS) - Oficina de América Latina y el Caribe- al Taller de Planificación Estratégica del “Centro Interamericano contra la Desaparición, Explotación, Trata y Tráfico-CIDETT” (Lima, Febrero 2006).

Actividades programadas para el año 2006

-
El IIN se encuentra co-organizando la III Conferencia de la Red Latinoamericana Childwatch International, denominada “Infancias, Dislocaciones y Mudanzas” a realizarse en Ciudad de México (julio 2006). En el marco de esta Conferencia, el IIN se hará cargo, junto con SCS de la mesa relacionada al tema de niños migrantes no acompañados. En dicho espacio el IIN coordinará la realización de actividades en el marco del Programa.

-
Adicionalmente, el IIN elaborará el presente año un estudio referido a las medidas y políticas de prevención referidas a la situación de las niñas y los niños migrantes que viajan sin la compañía de un adulto. Dicho estudio elaborará líneas de gestión en el marco de la acción del IIN en el sistema interamericano de protección de los derechos humanos y en el marco del Programa.

7. Recomendaciones

En el marco de la realización del Segundo Panel de la Sesión Especial (“Diálogo entre los Participantes”), el IIN recomienda lo siguiente:

-
Incluir la participación del IIN como organismo técnico especializado de la OEA en la realización de actividades regionales y subregionales que incluyan el enfoque de derechos de la niñez y adolescencia.

-
Incluir en la formulación e implementación de los sistemas nacionales de atención integral de la niñez y adolescencia, los servicios y productos técnicos desarrollados por el IIN, tales como el Sitio de Coordinación de Acciones en Favor de la Infancia y la Adolescencia-Sitio CA.

-
Promover la visibilización de las niñas, los niños y adolescentes como un tema clave en el fenómeno migratorio.

Montevideo, 7 de marzo de 2006

Foros y Documentos sobre la dimensión de género de las migraciones

I.
United Nations Commission on the Status of Women (CSW)
High Level Panel on the Gender Dimensions of International Migration

2 March 2006. (Panel de Alto Nivel sobre las dimensiones de género de las migraciones)

http://www.un.org/womenwatch/daw/csw/csw50/HighLevelPanel.html
http://www.un.org/News/Press/docs/2006/wom1544.doc.htm

· Documentos de interés presentados:

Dr. Monica Boyd, “Women in International Migration: The Context of Exit and Entry for Empowerment and Exploitation”(Mujeres en migración internacional: el contexto de salida y entrada para el empoderamiento y la explotación)

Dr. Manuel Orozco, “Gender Remittances: preliminary notes about senders and recipients in Latin America and the Caribbean”(Remesas de género: notas preliminaries sobre los que las envían y los que las reciben en América Latina y el Caribe)
II. Instituto Internacional de Investigaciones y Capacitación de las Naciones Unidas para la Promoción de la Mujer (INSTRAW)

Foro Internacional de Remesas  28 - 30 Junio 2005 

http://www.un-instraw.org/en/index.php?option=content&task=view&id=1003&Itemid=121 

· Documentos/Presentaciones:
Cruzando fronteras: Remesas, género y desarrollo
http://www.un-instraw.org/en/images/stories/remmitances/documents/cruzando_fronteras.pdf 
Sharmi Sobhan, Executive Director Fonkoze USA, “Reaching Women with Remittances in Haiti”

III. Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL):

“Destinatarios y usos de remesas. ¿Una oportunidad para las mujeres salvadoreñas?” Serie Mujer y Desarrollo No. 78

http://www.eclac.cl/cgi-bin/getprod.asp?xml=/mujer/noticias/noticias/3/23743/P23743.xml&xsl=/mujer/tpl/p1f.xsl&base=/mujer/tpl/top-bottom.xsl 

“Migración internacional, derechos humanos y desarrollo en América Latina y el Caribe. Síntesis y conclusiones”

http://www.eclac.org/publicaciones/Poblacion/3/LCG2303/DGE2303.pdf
“Mujeres migrantes de América Latina y el Caribe: derechos humanos, mitos y duras realidades” Patricia Cortés Castellanos - Programa Regional de Población y Desarrollo - Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE) – División de Población / Fondo de Población de las Naciones Unidas -  Santiago de Chile, noviembre del 2005

http://www.eclac.org/publicaciones/Poblacion/6/LCL2426P/lcl2426-p.pdf 

Otros eventos:
Remittances and rural development - Contribution of the Latin American and Caribbean region to the discussion table during the 27th Session of the Governing Council of the International Fund for Agricultural Development (IFAD), 18-19 February 2004

http://www.ifad.org/events/gc/27/roundtable/pl/index.htm 

· Documentos/Presentaciones:

Rosemary Vargas-Lundius, Latin American and Caribbean Division of IFAD, “Remittances and Rural Development”
Taller Regional sobre Uso de Remesas y Aprovechamiento de Nuevas Habilidades de Migrantes Retornados -  Seminario organizado por Sin Fronteras, I.A.P., la Fundación Salvadoreña para Proyectos de Desarrollo Social y Económico (FUNSALPRODESE) y la Asociación Salvadoreña de Desarrollo Integral (ASDI) y celebrado en El Salvador, 21-22 de julio de 2000

http://www.sinfronteras.org.mx/mi.htm
61 Sesión de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

La lista preliminar de temas de la agenda provisional de la sexagésima primera sesión regular de la Asamblea General (distribuida en febrero 14,2006)

“(b) Migración Internacional y Desarrollo (resoluciones 58/208 del 23 de Diciembre de 2003, 59/241 del 22de  Diciembre de 2004, 60/206 del  22 de Diciembre de 2005 y  60/227 del 23 de Diciembre de 2005);”

Informe del Departamento de Desarrollo Social y Empleo

Informe del Departamento de Desarrollo Social y Empleo de la SEDI

 a la Sesión Especial de la Comisión Relativa al “Programa Interamericano para

 la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes,

 incluyendo los Trabajadores Migrantes y Sus Familias”

Antecedentes

El recientemente creado Departamento de Desarrollo Social y Empleo (DDSE)
/ de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI),  es actualmente la Secretaría Técnica de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo de la OEA, que en el pasado estuvo a cargo de la Oficina de Educación, Ciencia y Tecnología.

La Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT) es la conferencia especializada más antigua de la OEA.  En efecto, desde 1963, los Ministros de Trabajo del Hemisferio se reúnen periódicamente en el marco de esta Conferencia, que es reconocida como el foro primordial de discusión y decisión política sobre las prioridades y acciones a seguir en materia laboral en el Hemisferio.

En calidad de Secretaría Técnica de la CIMT, el DDSE debe velar por el efectivo cumplimiento de las Declaraciones y Planes de Acción aprobados durante cada Conferencia.  Esta tarea incluye una amplia variedad de funciones y actividades pero para efectos de este Informe, nos referiremos únicamente a dos cuestiones:  1) los mandatos de la CIMT con relación a la protección y promoción de los derechos de los trabajadores migrantes y 2) la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL), como mecanismo de cooperación.

Los mandatos de la CIMT con relación a la protección y promoción de los derechos de los trabajadores migrantes

La Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT) ha considerado a los trabajadores migrantes como uno de los grupos sociales más afectados por las crisis económicas y como un sector con necesidades especiales.  La CIMT ha centrado su atención en aspectos como la protección de los derechos humanos de los trabajadores migrantes, la protección legal en condiciones de igualdad con los trabajadores nacionales, así como la promoción del trabajo decente y la necesidad de su inserción laboral en ocupaciones dignas. La relevancia de dichos temas se refleja en las Declaraciones y Planes de Acción aprobados por los Ministros, en particular durante las tres Conferencias más recientes.

En la XII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo, celebrada en Ottawa, Canadá en octubre de 2001, la Declaración aprobada por los Ministros establece: 

“Procuraremos mejorar las condiciones de trabajo de la población de todos los países de la región, con especial atención a quienes trabajan en el sector informal y los que pertenecen a las minorías étnicas y religiosas, así como a otras personas con experiencias y necesidades diferentes, incluyendo mujeres, jóvenes, trabajadores de la tercera edad, los indígenas, trabajadores migrantes, personas con discapacidades y personas con VIH/SIDA. ” 
Asimismo, la Declaración de Ottawa contempla: “Proveeremos a los trabajadores migrantes en nuestros países las mismas protecciones legales de las condiciones de trabajo que otorgamos a los ciudadanos de nuestros países.” 

Por su parte, el Plan de Acción de Ottawa, encomendó al Grupo de Trabajo 2 de la CIMT “Desarrollo de las capacidades de los Ministerios de Trabajo”, que “se centrará en los medios más efectivos para aplicar las leyes y normas laborales y para fomentar la igualdad de oportunidades… así como para garantizar el pleno respeto de los derechos que las legislaciones nacionales garantizan a los trabajadores migrantes.” 

Durante la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo, celebrada en Salvador, Estado de Bahía, Brasil, en septiembre de 2003, los Ministros aprobaron la Declaración de Salvador, que establece que los Estados Miembros deben dar pasos para atender a los segmentos de la población más afectador por las crisis económicas, y agregan:
“Estos pasos podrán incluir el desarrollo de planes de acción nacionales sobre el trabajo decente con la asistencia de la OIT … para promover la inserción laboral en ocupaciones dignas y productivas de los trabajadores del sector informal, de las mujeres, de los jóvenes, de las personas con discapacidad, de los portadores de HIV/SIDA, de los migrantes y de las minorías étnicas y religiosas, así como generar ambientes y condiciones de trabajo saludables y seguros.”

La XIV Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo, celebrada recientemente en Ciudad de México, en septiembre de 2005, le otorgó una renovada importancia al tema de los trabajadores migrantes.  En particular, la Declaración de México establece:

“Reafirmamos que debe dársele a todo migrante, sin importar su condición migratoria, la protección plena de sus derechos humanos y la observancia plena de las leyes laborales que les aplican, incluyendo los principios y derechos laborales contenidos en la Declaración de la OIT relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo.”

De otro lado, el Plan de Acción de México contempla:

“El Grupo de Trabajo 1 atenderá los siguiente temas prioritarios, en el marco de la promoción del trabajo decente….  Derechos laborales de los trabajos migrantes”

“Desarrollar acciones que promuevan el trabajo decente de los trabajadores migrantes en el marco de lo establecido en la Declaración de Nuevo León y en colaboración con el Programa Interamericano aprobado por la Asamblea General de la OEA en su resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05).”

Se resalta el énfasis que dieron los Ministros de Trabajo al Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Trabajadores Migrantes.  También cabe mencionar que las acciones de la CIMT en el tema de migrantes, se circunscriben al intercambio de experiencias; por ello presentamos a continuación la propuesta de la RIAL.

La propuesta de la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL)

A partir de la XIV CIMT en septiembre de 2005, se le ha encomendado al DDSE que promueva la creación de una Red Interamericana de Administración Laboral (RIAL), concebida como un  mecanismo integrador y difusor de conocimiento y experiencias relevantes para el fortalecimiento y la modernización de la administración laboral frente a los desafíos de la globalización.  Los objetivos específicos de la Red son:

· Identificar y organizar sistemáticamente las experiencias consolidadas y conocimientos entre los Ministerios de Trabajo del Hemisferio.
· Procesar ordenadamente y conforme a parámetros objetivos información sobre programas y proyectos de cooperación y asistencia técnica.
· Fomentar el intercambio de información de programas consolidados y experiencias exitosas entre países, a través de actividades de cooperación que apunten a la transferencia crítica de las diferentes experiencias y aprendizajes.

· Asesorar, acompañar y comunicar virtualmente a los Ministerios de Trabajo entre sí y con organismos internacionales, agencias de financiamiento y representantes de la sociedad civil.
· Mejorar la capacidad nacional para determinar las necesidades específicas de cooperación y asistencia técnica.

· Fortalecer la coordinación y colaboración con organismos internacionales y agencias de cooperación.

En el marco de la RIAL y sujeto a la disponibilidad de recursos, el DDSE está planeando durante el 2006 la realización de varios Talleres de intercambio de experiencias sobre temas prioritarios identificados por los Ministerios de Trabajo del Hemisferio, dentro de los que se encuentran:

· Salud y Seguridad de los Trabajadores

· Servicios de Empleo

· Sistemas de Protección Social

· Derechos laborales de los trabajadores migrantes

El Taller sobre “Derechos laborales de los trabajadores migrantes” fue aprobado durante la Reunión de Planeación de la CIMT en diciembre de 2005.  En aquella oportunidad, los Ministerios de Trabajo líderes de la Conferencia aprobaron incluir dentro del Calendario de Actividades de 2006 un Taller sobre esta temática, que tendrá lugar a finales de abril de 2006 en Canadá, bajo los auspicios del Ministerio de Trabajo canadiense.  En particular México y Canadá manifestaron un especial interés en realizar este Taller, que girará en torno a compartir experiencias sobre mecanismos de difusión de los derechos laborales de los trabajadores migrantes.

Actualmente, se está definiendo con las autoridades de la CIMT la realización de este Taller, que resulta de suma relevancia dados los mandatos establecidos por los Ministros de Trabajo en la XIV CIMT y por los Jefes de Estado y de Gobierno durante la IV Cumbre de las Américas.

Aporte del DDSE al Programa Interamericano

Según lo expuesto anteriormente, consideramos que el Departamento de Desarrollo Social y Empleo de la SEDI debe servir de vínculo entre la Relatoría Especial de Trabajadores Migratorios y sus Familias de la CIDH y los Ministerios de Trabajo del hemisferio, congregados en la CIMT.

Adicionalmente y sujeto a la consecución de recursos, el DDSE organizará un Taller sobre derechos laborales de los trabajadores migrantes en abril de 2006 en Canadá.  Este taller debe nutrirse de los resultados de la Sesión Especial de la Comisión relativa al Programa Interamericano.

Particularmente, la DDSE considera que su aporte al Programa se refiere a apoyar el cumplimiento de los objetivos específicos 1, 2, 3 y 9.  Todos ellos referentes al intercambio de experiencias, la promoción de la cooperación internacional y el intercambio efectivo de información.

Informe de la Sección de Educación y Cultura del SEDI

INFORME DE LA SESIÓN ESPECIAL SOBRE EL PROGRAMA INTERAMERICANO 

PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES, INCLUYENDO LOS TRABAJADORES MIGRANTES Y SUS FAMILIAS

16 de marzo de  2006

Preparado por la Sección de Educación y Cultura

Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral/

Departamento de Educación, Cultura y Ciencia y Tecnología

Introducción:

Los gobiernos de todo el mundo han reconocido que la educación es un derecho humano universal y se han comprometido a asegurar que la educación básica de buena calidad está a la disposición de todos los ciudadanos (Jomtien 1990,  Dakar 2000,  Metas de Desarrollo del Milenio). En nuestra región, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocen que “es esencial que una educación de calidad esté a la disposición de todos, incluyendo niñas y mujeres, habitantes rurales, personas discapacitadas, indígenas y personas que pertenecen a las minorías”  y se han comprometido a “asegurar, para el año 2010, el acceso universal y cumplimiento de todos los niños y las niñas de una educación primaria de calidad y el acceso a la educación secundaria de calidad de un mínimo del 75 por ciento de los jóvenes, con índices crecientes de eficiencia terminal y oportunidades de educación a lo largo de la vida a la población en general; y también reafirmando el compromiso de eliminar las disparidades de género en la educación primaria y secundaria para el 2005”.  (Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas).
Si bien se han logrado avances significativos durante las últimas décadas, todavía se observan importantes desafíos con respecto al logro de las metas educativas de la Tercera Cumbre de las Américas.  El Proyecto Regional de Indicadores de Educación (PRIE), emprendido en el marco de las Cumbres de las Américas y dirigido por México con el respaldo de la OEA, encomienda a los gobiernos de los Estados Unidos y México, así como otras entidades, la tarea de dar seguimiento al progreso logrado por los Estados Miembros con respecto al alcance de las metas educativas de la Cumbre. Las conclusiones del informe más reciente, publicado en 2005, si bien indican que se ha avanzado mucho en la expansión de la cobertura en el Hemisferio en general, señalan lo siguiente:

· los niveles de conclusión de la educación primaria, en algunos casos, aún se encuentran distantes de la meta planteada que tiene como objeto la garantía universal de ese derecho. En efecto, de los 50,5 millones de jóvenes entre 15 y 19 años de edad que viven en los 18 países de América Latina para los cuales se cuenta con información, poco más de 6 millones no han logrado culminar la educación primaria. Por lo tanto, de no mediar esfuerzos significativos, para el año 2010 sólo cuatro países lograrían que al menos el 95% de su población en edad de egreso reciente de la educación primaria logre culminar dicho nivel. Incluso en estos cuatro casos, deberán realizarse esfuerzos particulares para poder llegar a los menos favorecidos.

· Cabe destacar que en tres países de los 18 de América Latina para los cuales se cuenta con información, los niveles esperados de conclusión para el año 2010 quedarían muy distantes de la meta, ya que no superarían el 75%.

· Si la tendencia histórica observada se mantiene, en los países donde ha sido posible esa observación, cerca de un 8% de la población que en 2002 tenía entre 5 y 9 años de edad no culminaría la educación primaria en 2010. (PRIE, 2005)

Los desafíos que debemos enfrentar para lograr las metas educativas de la Cumbre son incluso más grandes si se consideran los datos educativos sobre los grupos más vulnerables, incluidos los pueblos indígenas, las niñas en América Latina, los niños en el Caribe, los niños de la calle, las personas desplazadas a nivel interno, los migrantes.  El informe del PRIE 2005 indica:

· Los niveles de conclusión de la educación primaria también presentan diferencias importantes que demuestran que el avance hacia el logro de la meta requiere políticas educativas centradas en la equidad. En efecto, los sectores sociales que ven más distante la garantía de ese derecho son aquellos de menos ingresos, o las poblaciones desfavorecidas en virtud de su pertenencia racial o étnica o aquella que habita en zonas rurales. Cabe destacar que las diferencias asociadas al género son de menor magnitud y se presentan tanto en detrimento de la población femenina como masculina. (PRIE, 2005)

La solución de estas deficiencias en términos de acceso y equidad para estas poblaciones marginadas, incluidos los migrantes, requerirá enfoques innovadores para el desarrollo y la prestación de servicios educativos y un mayor financiamiento para la educación.  

Función del Departamento de Educación, Cultura y Ciencia y Tecnología: 

La Sección de Educación y Cultura del Departamento de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología de la SEDI actúa como Secretaría Técnica de la Reunión de Ministros de Educación, la Comisión Interamericana de Educación (CIE) y el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas. En su función de Secretaría Técnica, la Sección de Educación y Cultura respalda la creación de consenso entre los Ministros de Educación del Hemisferio acerca de las áreas prioritarias en materia de educación en las que los países miembros deberían centrar su diálogo de política y cooperación técnica en el marco de la OEA. La Secretaría Técnica facilita el intercambio de información sobre políticas y programas a través de las Reuniones Ministeriales y de la CIE, seminarios especializados y talleres, asistencia técnica en áreas de política específicas y todo un conjunto de mecanismos virtuales que incluyen páginas de Internet, foros virtuales y videoconferencias.

Actividades de la Sección de Educación y Cultura relacionadas con la Resolución AG/RES. 2141 (XXXIV-O/04)

La resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05) encomienda a la Oficina de Educación, Ciencia y Tecnología:

1. Promover la colaboración entre instituciones educativas de diferentes Estados para facilitar la incorporación de los niños migrantes a las escuelas y promover el intercambio y la formación de docentes para una educación bilingüe e intercultural.

2. Promover la modernización de estándares curriculares con el propósito de generar estándares de competencias laborales.

3. Incluir la educación en derechos humanos para los migrantes y sus familias dentro de las actividades del Programa Interamericano de Educación en Valores y Prácticas Democráticas. En particular contemplar la educación de los migrantes y sus familias dentro de las actividades del “observatorio electrónico”, organizar foros de discusión sobre el tema y recopilar información sobre los programas estatales de educación dirigidos a los migrantes y sus familias en los países de origen, tránsito y destino.

4. Considerar la posibilidad de organizar periódicamente un seminario hemisférico de capacitación de funcionarios en políticas migratorias y derechos humanos, así como de detección de documentos falsos, con el apoyo y la participación de especialistas, organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil.

En el temario y resoluciones de las dos últimas reuniones de Ministros de Educación, (México 2003 y Trinidad y Tobago 2005), se observan tres áreas prioritarias que guardan relación directa con la protección de los derechos de los migrantes: Equidad con calidad; educación secundaria y desarrollo de competencias laborales y claves; y educación de calidad para una ciudadanía democrática.  

En cada una de estas áreas prioritarias, la Oficina de Educación está respaldando no sólo un diálogo político permanente por medio de la Reunión Ministerial y el proceso de la CIE, sino también la ejecución de un proyecto multilateral. En el área de equidad con calidad, la OEA ha estado proporcionando asistencia técnica y fondos para respaldar la ejecución del Proyecto Regional de Indicadores de Educación (PRIE). El objetivo del PRIE es generar indicadores básicos de educación que pueden compararse entre todos los países de la región. Estos indicadores nos pueden ayudar a dar seguimiento a los avances de los países miembros en el logro de las metas de la Cumbre.  Si bien los datos disponibles en la región no proporcionan en estos momentos información específica sobre migrantes, los informes del PRIE (último informe 2005) contienen indicadores básicos de educación sobre grupos de población que es muy probable que sean migrantes o se enfrenten a situaciones similares. (Para información más específica véase el informe en http://www.prie.oas.org/ espanol/cpo_home.asp).  

La Resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05) encomienda a la Sección de Educación y Cultura que promueva la cooperación entre instituciones educativas de diferentes Estados para facilitar la incorporación de los niños migrantes a las escuelas.  En respuesta a este mandato, la Sección de Educación y Cultura propone presentar periódicamente los resultados del proyecto del PRIE relacionados con el acceso y la equidad en los sistemas educación de nuestra región a los órganos políticos de la OEA y que sigamos difundiendo las conclusiones del Proyecto a las instituciones educativas en los Estados Miembros. Estos datos pueden informar las decisiones de las personas encargadas de formular políticas sobre estrategias específicas dirigidas a los grupos marginados, tales como los migrantes. Además, la oficina también explorará con el país coordinador (México) y su socio técnico (UNESCO/OREALC) la posibilidad de desarrollar más indicadores de educación específicos para las poblaciones migrantes a fin de incluirlas en futuros informes.

La Sección de Educación y Cultura actualmente también está proporcionando cierta asistencia técnica para la ejecución de un proyecto multilateral sobre formación docente, equidad y calidad, y educación secundaria, trabajando con los Estados Miembros que participan en el mismo y el Departamento de Programas y Políticas de la SEDI, el cual administra este proyecto multilateral.

Con respecto al compromiso del Programa Interamericano sobre los Derechos de los Migrantes, y en respuesta a otros mandatos, incluidos aquellos contenidos en la Carta Democrática Interamericana, la Sección de Educación y Cultura, y la Sección para la Promoción de los Valores Democráticos del Departamento para la Promoción de la Gobernabilidad actúan conjuntamente como Secretaría Técnica del reciente Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas. Este Programa es una iniciativa hemisférica adoptada por los Ministros de Educación de los Estados Miembros de la OEA en su IV Reunión Ministerial en Scarborough, Trinidad y Tobago, los días 11 y 12 de 02005.  

El principal objetivo del Programa es promover el desarrollo de una cultura democrática a través de la educación (formal e informal) mediante el fomento de la investigación, la formación profesional y los recursos educativos, así como el intercambio de información entre los Estados Miembros de la OEA. Este Programa se basa en los importantes esfuerzos que se están realizando en los países de todas las Américas en el ámbito de la educación para la ciudadanía democrática. Los Ministros solicitaron que entre las actividades iniciales del Programa, la Secretaría Técnica, bajo la orientación de una junta asesora compuesta por expertos en la materia, prepare un plan de trabajo concreto con un presupuesto y puntos de referencia para el Programa.  La Junta Asesora ha sido seleccionada y está previsto que se reúna en abril en Bogotá, Colombia. La Junta incluye varios expertos reconocidos en el ámbito de la educación en derechos humanos, incluido un representante del Instituto Interamericano de Derechos Humanos. En la reunión de la Junta Asesora, exploraremos con estos expertos la mejor manera de integrar la educación en derechos humanos para migrantes y sus familias dentro de las actividades del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas. 

En cuanto al último mandato, el cual encomienda al Departamento de Educación, Cultura y Ciencia y Tecnología considerar la posibilidad de organizar periódicamente un seminario hemisférico de capacitación de funcionarios en políticas migratorias y derechos humanos, así como de detección de documentos falsos, con el apoyo y la participación de especialistas, organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil, este Departamento no tiene experiencia de trabajo en esta área ni los conocimientos especializados necesarios para cumplir con este mandato de forma adecuada.  Por lo tanto, sugerimos a los organizadores del Programa Interamericano sobre Derechos Humanos de los Migrantes que se debería identificar otra área de la Secretaría General que cuente con los conocimientos y la experiencia necesarios para responder a este mandato. 

Prácticas óptimas en los Estados Miembros 

Muchos Estados Miembros han desarrollado programas educativos innovadores dirigidos a las poblaciones vulnerables, incluidos los migrantes. Podría citarse como ejemplo el Programa de Educación Primaria para Niñas y Niños Migrantes (PRONIM) de México que se ha implementado en 15 estados de la República en los que se observan flujos migratorios, incluidas las zonas de origen, a lo largo de las rutas migratorias o en los distintos lugares de trabajo que acogen a jornaleros agrícolas. En 2006 el programa tiene previsto expandirse a otros seis estados donde se registran flujos de jornaleros agrícolas migrantes.  El programa PRONIM integra varias estratégicas que incluyen investigación, intervención e innovaciones en la administración escolar, a fin de asegurar el acceso a la educación básica con equidad y calidad para los migrantes.  La institución responsable es la Secretaría de Educación Pública de México (SEP).   

Otros Estados Miembros también cuentan con programas en curso para ayudar a los estudiantes de familias migrantes a acceder a los servicios educativos apropiados.  Con el apoyo adecuado, la Secretaría General de la OEA podría promover el intercambio de experiencias en esta área entre los Estados Miembros interesados.

Informe del Departamento de Cumbres


Extracto de la comunicación del Director del Departamento de Cumbres 

al Presidente de la CAJP

SG/SAS/061/06

Washington D.C., 10 de marzo de 2006

Apreciado Embajador Villagrán:

De la manera más atenta me es grato saludarle y acusar recibo de su comunicación del día 17 de febrero de 2006, en la que nos invita a participar en la Sesión Especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) relativa al Programa Interamericano para la promoción de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias, que se llevará a cabo el día 16 de marzo de 2006, en la sede de la Organización de Estados Americanos (OEA).

En este sentido, le ruego me excuse de participar en tan importante evento ya que deberé viajar a Isla de Margarita, con el fin de asistir y apoyar técnicamente a los Estados Miembros y la sociedad civil en la Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, que se realizará del 14 al 17 de marzo de 2006.

(Ver Informe Anexo)

Hago propicia la oportunidad para reiterarle las seguridades de mi más alta estima y consideración.

Luís Alberto Rodríguez

Director

Departamento de Cumbres de las Américas

El Departamento de Cumbres de las Américas y Director, doctor Luís Alberto Rodríguez, se permite dar alcance a su comunicación SG/SAS/061/06 fechada el 10 de marzo de 2006 en relación a la Sesión Especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) relativa al Programa Interamericano para la promoción de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias, que se llevará a cabo el día 16 de marzo de 2006, en la sede de la Organización de Estados Americanos (OEA).

Como es de su conocimiento, el tema de trabajadores migrantes es de especial importancia en la región, ya que los Jefes de Estado y de Gobierno desde la Segunda Cumbre de las Américas han expresado su preocupación frente a las crecientes manifestaciones de discriminación que los trabajadores migrantes son victimas en muchos casos. Por esta razón, en la Tercera Cumbre (2001), Cuarta Cumbre (2005) y aún en la Cumbre Extraordinaria celebrada en Monterrey (2004), los líderes de las Américas acordaron políticas para asegurar la protección y promoción de sus derechos. 

En la Cuarta Cumbre de las Américas celebrada en Mar del Plata, Argentina el pasado 4 y 5 de noviembre de 2005, los Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron a tipificar la conducta de tráfico ilícito de personas, aplicar de manera efectiva la legislación nacional para enfrentar el trafico de personas, y fortalecer las instituciones y la capacitación de los cuadros técnicos para estar en mejores condiciones de investigar, perseguir y enjuiciar a los responsables, prevenir el delito y proteger y asistir a las victimas de este crimen.

En ese sentido, en la Declaración de Mar del Plata los Jefes de Estado acordaron la implementación de políticas por parte de los Estados miembros para proteger plenamente los derechos humanos de todo migrante y observar plenamente los derechos laborales que les aplican sin importar su condición migratoria;  implementar la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos Humanos de todos los trabajadores; promover el trabajo decente para los trabajadores migrantes en el marco de la Declaración de Nuevo León suscrita en la Monterrey en enero de 2004, y en ese orden de ideas diseñar y adoptar políticas que promuevan el trabajo decente para los migrantes de acuerdo con el Programa Interamericano adoptado en la Resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05) de la Asamblea General de la OEA.

Los Jefes de Estado y de Gobierno en Mar del Plata convinieron en la importancia de reducir la migración indocumentada mediante la cooperación y el diálogo entre países y promover los procesos migratorios de acuerdo con los marcos legales de cada país, para lo cual se comprometieron a trabajar en la reducción del costo y facilitar las transferencias de remesas (tarea que está realizando el Banco Interamericano de Desarrollo, BID), crear políticas para combatir el tráfico ilícito de migrantes y trata personas, y diseñar un programa de cooperación para intercambiar mejores prácticas sobre programas bilaterales en esta materia. 

En el Plan de Acción de Mar del Plata los Presidentes y Jefes de Gobierno de la región resaltaron la necesidad de mejorar las condiciones para investigar, perseguir y enjuiciar a los responsables del tráfico ilícito de migrantes y de trata,  tipificar la conducta de tráfico ilícito de migrantes y de trata de personas, proteger y asistir a las víctimas de estos crímenes y fortalecer las instituciones y capacitar a los cuadros técnicos que se ocupan de este flagelo. 

Se comprometieron también a aplicar  normas básicas tales como las establecidas en la Declaración de la OIT relativa  a los Principios y  Derechos Fundamentales en el Trabajo adoptada en 1998 y llamaron la atención de la OIT para que le brinde asesoría técnica a los Estados en este asunto. 

Finalmente, llamaron la atención de realizar actividades de cooperación regional para dialogar sobre el fenómeno de la migración teniendo en cuenta los instrumentos internacionales,  acción que se viene realizando en el seno de la OEA; sin embargo, convendría designar a un área que técnica para que, aparte del seguimiento que realiza el Departamento de Cumbres, se encargue de efectuar el monitoreo de las acciones que se efectúen en materia de cooperación regional, le brinde de alguna manera asesoría a los Estados miembros con el apoyo de la Organización Internacional para las Migraciones, y de ser posible ponga en marcha programas de asistencia técnica en la región que aseguren la implementación efectiva de los mandatos de la Cumbre Extraordinaria de las Américas y de la Cuarta Cumbre de las Américas. 

Washington D.C., 11 de marzo de 2006

Informe del Departamento para la Promoción de la Democracia

SESIÓN ESPECIAL SOBRE EL PROGRAMA INTERAMERICANO PARA LA PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES INCLUYENDO LOS TRABAJADORES MIGRANTES Y SUS FAMILIAS

Informe del Departamento para la Promoción de la Democracia

Subsecretaría de Asuntos Políticos

Washington, D.C. 16 de marzo de 2006

Introducción

La relación entre migración y democracia es un tema que cobra cada vez más importancia en las Américas, no sólo desde el punto de vista cuantitativo, por el incremento continuo en el número desplazamientos poblacionales que se presentan en la región, sino también por las consecuencias que estos flujos traen en el ejercicio de derechos políticos fundamentales como la ciudadanía, la representación política y la participación en la toma de decisiones de los asuntos públicos.  Existe, por tanto, una gran distorsión en el origen mismo de la relación entre migración y democracia, porque mientras la primera tendencia implica el desempeño del individuo en un nuevo orden transnacional y globalizado, la segunda le continúa limitando la vigencia de sus libertades básicas al ámbito territorial de los Estados y la soberanía de los países.

La experiencia internacional –la europea en particular-, parecería demostrar que los procesos de integración política son el prerrequisito para corregir esta distorsión, sin embargo, son éstos precisamente los que transcurren con mayor dilación en las diferentes subregiones de las Américas.  Cabe resaltar, sin embargo, que el hemisferio ha realizado avances notables en mecanismos innovadores como el voto en el extranjero, la homologación de legislación aplicable a migrantes y la creación de comisiones binacionales que atienden las problemáticas particulares de estos grupos poblacionales, sobretodo en áreas fronterizas.  Sin duda, la vinculación de una dimensión político-democrática en el tema de la migración, robustece el Programa Interamericano adoptado por los países miembros en la AG/RES. 2141 y complementa los esfuerzos que se vienen realizando desde otros campos como los derechos humanos, la seguridad y la economía.

Informe de actividades específicas 2005-2006

Aunque el Departamento para la Promoción de la Democracia (DPD) no contó durante el año anterior con programas que atendieran de manera exclusiva los migrantes, el DPD inició una incorporación transversal de esta temática en algunas de las actividades de fortalecimiento institucional que llevaron a cabo los cuatro grupos que componen el Departamento: asuntos electorales, partidos políticos, poderes legislativos y financiación de la política.  La puesta en marcha de esta estrategia de transversalidad ha permitido aprovechar los recursos humanos y financieros ya existentes en el DPD para responder a algunas de las demandas que los Estados miembros, sin incurrir en costos adicionales.  Este enfoque también ha facilitado al DPD ir ampliando con flexibilidad su acervo de conocimiento, metodologías y lecciones aprendidas en materia migración y democracia.

Asimismo, para dar continuidad a los insumos que el DPD ha venido presentando a los distintos Grupos de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, el DPD intentó utilizar los cuatro mecanismos de cooperación incluidos por los países miembros dentro del texto final del Programa Interamericano:  

· Estudios comparativos sobre legislación relativa a la partición política de los migrantes y el voto en el exterior

· Asesoría técnica a los poderes electorales, parlamentos y partidos políticos en temas como identificación, registro electoral, legislación migratoria e inclusión de sectores subrepresentados en las instituciones representativas.

· Cursos de capacitación a migrantes para promover su participación en los procesos democráticos.

· Campañas informativas en los países de origen, tránsito y destino para motivar el ejercicio de los derechos políticos de los migrantes y promover una adaptación digna a los nuevos entornos.

Área Electoral 

Esta área ha realizado un proceso de sistematización de las experiencias de voto electrónico en las Américas.  A la fecha, 9 de los 34 países han aprobado esta modalidad de participación entre lo que se destacan Argentina, Brasil, Canadá, Colombia, Honduras, Perú, México, Estados Unidos y Venezuela.  Otros 5 países han generado algún tipo de provisión en la legislación pero por concepto de constitucionalidad o trámite legislativo aún no se encuentra en funcionamiento.  Tal es el caso de países como Bolivia, Ecuador, Nicaragua y la República Dominicana.  Los prácticamente 20 casos nacionales restantes aún no cuentan con el dispositivo del voto en el exterior.  En el último año el área electoral también ha venido recopilando información sobre los retos que implica la instauración de un sistema de voto en el extranjero, sobretodo en términos de registro de votantes, participación política y costos logísticos y financieros.

Adicionalmente, dentro de los programas de asistencia técnica a las autoridades electorales, el área ha promovido el fortalecimiento de los procesos de identificación y registro electoral de ciudadanos en el exterior.  Por ejemplo, en el marco de las tres reuniones interamericanas de autoridades electorales en las que el DPD ha servido de secretaría técnica, se han discutido distintos mecanismos para aprovechar las ventajas que ofrecer las nuevas tecnologías de la información y se ha fomentado la cooperación horizontal entre los órganos electorales para compartir experiencia y adelantar procesos de transferencia de tecnología en materia de voto en el extranjero.  Finalmente, el área continúa desarrollando metodologías para evaluar el impacto del voto en el extranjero dentro de los manuales y demás actividades de las Misiones de Observación Electoral de la Organización.

Área de Parlamentos

El tema de la migración y la integración regional siempre han sido parte de la agenda interamericana de modernización parlamentaria que promueve el DPD tanto a nivel de las legislaturas nacionales, como en los diferentes foros interparlamentarios.  En este sentido, los integrantes del Foro de Presidentes de los Poderes Legislativos de Centroamérica (FOPREL) expresaron su interés de contar con el apoyo del DPD en el tratamiento de los derechos humanos de los migrantes a través de su Comisión de Reforma Política y Electoral.  Esfuerzos similares se han llevado a cabo en Centroamérica y el Caribe en temas como terrorismo y lucha contra la corrupción, incluso en coordinación con instituciones como las Naciones Unidas y el Parlamento Centroamericano.

Área de Partidos Políticos

El Foro Interamericano sobre Partidos Políticos que es la estrategia principal que tiene el DPD para adelantar procesos de reforma y modernización de los partidos políticos, ha incluido como uno de sus ejes de acción la inclusión de sectores poblacionales tradicionalmente subrepresentados en la competencia política y las estructuras partidarias.  Como resultado de las recomendaciones que fueron realizadas por los países miembros, éste Foro ha identificado a los migrantes como uno de los grupos que requieren especial atención junto con los indígenas, las mujeres, los jóvenes y las comunidades afrodescendientes.  

La problemática fue aborda en el Primer Foro Caribeño de Partidos Políticos que se realizó en mayo del año anterior en Montego Bay Jamaica, así como en la reunión del capítulo centroamericano de éste programa que tuvo lugar en Santo Domingo, República Dominicana en la primera semana de marzo del presente año.  Más allá de los mecanismos de acción afirmativa que han demostrado gran efectividad para incrementar la cantidad de líderes de sectores subrepresentados en los parlamentos y los partidos políticos, estas dos reuniones sirvieron para hacer de la capacitación y la democracia interna en los partidos instrumentos que contribuyan a garantizar la calidad y sostenibilidad de estas nuevas formas de representación en el largo plazo.

La facilitación de espacios institucionalizados de diálogo interpartidario ha demostrado ser de gran utilidad para alcanzar consensos básicos sobre temas de interés nacional como la inclusión.  Esta experiencia ha sido de gran utilidad en el caso de Guatemala donde el DPD sirve como secretaría técnica del Foro Permanente de Partidos Políticos y ha contribuido a crear redes interpartidarias de mujeres, jóvenes e indígenas que defienden como bancada la protección de sus derechos fundamentales.  Este mecanismo ha sido propuesto por diferentes líderes partidarios de CARICOM y la República Dominicana para estrechar los vínculos y la cooperación regional de cara a los retos que enfrenta Haití después de las elecciones.  En este caso particular, el tema migratorio ha sido identificado por los mismos actores como una de las prioridades en una eventual agenda de diálogo subregional.

Área del financiamiento de la Política

A partir de los mandatos de la Tercera Cumbre de las Américas y la promulgación de la Carta Democrática Interamericana, el DPD ha asumido la promoción de sistemas de financiamiento políticos equitativos y transparentes como una de las actividades prioritarias para el fortalecimiento de la democracia representativa.  Por una parte, las tendencias modernas del quehacer político como el costo creciente de las campañas electorales y la extremada mediatización de la política han tendido a elitizar la política, limitando las oportunidades de vincularse a ella a los sectores vulnerables de la población como los migrantes.  Esto es así, no sólo en sus países de origen, sino también por circunstancias obvias en sus lugares de destino.  No obstante, el aumento inusitado en el poder adquisitivo de buena parte de estas comunidades y su acceso a nuevos círculos de poder internacional han reactivado el interés de muchos migrantes por tener una mayor representación política en la toma de decisiones que les afectan.  

En un análisis comparativo sobre el financiamiento de campañas y partidos políticos que realizó el DPD en los 34 países del hemisferio, se ha puesto a disposición de los Estados un diagnóstico actualizado sobre aspectos de vital importancia como las tendencias en materia de prohibiciones a las contribuciones extranjeras en moneda o en especie a candidatos y partidos políticos.  Igualmente se presenta un análisis, desde el punto de vista del fortalecimiento democrático, sobre los riesgos y potencialidades de los flujos de dinero e influencia política que aportan nacionales en el extranjero en regiones como el CARICOM y Centroamérica.

Informe del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales

Sesión Especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes (Trabajadores Migratorios y sus Familias)

-- Marzo 16, 2006 --

Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales

 Oficina de Derecho Internacional

Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, distinguidos representantes, señoras y señores:

El Programa Interamericano para la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, al igual que a los otros órganos, organismos y entidades de la OEA, le encomienda actividades específicas importantes al Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales.

Existen dos diferencias importantes, sin embargo, en las funciones que se le delegan a este Departamento: Primero, a diferencia de las otras áreas de la Organización a las cuales se le encomiendan numerosas actividades, el Programa encomienda solo una actividad específica al Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales -- la de recopilar y difundir la legislación migratoria de los Estados Miembros; Segundo, a diferencia de las otras áreas de la OEA a las cuales el Programa detalla específicamente todas sus funciones respecto al mismo, el Programa le encarga una función al Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales que no se menciona expresamente en su texto -- la de brindar apoyo y seguimiento al Programa por medio de sus funciones como consultoría técnica de esta Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos a la cual el Programa encomienda la organización anual de una Sesión Especial de los Actores del Programa para intercambiar mejores prácticas, información y nuevas propuestas que puedan incorporarse a esta iniciativa.

Recopilación y Difusión de Legislación, Políticas y Requisitos Migratorios:

Con respecto al mandato directo al Departamento, el objetivo específico número nueve del Programa, destaca la importancia de la “Promoción de un intercambio efectivo de información sobre legislación y políticas migratorias” en los Estados Miembros y en el dialogo sobre este tema dentro de la Organización. Esto siendo necesario para concienciar a los usuarios de las legislaciones del hemisferio sobre migración y para informar el dialogo técnico, político y comparativo en la materia.

En este sentido, el Programa también, en su actividad específica número 29, le encomienda al Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales “efectuar y difundir (por medio de su página de Internet) una compilación de la legislación, políticas y requisitos migratorios nacionales vigentes” en los Estados Miembros con estos mismos objetivos.

Para dar fiel cumplimiento de esta labor, siguiendo los lineamientos que los Estados Miembros le solicitan a cada órgano, organismo y entidad de la OEA de que identifique una actividad concreta para su desarrollo en los próximos 12 meses, el Departamento propone realizar esta actividad conforme la división indicada en el mismo mandato. Es decir, dar inicio a esta labor con la recopilación simple de legislación migratoria y proceder a su difusión. Una vez que esta labor se haya realizado, continuar con la recopilación de información respecto a las políticas migratorias de los estados y eventualmente a la colección y difusión de información sobre los trámites y requisitos migratorios de los países.  

Con respecto a la legislación, el Departamento abrirá una página de Internet específicamente diseñada para la difusión de información sobre migración, comenzado por la legislación vigente en cada estado. Esta página se encontrará bajo la sección de Derecho Internacional Público de la página del Departamento, encontrada en la siguiente dirección de Internet: www.oas.org/dil/esp/derecho_internacional_publico.htm. Dentro de esta página, se abrirá una sección para cada Estado Miembro a la cual se le incorporara la información conforme a las tres fases descritas anteriormente: primero información sobre la legislación, segundo información sobre las políticas migratorias, y finalmente información sobre los trámites y requisitos migratorios.

En esta labor, el Departamento solicitará la colaboración de cada Estado Miembro de la Organización en el desarrollo, mantenimiento y actualización de la información de sus respectivos países. Idealmente esta función contará con la colaboración continua de las Misiones representativas ante la OEA, las de sus Cancillerías, e incluirá la colaboración de las entidades gubernamentales encargadas de la legislación, política y requisitos migratorios de cada Estado Miembro.  Al finalizar la pagina de migración del Programa Interamericano, cada Estado contará con su propia página de Internet dentro de la página del Departamento para dar la mejor difusión del contenido de la misma. 

Estas tareas no se cubren por el programa presupuesto del Departamento para el año 2006 o 2007. Sin embargo, el Departamento buscará efectuar todas y cada una de ellas conforme sus recursos financieros y de personal lo permitan y se compromete a buscar fondos externos para esas actividades que no sean posibles con los recursos actuales.

Apoyo al Seguimiento del Programa y a la CAJP:

Con respecto al mandato sobrentendido al Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales, el Programa Interamericano para la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, en su Sección VI sobre Acciones de Seguimiento, requiere que los órganos, organismos y entidades de la OEA incluyan en sus informes anuales a la Asamblea General, por medio la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente, un informe sobre las acciones dirigidas a la implementación de las actividades enunciadas en el Programa.  En efecto, este es el mero propósito del primer panel de la Sesión Especial del día de hoy.  Asimismo, el Programa invita a los Estados Miembros a hacer lo mismo respecto de las actividades específicas recomendadas a estos, y nuevamente este es el propósito de los informes que se efectuarán en el panel que le sigue al presente.

Por otro lado, el Programa establece que esta Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos anualmente considerará convocar a una Sesión Especial como la de hoy para que, con la presencia de los actores del Programa, se intercambien mejores prácticas, información y nuevas propuestas que puedan incorporarse a esta iniciativa. Siendo esta la primer Sesión Anual, esta y subsecuentes Sesiones presentarán la oportunidad para que los actores del Programa y los Estados Miembros de la Organización tengan la oportunidad de presentar además sus contribuciones a la protección de los Derechos Humanos de los Migrantes. 

En adición a las Sesiones Especiales Anuales, la CAJP también convocará Reuniones de Expertos para evaluar la marcha del Programa y elevar recomendaciones a las Cumbres de las Américas sobre el tema de migrantes.  En sus labores, estas Reuniones de Expertos tendrán en cuenta las contribuciones que sean presentadas por los órganos, organismos y entidades de la OEA y por los Estados Miembros, así como las conclusiones a que se lleguen en las Sesiones Especiales convocadas anualmente por la CAJP. 

En cada una de estas actividades de seguimiento, la Oficina de Derecho Internacional del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales tiene la responsabilidad de prestar asesoría y servicios sobre derecho y procedimiento a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos.  Además, esta Oficina tiene también la obligación de apoyar a la CAJP en la planeación, organización y realización de las Sesiones Especiales Anuales llevadas acabo para rendir informe a la Asamblea General, así como a las Reuniones de Expertos realizadas para informar las Cumbres de las Américas.  Dicha Oficina se compromete en su totalidad en brindar su apoyo a estas labores de seguimiento de la CAJP para el Programa, al igual que con todas las otras funciones de esta Comisión.

En estos términos, el Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales y su Oficina de Derecho Internacional se comprometen a colaborar plenamente con el Programa para la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, con los actores institucionales del mismo, así como con los Estados Miembros, tanto con la recopilación y difusión sobre el tema de migración, como con la realización de estas Sesiones Especiales y Reuniones de Expertos dentro del seno de esta Comisión.

Muchas Gracias…

Informe de la Organización Panamericana de la Salud

Sesión Especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes (Trabajadores Migratorios y sus Familias)
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I. INICIATIVAS DE LA OPS/OMS PARA LA PROMOCION Y PROTECCION DEL DERECHO AL GOCE DEL GRADO MAXIMO DE SALUD QUE SE PUEDA LOGRAR Y OTROS DERECHOS HUMANOS RELACIONADOS

La OPS en su calidad de oficina regional de la OMS y organismo especializado en  materia de salud de la OEA tiene un papel fundamental en la realización práctica en sus Estados Miembros del derecho al goce del grado máximo de salud que se pueda lograr
/ (en adelante el derecho a la salud) y otros derechos humanos relacionados con la salud pública, sobre todo a través de acciones concretas de colaboración técnica.  Las actividades de la OPS/OMS con relación al derecho a la salud de los trabajadores se enmarcan dentro de la iniciativa regional sobre salud pública y derechos humanos que se está llevando a cabo en coordinación con la OMS y que involucra a distintas áreas de la Organización.  Esta iniciativa está contribuyendo a que los Estados Miembros de la OPS/OMS promuevan y protejan el derecho a la salud y otros derechos básicos en el contexto de la salud mental, las personas con discapacidades, el virus VIH/SIDA, las personas adultas mayores, los pueblos indígenas, la creación de espacios libres de humo y las enfermedades desatendidas en el contexto de los grupos más vulnerables.

Como parte de la iniciativa arriba mencionada, la OPS/OMS inició en 2000 distintas actividades conjuntas para promocionar y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas arriba mencionadas las cuales incluyen talleres de capacitación, colaboración con organismos regionales e internacionales de derechos humanos tales como la CIDH, apoyo técnico para la formulación/reforma de legislaciones nacionales y el lanzamiento de campañas regionales (“Salud mental y derechos humanos: un nuevo enfoque”).

A. Los talleres de capacitación: un mecanismo dinámico y efectivo

La OPS considera que una protección efectiva del derecho a la salud y otros derechos humanos de grupos vulnerables tales como las personas con discapacidades, los adultos mayores, las personas con VIH/SIDA, los pueblos indígenas, etc. debe comenzar con un proceso educativo y de capacitación entre las autoridades gubernamentales, defensorías de derechos humanos, profesionales de la salud pública, abogados, estudiantes de derecho, usuarios, sus familiares, ONG nacionales e internacionales y demás personas e instituciones involucradas en la protección y promoción de la salud  y en la estructuración de los servicios de salud pública.
/ 

Para lograr la diseminación y capacitación en el tema de derechos humanos, la OPS con la colaboración de la OMS y otras organizaciones internacionales tales como la OEA está organizando talleres de capacitación sobre derechos humanos en el contexto de la salud mental, la discapacidad, los pueblos indígenas y los adultos mayores, entre otros.  Estos talleres son una de las estrategias de la OPS no solamente para promocionar y proteger los derechos humanos de las personas arriba mencionadas, sino también para colaborar técnicamente con los Estados en la formulación/reforma de sus políticas, planes y legislaciones de salud pública y en la coordinación de redes nacionales para la promoción y protección de la salud y otros derechos humanos de los grupos más vulnerables.  

Hasta el momento la OPS ha organizado 14 talleres de capacitación sobre los derechos humanos y libertades fundamentales en el contexto de los grupos arriba mencionados.  Los talleres se han llevado a cabo en Nicaragua, Costa Rica, Paraguay, Brasil, Argentina, Chile, Ecuador, República Dominicana, Perú, Argentina, Honduras, El Salvador, Panamá, Guatemala, Barbados, Grenada y Antigua y Barbuda.  Los participantes, casi siempre, representan a varios sectores del gobierno, sociedad civil, organizaciones privadas y agencias internacionales tales como la CIDH (OEA), defensorías de derechos humanos, hospitales públicos, ministerios de educación, ministerios de trabajo, consejos nacionales de discapacidad, departamentos de policía, abogados, estudiantes de derecho, diputados, jueces, organizaciones de usuarios, sus familiares, asociaciones de enfermeras, asociaciones de profesionales de la salud pública, periodistas y artistas, entre otros.

Con relación a la supervisión de los derechos humanos y condiciones de vida en las instituciones de salud pública es importante mencionar que en algunos de los referidos Estados, las defensorías de derechos humanos han empezado a implementar mecanismos de quejas y supervisión de los derechos humanos a través de visitas a los hospitales psiquiátricos, asilos y otros.  En Chile, Honduras, Panamá, Belice, Nicaragua, Paraguay y Guatemala la OPS también ha realizado talleres de capacitación sobre derechos humanos exclusivamente para el personal que trabaja en los hospitales psiquiátricos nacionales.

Es importante mencionar que la OPS actualmente forma parte del Comité Ad Hoc que está discutiendo y formulando una convención integral internacional sobre la protección de los derechos y la dignidad de las personas con discapacidades.  Este Comité tiene su sede en Naciones Unidas (Nueva York) y está constituido por Estados Miembros de la ONU, agencias especializadas y organizaciones de personas con discapacidades, entre otros.       

B. La colaboración de la OPS con organismos regionales de derechos humanos

En febrero 2001, la CIDH invitó a  la OPS a una audiencia general con el objetivo de discutir la situación de las personas con discapacidades mentales en el hemisferio como parte de su 110º período ordinario de sesiones.  La OPS recomendó a la Comisión tomar medidas específicas para proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales de estas personas y sugirió a este organismo colaborar estrechamente con la OPS para promocionar las normas generales y estándares internacionales de derechos humanos que protegen a las personas con discapacidades mentales.

Como parte  de la colaboración entre la OPS y la CIDH, esta última incluye visitas a instituciones de salud pública de la región como parte de sus visitas in loco.  Por ejemplo, en junio de 2001, la CIDH visitó el Hospital Psiquiátrico Nacional de Panamá, siendo la primera vez que este organismo visitaba un hospital psiquiátrico lo cual constituyó un importante precedente en el campo de los derechos humanos y la salud pública.   Además, la CIDH ha solicitado opiniones técnicas a la OPS principalmente para interpretar la Convención Americana y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre a la luz de los estándares internacionales de protección que se aplican en el campo de la salud pública.  

En 2003, la CIDH solicitó a la OPS una opinión técnica con relación a la aplicación de estándares internacionales de derechos humanos a aspectos tales como el consentimiento para recibir tratamiento médico y la contención física en instituciones psiquiátricas.  Esta opinión ha sido incorporada en informes finales de la CIDH sobre casos individuales en los que las víctimas son personas con trastornos mentales y podría también ser utilizada por la CIDH como parte de los informes especiales que este organismo aprueba con relación a la situación de los derechos humanos en los Estados de la OEA.  Opiniones técnicas informales han sido también proporcionadas por la OPS para interpretar las normas de la Convención Americana a la luz de los estándares internacionales seguidos por la OPS en el área de personas afectadas por el  VIH/SIDA y su derecho a recibir la medicación respectiva.

Sin duda, esta colaboración entre una agencia especializada en salud pública y un organismo regional de derechos humanos como la CIDH es un importantísimo precedente en el derecho internacional de derechos humanos y en la salud pública que está ya teniendo algunos resultados sobre todo con relación a la reforma de los servicios de salud mental y las políticas y legislaciones nacionales sobre todo en áreas tales como las discapacidades físicas, mentales y sensoriales; envejecimiento y el virus VIH/SIDA, entre otras.   Como se ha indicado, la CIDH a empezado a utilizar con éxito el mecanismo de “medidas cautelares” también en el contexto de los hospitales psiquiátricos y personas afectadas por el virus VIH/SIDA, lo cual significa que cuando la vida, la integridad personal u otro derecho de las personas institucionalizadas en hospitales psiquiátricos o portadoras de dicho virus se encuentre en peligro, las prácticas estatales –sobre todo con relación a las condiciones de detención en los hospitales- podrían ser revisadas por este organismo precisamente para salvaguardar estos derechos básicos.
/  

II. ACTIVIDADES ESPECÍFICAS PARA LA PROMOCION Y PROTECCION DEL GOCE DEL GRADO MAXIMO DE SALUD QUE SE PUEDA LOGRAR EN EL CONTEXTO DE LA SEGURIDAD E HIGIENE EN EL TRABAJO

Las actividades del  programa de Salud de los Trabajadores de OPS que están relacionadas con los trabajadores migrantes, se enmarcan principalmente dentro del derecho que tiene todo trabajador a la salud y a la seguridad e higiene en el trabajo de conformidad con lo establecido por las normas y estándares internacionales de derechos humanos tales como aquellas establecidas por la Declaración Universal de Derechos Humanos (Artículo 23), la Declaración Americana de los Derechos y deberes del Hombre (Artículo XIV), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Artículo 7) y el Protocolo de San Salvador (Artículo 7).  Básicamente, las actividades de la OPS/OMS en este campo se refieren a la participación de la OPS en el “Foro Hispano”.

El Foro Hispano nace como una iniciativa enfocada, exclusivamente, en atender las necesidades de salud ambiental y ocupacional que enfrenta la comunidad hispana en los EUA.  Está patrocinado por diferentes organizaciones que conforman una alianza estratégica para beneficio de los hispanos, especialmente los trabajadores y sus familias.   Está integrado por organizaciones gubernamentales de los Estados Unidos: la Agencia para la Protección del Medio Ambiente (EPA) y la Administración de Salud y Seguridad Ocupacional (OSHA), organizaciones privadas (como 3M) y organizaciones no gubernamentales como el Consejo Nacional de Seguridad (NSC) y la Alianza Nacional para la Salud de los Hispanos (NAHH).  Asimismo, el foro está constituido por organizaciones multilaterales tales como la OPS y la OEA.

Entre los objetivos generales del Foro se destacan los siguientes:

· Prevenir, reducir y eliminar los riesgos ambientales y ocupacionales que amenazan a la comunidad hispana en EUA. 

· Mejorar la disponibilidad y calidad de la información relacionada con la salud ocupacional y ambiental de los trabajadores hispanos. 

· Reducir las inequidades en el acceso a la atención a la salud para mejorar el estatus de salud ocupacional y ambiental de los trabajadores y sus familias. 

Desde su conformación en el año 2000, se han llevado a cabo dos foros dentro de los trabajos del congreso anual del NSC: Orlando 2000 y San Diego 2002.   El primer foro se enfocó a identificar los retos comunes, forjar asociaciones y desarrollar estrategias y modelos de plan de acción.  Se abordaron temas relacionados principalmente con la salud y seguridad, tanto ambiental como ocupacional.   Con base en los logros alcanzados en el primer foro, el segundo foro se orientó a fortalecer la capacidad de las organizaciones comunitarias que apoyan a los hispanos, a fin de que desarrollaran y utilizaran mejores herramientas para atender, en forma más oportuna y efectiva, las necesidades de protección tanto en salud y seguridad ocupacional, como ambiental.  En este foro se incluyó, además, salud fronteriza (México-EUA) y seguridad en el transporte.

En Diciembre de 2003 se logró incluir al Foro Hispano como una actividad de la agenda del grupo de trabajo 2 de la XIII Conferencia Interamericana de Ministros del Trabajo (CIMT-OEA).  Con el apoyo de la OEA y en el contexto de la CIMT, las acciones de lo que sería el tercer foro Hispano (no se realizó formalmente como tal) se enfocaron a los tomadores de decisión, realizándose en septiembre de 2004 una reunión hemisférica de liderazgo en salud y seguridad ocupacional. Esta 1ª reunión convocó a líderes de opinión en EUA (carácter tripartita) y en algunos países latinoamericanos, a fin de diseñar una plataforma temática que se presentara en el XVII Congreso Internacional de Salud y Seguridad en el Trabajo (Orlando 2005) bajo el lema de: Agenda de las Américas.   Los temas incorporados incluían: Condiciones de salud y seguridad ocupacional de poblaciones vulnerables, implicaciones de los tratados de libre comercio en la salud de los trabajadores, responsabilidad social corporativa y experiencias exitosas en liderazgo de salud ocupacional entre otros. 

Durante 2005 las acciones se concentraron en dos actividades: 

A. Preparar la Agenda de las Américas  para el XVII Congreso Internacional de Salud y Seguridad en el Trabajo conjuntamente con el NSC de EUA y la OEA-CIMT. El Congreso se llevó a cabo en septiembre de 2005 en Orlando, Florida.  La Agenda de las Américas tuvo un espacio relevante dentro del congreso cumpliendo exitosamente con los objetivos establecidos.  En ella se incluyó un Grassroots Meeting que congregó a líderes de organizaciones comunitarias en apoyo a trabajadores emigrantes basadas en EUA. 

B. Elaborar un CD del Foro Hispano que concentrara diversos materiales publicados en español para que las organizaciones comunitarias  y no gubernamentales que apoyan a los trabajadores hispanos en EUA, contaran con una herramienta útil y accesible para orientar mejor sus esfuerzos en la búsqueda de mejorar las condiciones de trabajo de estos trabajadores. Después de una etapa de recopilación y evaluación de materiales publicados en EUA, el CD se encuentra en proceso de montaje y copiado esperando ser concluido para finales de este primer semestre de 2006 y distribuido en el 2º semestre. Entre los materiales que se incluyen se encuentran: cursos de auto enseñanza,  manuales específicos, folletos y trípticos informativos, hojas informativas de hechos, compendios, un portafolio de programas consolidados, una enciclopedia (OIT) y un directorio de organizaciones relacionadas.  Todo este material ha sido proporcionado principalmente gracias al apoyo de instituciones gubernamentales, no gubernamentales, universitarias y académicas de los Estados Unidos que están relacionadas con la salud ocupacional.
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PRESENTACIÓN DE LA REPUBLICA ARGENTINA:

LA EXPERIENCIA NACIONAL EN MATERIA MIGRATORIA

LA PERSPECTIVA DE DERECHOS HUMANOS EN EL TRATAMIENTO DE LA CUESTIÓN MIGRATORIA.

Tradicionalmente la cuestión de los migrantes en el derecho internacional general ha sido tratada  como materia residual dentro del capítulo reservado  a los extranjeros, a través del análisis de ciertos principios generales del derecho de gentes. Asimismo, en términos generales, podría afirmarse que las actividades de los extranjeros son reguladas por el derecho internacional a partir de dos grandes ejes temáticos: por un lado, el acceso al territorio de un Estado y la libertad de circulación en él y, por el otro, las actividades económicas, profesionales y laborales que puedan desarrollar. 

Sin embargo, dada la complejidad del fenómeno migratorio en las nuevas circunstancias del contexto internacional y los desafíos que deben enfrentar las personas en el proceso de traslado y en el asentamiento en los países de destino, se estima enriquecedora y pertinente la inclusión de la perspectiva social en la consideración de las migraciones internacionales. 

Ello ha traído aparejado que actualmente, la cuestión de los migrantes ha ampliado el marco tradicional dentro del cual el derecho internacional trataba las cuestiones relativas a extranjeros. En este nuevo campo, se inscribe el derecho internacional de los derechos humanos. 

Por otra parte, no puede omitirse la relación que existe  en el ámbito internacional en el tratamiento de las cuestiones vinculadas a migraciones, refugiados y seguridad internacional, sobre todo teniendo en cuenta el contexto político actual. Es por ello que resulta imprescindible abordar estos temas desde una perspectiva de derechos humanos, a efectos de que las medidas que se adopten en aras a la seguridad internacional,  no incidan sobre la vigencia de los derechos fundamentales. 

En efecto, tanto en la a Declaración Universal de Derechos Humanos, como en los principales tratados internacionales de Derechos Humanos   Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Convención para la Eliminación de la Discriminación Racial, Convención sobre los Derechos del Niño- se menciona el concepto de igualdad en dignidad y derechos, sin distinción de ningún tipo, en particular de raza, religión u origen nacional. Asimismo, varios de estos instrumentos  prescriben que  todas las personas tienen el derecho a movilizarse libremente en su país o fuera de él  y a escoger libremente el lugar donde quieren vivir y trabajar. 

MIGRACIONES Y DERECHOS HUMANOS EN EL  ÁMBITO NACIONAL 

NUEVA LEY MIGRATORIA

El 20 de enero de 2004 se promulga la  Ley 25.871 – Ley de Migraciones- que constituye una herramienta para la política migratoria que está desarrollando la República Argentina.

Esta nueva ley, producto del trabajo consensuado de  diferentes sectores gubernamentales  y no gubernamentales, refleja el compromiso que asumido por la República Argentina de garantizar el pleno respeto de los derechos humanos de los migrantes y sus familias, al tiempo que establece mecanismos de fácil acceso a la regularidad migratoria, entendiendo que dicha regularidad es indispensable para lograr la plena integración del extranjero a la sociedad de recepción. 

En el marco de lo arriba señalado merecen ser destacados algunos párrafos del citado cuerpo legal:

· Respeto de los Derechos Humanos y compromisos internacionales sobre la materia: Art. 3º “Son objetivos de la presente Ley a).... dar cumplimiento a los compromisos internacionales de la República en materia de derechos humanos, integración y movilidad de los migrantes....f) Asegurar a toda persona que solicite ser admitida en la República Argentina el goce de criterios y procedimientos no discriminatorios en términos de los derechos y garantías establecidos por la Constitución Nacional, los tratados internacionales, los convenios bilaterales vigentes y las leyes...g) Promover y difundir las obligaciones, derechos y garantías de los migrantes, conforme lo establecido en la Constitución Nacional , los compromisos internacionales y las leyes, manteniendo en alto su tradición humanitaria y abierta con relación a los migrantes y sus familias...”

· Derecho a la Migración: Art. 4º “El derecho a la migración es esencial e inalienable de la persona y la República Argentina lo garantiza sobre la base de los principios de igualdad y universalidad”.

· Igualdad de trato: Art. 5º “El Estado asegurará las condiciones que garanticen una efectiva igualdad de trato a fin de que los extranjeros puedan gozar de sus derechos y cumplir con sus obligaciones....” Art. 6º“ El Estado en todas sus jurisdicciones, asegurará el acceso igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios sociales, bienes públicos, salud, educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad social” Art. 13º “A los efectos de la presente ley se considerarán discriminatorios todos los actos u omisiones determinados por motivos tales como etnia, religión, nacionalidad., ideología, opinión política o gremial, género, posición económica o caracteres físicos, que arbitrariamente impidan, obstruyan, restrinjan el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías.

· Derecho a la Educación: Art.7º “En ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá su admisión como alumno en un establecimiento educativo, ya sea público o privado, nacional, provincial o municipal; primario, secundario, terciario o universitario. Las autoridades de los establecimientos educativos deberán brindar orientación y asesoramiento respecto de los trámites  correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad migratoria”.

· Derecho a la Salud: Art. 8º “No podrá negársele o restringírsele en ningún caso, el acceso al derecho a la salud, la asistencia social o atención sanitaria a todos los extranjeros que lo requieran, cualquiera sea su situación migratoria.....”
· Derecho a la información : Art. 9º “Los migrantes y sus familiares tendrán derecho a que el Estado les proporcione información acerca de : a) Sus derechos y obligaciones con arreglo a la legislación vigente, b) los requisito exigidos para su admisión, permanencia y egreso.”
· Promover la integración: Art. 14º “El Estado en todas sus jurisdicciones, ya sea nacional, provincial o municipal, favorecerá las iniciativas tendientes a la integración de los extranjeros en su comunidad de residencia...”

· Fácil acceso a la regularidad migratoria: ser nacional de un Estado Parte o Asociado del MERCOSUR como base del acceso de residencia legal. Art. 23  inc. l).  El casi 85 % de los flujos migratorios que recibe la República Argentina provienen de los Estados que componen el MERCOSUR, la nueva  ley de migraciones establece que el hecho de ser nacional de uno de esos Estados permite al extranjero acceder a una residencia legal en Argentina. Se trata de un mecanismo de facilitación para obtener residencia legal y de esa manera lograr integración plena en la sociedad de recepción.

· Necesaria Intervención Judicial en los procesos de Expulsión: Titulo V Capítulo. I.  Bajo el imperio de la anterior Ley de Migraciones la expulsión del territorio nacional podía ser ordenada y ejecutada por la Dirección de Migraciones sin necesidad de intervención Judicial.

· Retención del Extranjero para efectivizar expulsión como facultad exclusiva del la Justicia: Titulo V Capitulo II.  Bajo el imperio de la anterior Ley  de Migraciones la Dirección Nacional de Migraciones se encontraba facultada para detener a un extranjero para proceder a su expulsión sin necesidad de intervención judicial.
· Penalización del delito de tráfico ilegal de personas. Agravamiento de la pena cuando se hubiera puesto en peligro la vida salud o integridad del migrante o cuando se trate de un menor de edad. Capítulo VI.  Por primera vez se tipifica en la legislación migratoria argentina la figura del tráfico de migrantes. Las penas previstas son de prisión de uno a seis años, pudiendo llegar a 20 años cuando se den circunstancias de agravamiento.

La mencionada Ley 25.871 se encuentra en proceso de reglamentación. Las sustanciales diferencias con relación a la ley anterior, que rigió por más de 20 años, hace que la tarea de reglamentación resulte más dificultosa y deba trabajarse sobre situaciones novedosas.  Se están realizando interconsultas con todos los sectores de gobierno involucrados así como a las ONGs relacionadas con la materia. Es dable reconocer que la desfavorable situación económica y la tasa de desempleo por la que atraviesa la  República Argentina  no resulta el escenario más propicio para la reglamentación y aplicación  de una Ley de las características señaladas. El trabajo de la reglamentación se está desarrollando bajo la premisa del respeto al principio de igualdad en el goce de los derechos que son inherentes a las personas por su calidad de seres humanos y no por su nacionalidad, y en esa óptica  se pretende ser cuidadosos para no caer en situaciones de discriminación inversa, es decir no crear un trato desigualitario en el cual los perjudicados sean los nacionales.

Sin perjuicio de lo dicho en el párrafo anterior  y hasta tanto se sancione la nueva reglamentación  el Ministerio del Interior y  la Dirección Nacional de Migraciones se han adoptado una serie de medidas tendientes a no desvirtuar el espíritu que llevara al dictado de la referenciada Ley 25.871.

Entre tales medidas son dables de destacar:

· Suspensión de las expulsiones o conminatorias a hacer abandono del país respecto de los nacionales de países limítrofes. Disposición 2074/04 DNM  dictada el 28 de enero del corriente año. Por medio de esta Disposición se pretende preservar los derechos de aquellos ciudadanos de países limítrofes que podrán regularizar su situación a la luz de la nueva ley una vez sancionada su reglamentación. Se exceptúan de esta norma las expulsiones que se hubieren dictado en virtud de la existencia de antecedentes penales.

· Dejar sin efecto todas las detenciones precautorias o apercibimientos que contengan tal medida, dictados por la Dirección Nacional de Migraciones de conformidad con facultades que le otorgaba la derogada Ley 22.439. Disposición 17.627 DNM dictada el 23 de abril del corriente año. Tal como se informara en párrafos anteriores bajo la vigencia de la Ley 22.439 la Dirección Nacional de Migraciones se encontraba facultada para detener a aquellos extranjeros sobre los que pesaba orden de expulsión. Dicha detención se producía al solo y único efecto de efectivizar la expulsión. La nueva Ley de Migraciones establece que la facultad de retención de un extranjero es facultad exclusivamente de la justicia. En función de ello la Dirección de Migraciones y sin perjuicio que, a partir del dictado de la Ley 25.871,  no dispone mas detenciones o apercibimientos en tal sentido, dejó sin efecto todas aquellas medidas de ese tenor que hubieren sido adoptadas bajo el imperio de la ley anterior y que se encontraren pendiente de ejecución. 

· Disminución de las tasas que migratorias que deben abonar los extranjeros que tramiten su residencia ante Consulado Argentino. Disposición DNM 21.085 dictada el 17 de junio de 2004. 

Respondiendo a la política migratoria arriba señalada la Dirección Nacional de Migraciones, en el período comprendido entre el 1 de octubre de 2003 y 20 de julio del 2004 otorgó 34.182 residencias (de las cuales el 79,5% corresponden a nativos de países limítrofes). En el mismo  período  se denegaron 565 pedidos de residencia. 

Sin perjuicio de las cifras arriba mencionadas es dable reconocer que la Dirección Nacional de Migraciones arrastra un remanente histórico de atraso y que la reciente normativa requerirá de la implementación de nuevos procedimientos así como  de refuerzo y capacitación del personal. En función de ello el Poder Ejecutivo sancionó, con fecha  7 de julio del corriente año,  el Decreto 836/04 destinado a paliar la situación descripta.

Entre las medidas previstas en el citado Decreto 836/04 caben ser mencionadas:

· Declara la emergencia administrativa de la Dirección Nacional de Migraciones por un período de 180 días.

· Ordena una evaluación integral del funcionamiento de las delegaciones de la Dirección de Migraciones en el interior del país.

· Ordena la creación de un Área de Asistencia e Información del Migrante.

· Establece que la tramitación actuaciones de petición de residencia que se inicien en el futuro no podrá superar el plazo de TREINTA (30) DÍAS . 

· Crea en el ámbito de la Dirección Nacional de Migraciones el Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria, siendo sus objetivos:

a) Creación del marco de nuevas políticas migratorias orientadas a la  inserción e integración de la población migrante.

b) Regularización de la situación de los migrantes.

· Faculta a la Dirección de Migraciones a proponer las ampliaciones y modificaciones presupuestarias pertinentes para el cumplimiento de las acciones derivadas del Decreto.

REFUGIO Y ASILO

Hasta la fecha la República Argentina carece de una Ley sobre refugio. El proceso de elegibilidad de refugiados se rige en la actualidad por el Decreto 464 dictado en el año 1984 y por disposiciones normativas de menor jerarquía.

Existen varios proyectos de Ley sobre Refugio en diferentes estadios de tratamiento. Entre ellos el que a principios de julio de este año  se elevara, desde la Dirección Nacional de Migraciones a la órbita del Ministerio del Interior  con intención de que sea presentado ante el Congreso Nacional como propuesta del Ejecutivo. El citado proyecto  fue elaborado por el Comité de Elegibilidad para Refugiados refleja la experiencia recogida en los casi 20 años de existencia del Comité, de su contenido resulta ilustrativo destacar:

-
Dentro del mismo instrumento se regula la situación de los apartidas fijando el procedimiento para su determinación a la luz de la Convención  sobre Apatridia.

· Identifica los elementos principales que son necesarios para tomar una decisión justa y eficiente a la luz de los principios internacionales sobre protección de los refugiados.

· Se fijan procedimientos de admisibilidad, incluyendo los que se realizan en frontera, incluyendo los procedimientos acelerados para dar respuesta a las solicitudes manifiestamente infundadas o abusivas.

· Determina las instancias recursivas a nivel administrativo y acceso a la vía judicial, fijando plazos más expeditos en aras a la seguridad jurídica del solicitante.

· Contempla los principios que deben respetarse en el caso de mujeres y niños no acompañados. 

Sin perjuicio de lo dicho en los párrafos anteriores es dable señalar, que si bien  no existe una norma con jerarquía de Ley que regule el procedimiento de reconocimiento de refugiados y que se está trabajando en ello, rige sobre la materia el Decreto 464 que desde el año 1984 reglamenta, junta con otras normas de menor entidad la temática del refugio en la República Argentina  y que responde a las previsiones de la convención de 1.951 y al Protocolo de 1967.

Producto de la actividad desarrollada por Comité de Elegibilidad para Refugiados creado por el mencionado Decreto 464/84, desde 1985 a julio del corriente año se computan  2.210 peticiones reconocidas, 3735  peticiones denegadas de las cuales 675 se encuentran en etapa recursiva, 266 renuncias, 1694 en archivo provisorio por falta de actividad del peticionante, y 1244 en diferentes etapas previas a la resolución.

Es dable destacar que en virtud del Decreto 942/95 se exime del pago de tasa retributiva de servicio a todos los trámites que los refugiados deban efectuar ante la Dirección Nacional de Migraciones. 

PLAN NACIONAL CONTRA LA DISCRIMINACIÓN. ASPECTOS MIGRATORIOS.

La Cancillería Argentina juntamente con el Instituto Nacional contra la Discriminación (INADI) y la Secretaría de Derechos Humanos -Ministerio de Justicia, coordinaron la elaboración del Plan Nacional contra la Discriminación, adoptado por Decreto Nacional  1086/2005 del 8 de septiembre 2005., en seguimiento de los compromisos asumidos en la “Conferencia Mundial Contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y otras formas conexas de Intolerancia” (Durban 2001). 

Una de las características particulares de la preparación de dicho Plan es que su elaboración no se realizó exclusivamente como un proyecto académico, sino que fue fruto del trabajo interdisciplinario entre organismos gubernamentales y no gubernamentales, que participaron en su confección,
 y más de 300 entrevistas en diversos puntos del país con víctimas y grupos victimizados que sufren discriminación. A su vez, el Plan contiene una serie de propuestas concretas para la implementación de medidas en combate a la discriminación. 

PLAN NACIONAL CONTRA LA DISCRIMINACION. TRATA DE PERSONAS, EN PARTICULAR MUJERES.

En lo que respecta a la cuestión de la trata de mujeres, el Plan Nacional contiene algunas referencias.  en el capítulo dedicado a la discriminación por género. En él se señala que “La trata y tráfico de mujeres con el fin de prostituirlas es un negocio tenebroso que va en aumento en nuestro país. Dos redes de trata fueron descubiertas en los últimos años: una que traficaba con mujeres dominicanas y otra con mujeres paraguayas
. En general, se trata de mujeres jóvenes que son tentadas con la ilusión de conseguir trabajo en nuestro país y cuando llegan aquí se les quitan los documentos y se las reduce a condiciones de esclavitud y servidumbre sexual. También son objeto de tráfico mujeres provenientes de las provincias argentinas. No existen en nuestro país mecanismos institucionales adecuados y suficientes que se ocupen de manera sistemática de la prevención, investigación y sanción de la trata y tráfico de personas, ni tampoco de las mujeres que son explotadas sexualmente.” 

Entre las propuestas previstas en el Plan Nacional sobre el tema de la trata y tráfico de personas, se destacan las siguientes: 

p.24. “ Promover la sanción de una ley que incorpore al Código Penal la figura penal de tráfico y trata de personas según los criterios establecidos en la Convención contra la Delincuencia Transnacional Organizado y su Protocolos para Prevenir, Suprimir y Castigar el Tráfico de Personas, especialmente mujeres y niños, otorgándole el carácter federal a dichos delitos”

p. 49. “Crear una fiscalía especializada en la investigación del delito de tráfico y trata e personas, especialmente de mujeres y niños.”

P 92. “Desarrollar políticas públicas destinadas a prevenir, investigar y castigar el tráfico y la trata nacional e internacional de mujeres, garantizando la protección y la rehabilitación física y psicológica de las víctimas, mediante el establecimiento de mecanismos de reinserción laboral y económica. “

Teniendo presente la vinculación de la lucha contra la trata de personas, especialmente mujeres y niñas, con la cuestión de las migraciones, cabe señalar que la Argentina ha adoptado las siguientes medidas y normas:

La República Argentina es parte de los principales instrumentos internacionales en la materia y mantiene una activa participación en los foros internacionales -especialmente en el plano regional del MERCOSUR- en favor de una mayor cooperación y trabajo conjunto.

En el ámbito nacional, favorecemos una amplia articulación interinstitucional,  tendiente a que los distintos actores gubernamentales con competencia en el tema realicen un trabajo coordinado, optimizando capacidades y recursos. En este sentido,  a fines de 2004 se concretó un importante avance con  la  designación del Punto Focal Nacional en Trata de Personas, que recayó en la Oficina de Asistencia Integral a la Víctima del Delito, dependiente de la Procuración General de la Nación. En cumplimiento de sus funciones en este carácter, en agosto de 2005 el señor Procurador General de la Nación remitió a la Honorable Cámara de Senadores el Proyecto de Ley de Represión de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas (ref.Expte. OV  230/05)    

Entre otras acciones recientes realizadas en relación con este tema, señalamos las siguientes:

I. Acciones en el ámbito regional – MERCOSUR 

· La trata de personas, especialmente de mujeres y niñas/os, fue considerada en la IX Reunión Especializada de la Mujer del MERCOSUR –REM- (Asunción, 22/ 23 de mayo del 2003). Como resultado estos trabajos, se obtuvo la inclusión del párrafo 9) del Comunicado Conjunto de fecha 18 de junio de 2003, de los Presidentes del MERCOSUR, Bolivia y Chile,  cuyo texto es el siguiente:

“Manifestaron su gran preocupación por el problema creciente de la trata de personas, especialmente de mujeres y niños, el que además de constituir una violación a los Derechos Humanos, está estrechamente vinculado a amenazas tales como el tráfico ilegal de personas, el tráfico de drogas y la expansión de organizaciones criminales internacionales. En este sentido, recomendaron a las instancias competentes del MERCOSUR, incluir este tema en las agendas e iniciar un acercamiento entre las mismas, con miras a la realización de un trabajo coordinado y conjunto en esta materia.”

· En oportunidad de la XI Reunión Especializada de la Mujer del MERCOSUR (Buenos Aires, 15/16 de abril de 2004),  por iniciativa argentina las Delegadas acordaron  “introducir la problemática de género en las áreas de frontera y pasos fronterizos, a fin de comenzar a trabajar con acciones focalizadas en esta materia, especialmente en las áreas de salud, ambiento, violencia y trata de personas.”

· En cumplimiento de este acuerdo distintos Comités de Frontera han incorporado dicha temática, en cuyo tratamiento participan las autoridades del área mujer de las localidades respectivas y la Cancillería.

· A propuesta de la XIII Reunión Especializada de la Mujer del MERCOSUR (Asunción, mayo de 2005) se incluyó en el Comunicado Conjunto de Presidentes de MERCOSUR Y ASOCIADOS del 20/6/05 el siguiente párrafo relativo al combate a este flagelo:

“Destacan la labor de las instancias competentes del MERCOSUR que abordan en sus agendas el grave delito y creciente problema de la trata de personas, especialmente mujeres y niños, con miras a lograr mediante un trabajo coordinado y conjunto el fortalecimiento de políticas para combatir este flagelo, vinculado a la expansión de organizaciones criminales transnacionales.” 

FORO DE CONSULTA Y CONCERTACIÓN POLÍTICA DEL MERCOSUR Y ESTADOS ASOCIADOS

El Mercosur y Estados Asociados vienen avanzando en ambiciosos acuerdos en materia migratoria.  Muchos de estos acuerdos son, posteriormente, “bilateralizados” entre los diversos miembros.
Bilateralización del “Acuerdo de Residencia para Nacionales de Estado Partes del Mercosur”
Durante la “Reunión de Tratamiento de Temas Fronterizos y Migratorios entre Argentina y Brasil”, llevada a cabo en la ciudad de Buenos Aires, el 15 de julio de 2005, se trató la aplicación en forma bilateral del “Acuerdo de Residencia para Nacionales de Estado Partes del Mercosur”.

El 29 de noviembre de 2005 se firmó, en Buenos Aires, el “Acuerdo Operativo entre la Dirección Nacional de Migraciones de la República Argentina y el Departamento de Extranjeros de la República Federativa del Brasil para la aplicación del Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Parte del Mercosur”, el que entrará en pleno vigor el próximo 3 de abril de 2006.

El referido Acuerdo prevé la libre circulación y  permanencia para los nacionales de ambos países, en un plano de igualdad con el nacional del país donde reside. Asimismo, representa un cambio sustancial en la política migratoria de los países de la región, al verificarse que por primera vez se avanza decididamente en permitir la libertad de circulación y residencia para los ciudadanos de los Estados parte, invocando únicamente su nacionalidad.

Merece destacarse la importancia y el avance en materia migratoria que está llevando adelante la región, siendo oportuno señalar la necesidad de la suscripción y pronta puesta en vigencia del Acuerdo de Residencia para los nacionales del Mercosur, Bolivia y Chile.

Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria (Patria Grande).

La República Argentina, de conformidad al artículo 17 de la Ley de Migraciones N° 25871, dispuso las medidas conducentes a regularizar la situación de los migrantes extranjeros. Dicha iniciativa se plasmó en el marco del “Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria”, a través de la Disposición de la Dirección Nacional de Migraciones N° 53253/2005, siendo beneficiados todos los extranjeros nativos de los estados Parte y Asociados del Mercosur, siendo el criterio de regularización la nacionalidad del solicitante.   

Cabe señalar que Ley de Migraciones de la República Argentina (25871) y los Acuerdos de Residencia y Regularización del Mercosur, se complementan armónicamente con la Disposición de la Dirección Nacional de Migraciones N° 53253/2005 (Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria para Ciudadanos Nativos de Países Parte y Asociados al Mercosur), denominado también "Patria Grande", que tiene como criterio de regularización y residencia, la nacionalidad. Es decir, la de ser miembro nacional de un Estado parte del Mercosur o asociado a éste. 

Informe de la Delegación de Colombia

MPC/OEA No.497

Al Honorable

Embajador FRANCISCO VILLAGRAN DE LEON

Presidente de la Comisión de Asuntos

Jurídicos y  Políticos

Ciudad

La Misión Permanente de Colombia ante la Organización de los Estados Americanos saluda muy atentamente al Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos con el propósito de presentar información relacionada con las medidas recientes que sobre el tema migratorio se han adoptado en Colombia, en concordancia con los lineamientos del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes.

Lo anterior, con el objeto de realizar un aporte a la Sesión Especial del 16 de marzo de 2006, cuyo objetivo es el intercambio de mejores prácticas y actividades llevadas a cabo en apoyo del Programa.

Teniendo en cuenta que el Capítulo V del Programa contempla actividades específicas, dirigidas entre otros a los Estados Miembros de la OEA (Enumeradas a partir del párrafo 33), Colombia ha desarrollado las siguientes: 

1. Párrafo 33: Colombia viene participando en diferentes foros que permiten intercambiar información sobre fenómeno migratorio, especialmente en el marco de la CAN y de la Conferencia Sudamericana para las migraciones.

De otra parte se han institucionalizado al interior del país, Comités para el manejo de la estadística migratoria y el establecimiento de indicadores comunes entre las diferentes instituciones.

2. Párrafo 34: Para facilitar el acceso a la información por parte de los migrantes, el Ministerio de Relaciones Exteriores ha publicado en su página electrónica, todo lo referente a los requisitos para los diferentes tipos de visado, resaltando que el trámite lo puede realizar directamente el interesado sin necesidad de intermediarios.

3. Párrafo 35: Para fortalecer la toma de decisión por parte del migrante, se han promovido campañas publicitarias de carácter informativo y preventivo, alertando a las personas que quieren migrar sobre los riesgos de la migración clandestina y la trata de personas. El nombre de la campaña es “Si quieres migrar, infórmate!”.

4. Párrafo 36: La constitución de Comités Interinstitucionales al interior del país, han permitido desarrollar capacidad institucional para responder a las nuevas demandas de la población migrante.

5. Párrafo 37: Colombia es parte de diversos tratados sobre derechos humanos, no sólo a nivel interamericano sino a nivel de Naciones Unidas. 

6. Párrafo 38: Colombia es parte de la Convención de la Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, desde el año 2003.

7. Párrafo 39: La legislación colombiana se reformó en el año 2004, para buscar ajustarla a las normas internacionales en materia de protección a los trabajadores migrantes.

8. Párrafo 40: Se han revisado las prácticas migratorias y esto conllevó a una reforma del estatuto de visas.

9. Párrafo 41: Se esta trabajando en identificar los aspectos relevantes y las entidades competentes para capacitar a los funcionarios de las diferentes entidades que abordan el tema migratorio. Actualmente se adelantan cursos sobre migraciones para los funcionarios de la Cancillería.

10. Párrafo 42: Colombia es parte de la Decisión 503 de la Comunidad Andina que propende por la utilización de los documentos nacionales como requisito para ingresar a los demás países de la región, y de la Decisión 545 que constituye el instrumento andino de migración laboral.

11. Párrafo 43: En el año 2001 se suscribió el Acuerdo entre Colombia y España relativo a la regulación y ordenación de los flujos migratorios laborales, el cual ha tenido excelentes resultados para ambos países en su aplicación.

12. Párrafo 44: Colombia realizó programas de retorno voluntario para el caso de personas altamente calificadas y el proceso fue liderado por Conciencias. Sin embargo no ha tenido el éxito esperado.

13. Párrafo 45: Hasta el momento no se han elaborado programas de información y asistencia dirigidos a migrantes retornados.

14. Párrafo 46: En Colombia se sigue el debido proceso en los procedimientos migratorios.

15. Párrafo 47: En Colombia de acuerdo con la Constitución Nacional, el extranjero tiene un trato igual al del nacional en materia de acceso a la justicia. Igualmente cabe resaltar que el país es parte de la Convención sobre los derechos de los trabajadores migrantes y sus familias.

16. Párrafo 48: Colombia expide documentos a sus nacionales en las oficinas consulares en el exterior, y recientemente ha lanzado la tarjeta de registro consular para dar constancia a los nacionales de que se encuentran registrados en el Consulado, de conformidad con lo establecido en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.

17. Párrafo 49: Colombia promueve la protección de los derechos de sus migrantes y su legislación interna permite a los consulados contratar servicios de asesoría legal localmente, lo cual redunda en una orientación en debida forma a sus nacionales.

18. Párrafo 50: Se han adelantado programas en la escuela primaria y secundaria sobre los ejes transversales de derechos humanos, haciendo énfasis especialmente en la tolerancia, pero sin estar enfocado específicamente al tema migratorio.

19. Párrafos 51 y 52: Se han suscrito acuerdos interinstitucionales entre la Policía Nacional de Colombia con sus homólogas en la región, para el intercambio de información en la lucha contra el delito transnacional.

20. Párrafo 53: Colombia desarrolló con apoyo de la OIM, un formato especial de denuncia para las víctimas de trata, con el fin de poder judicializar a los responsables de este delito. El formato fue remitido a las representaciones consulares, para ser diligenciado en aquellos casos en que las víctimas solicitan la protección para regresar y voluntariamente presentan la denuncia.

21. Párrafo 54: Colombia adelantó un seminario sobre remesas auspiciado por la OIM, al cual convocó a las casas de cambio y al sector bancario, con el fin de impulsar la competencia entre los distintos actores del sector financiero. Esto ha redundado en una baja en el costo de las remesas. Igualmente se eliminó el impuesto de retención en la fuente, que tenía un costo del 3% sobre el valor del envío.

22. Párrafo 55: El Gobierno de Colombia ha desarrollado un mecanismo para permitir la  canalización de aportes voluntarios en tiempo, dinero o especie, dirigido a proyectos sociales en educación, saneamiento básico, salud y auxilio para las víctimas del conflicto, a través de un portal privado llamado “Conexión Colombia”.

23. Párrafo 56: Colombia ha suscrito acuerdos de seguridad social con España, Uruguay y Chile, los cuales actualmente se encuentran en trámite en el Congreso de la República.

24. Párrafo 59: En Colombia, los migrantes tienen acceso pleno a la justicia. 

25. Párrafo 60: En Colombia se presta asistencia de emergencia a todas las personas.

26. Párrafo 61: Colombia esta trabajando en la zona de frontera para permitir al acceso a la educación a los menores que lo soliciten, sin importar la nacionalidad.

27. Párrafo 63: Colombia cuenta con el Programa de Promoción de Comunidades Colombianas en el Exterior, que brinda apoyo a actividades culturales de sus connacionales con algunos recursos del Estado.

28. Párrafos 64 y 65: Constitucionalmente los extranjeros en Colombia tienen el mismo trato que los nacionales en cuanto a sus condiciones laborales.

Esperamos que esta información sea de utilidad para los participantes en la Sesión Especial y para las áreas responsables del seguimiento al Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes.

La Misión Permanente de Colombia ante la Organización de los Estados Americanos aprovecha la oportunidad para reiterar al Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos las seguridades de su distinguida consideración.

Washington, marzo 15 de 2006

Informe de la Delegación de México

INFORME SOBRE LA INSTRUMENTACIÓN EN MÉXICO DE ALGUNAS DE LAS ACTIVIDADES ESPECIFICAS OPCIONALES CONTENIDAS EN EL “PROGRAMA INTERAMERICANO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES, INCLUYENDO A LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y SUS FAMILIAS” DE LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS

La siguiente información se refiere a las acciones que el Gobierno de México ha desarrollado en el marco de diversos Programas, de los cuales resalta el Programa Nacional de Derechos Humanos de los Migrantes, así como en otras iniciativas institucionales y de protección a migrantes que coinciden con algunas de las actividades específicas opcionales sugeridas a los Estados Miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA) en el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos de los Migrantes.

Intercambiar información en torno al fenómeno migratorio, sus características, dimensión, estadísticas e implicaciones. Mejorar los sistemas de información estadística y fomentar el intercambio de información y buenas prácticas mediante el uso de tecnologías de información y de comunicación. 

En la página electrónica del Instituto Nacional de Migración (www.inami.gob.mx) se incluye una sección sobre "Estadísticas Migratorias" que reúne información generada en las Delegaciones Regionales y Locales del Instituto en todo el país y presenta datos anuales y mensuales sobre las principales variables migratorias. Se presentan estadísticas sobre Registro y Control Migratorio; Regulación Migratoria; Rechazos, Aseguramientos y Devoluciones; Protección a Migrantes y Repatriación de Mexicanos de Estados Unidos. 

El 27 de diciembre de 2005 la Secretaría de Gobernación, el Instituto Nacional de Migración (INM), el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI) y la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) suscribieron el Convenio de Cooperación para la Ejecución del Proyecto “Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en Mesoamérica - SIEMMES” cuyo objetivo principal es brindar información que permita conocer y monitorear la magnitud y las características de los movimientos internacionales de población que se producen entre los países de la Región Mesoamericana, así como de aquellos que se producen hacia y desde la Región.

Asimismo, en enero de 2001 se comienza a desarrollar el Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en Centroamérica (SIEMCA), que fue diseñado y ejecutado por la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), con la colaboración de la CEPAL a través del Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE).

A partir de abril de 2005 el SIEMCA se trasforma en el Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en Mesoamérica (SIEMMES). Con la incorporación de México, el SIEMMES busca consolidar los resultados ya obtenidos por el SIEMCA, al mismo tiempo que busca completar y profundizar la producción de información para los países centroamericanos y México, garantizando su sostenibilidad futura.

La información que contiene el SIEMMES surge a partir de la articulación y compatibilización de los datos generados por distintas fuentes de los países: Registros de Entradas y Salidas Internacionales, Censos de Población y Encuestas a Hogares. A través de un conjunto de cuadros y gráficos estadísticos se muestran los indicadores más destacados para caracterizar los procesos migratorios y se ofrece al usuario la posibilidad de obtener información mediante diversas formas de búsqueda.

Facilitar el acceso a la información pública a los migrantes, de acuerdo al derecho interno.

Fortalecer a los migrantes para la toma de decisiones informadas mediante la difusión de información sobre los medios legales para la migración, y los peligros relacionados con el tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas.

Se llevó a cabo la realización del documental “Del Sur al Norte”, coproducido por el INM y la Promoción de los Derechos Humanos A.C. con el objetivo desincentivar la migración e informar a los migrantes sobre la situación geográfica y climatológica de las zonas por donde cruzan y prevenir posibles decesos. Dicho material es distribuido a través de las Delegaciones Regionales del INM, la Coordinadora Nacional de Oficinas de Atención a Migrantes, las Embajadas centroamericanas (para la difusión en sus países) y de audiencias cautivas. Asimismo, dicho material fue distribuido a los Cónsules centroamericanos para su distribución en sus países. Se repartieron 306 copias del documental.

Durante el primer trimestre de 2004 se entregaron 200 copias del documental “Del sur al Norte” y 250 copias del reportaje “Grupos Beta”, a la empresa Autobuses de Oriente (ADO) y Servicios Coordinados para su difusión gratuita a través de las 400 estaciones con las que cuentan en el sur y sureste del país. El video-reportaje “Grupos Beta”, fue producido por el Canal 22 para el programa titulado “Conexión México”, producción televisiva que pretende reflejar las realidades de los migrantes en ambas partes de la frontera norte.

Asimismo, se llevó a cabo la producción de 50 videos (copias) de dos minutos que contienen los spots de “Denuncia Coyotes” sobre tráfico de personas, “Grupos Beta” y “Sásabe” Grupo Beta de nueva creación en el Estado de Sonora del Programa de Protección a Migrantes, a fin de hacerlos llegar al cuerpo Consular Acreditado en México.

Se reprodujeron 100 copias del video de 8 minutos titulado “Autobuses” para el Programa de Protección a Migrantes, entregados a las coordinaciones de Delegaciones y de Control y Verificación Migratoria.

Se realizó la producción de un video de aproximadamente 3 minutos titulado “Repatriación Voluntaria”, para promover la aceptación del Programa de Repatriación Voluntaria, y para trasmitirse a audiencias cautivas.

En materia de prevención y orientación, en los meses de febrero, abril, agosto y octubre, se dotó a los Grupos Beta de 260,000 Cartillas de Derechos Humanos y 270,000 Trípticos Preventivos sobre riesgos, para ser distribuidos entre los migrantes.

La Secretaría de Gobernación, a través del Instituto Nacional Migración (INM), realizó una edición especial de 3,000 ejemplares de la Convención que fue distribuida para su conocimiento y cumplimiento entre el personal, tanto de SEGOB como del INM. 

El INM está difundiendo 5,000 ejemplares de un tríptico informativo para dar a conocer las principales disposiciones de la Convención entre la población migrante, y los servidores públicos que por sus funciones colaboran con el INM en la aplicación de las leyes migratorias. Cabe mencionar que en el marco de la Conferencia Regional sobre Migración (CRM) se ha exhortado, en diversas ocasiones, a los países miembros a ratificar la Convención.

Considerar la firma, ratificación o adhesión a todos los instrumentos universales e interamericanos de derechos humanos, y tomar medidas concretas a nivel nacional para promover y fortalecer el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas, incluyendo, entre otros, aquellos que corresponden a las mujeres, niños, ancianos, pueblos indígenas, migrantes y sus familias, repatriados, discapacitados y los que pertenecen a otros grupos vulnerables. 

En el ámbito interamericano, México apoyó en las resoluciones AG/RES. 1404 XXVI-O/96 y AG/RES 1480 XXVII-O/97, de 1996 y 1997 la creación de la Relatoría Especial para los Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

En la resolución AG/RES.2027 (XXXIV-O/04), “Los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus Familias”, aprobada por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos el 8 de junio de 2004, se observan los mismos criterios que sirven de base para las resoluciones respectivas de Naciones Unidas. 

Cabe destacar que la resolución invita a los Estados a considerar la posibilidad de invitar al Relator Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a que visite sus países a fin de que pueda desempeñar con eficacia su mandato.

En este sentido y accediendo a la invitación del Gobierno mexicano, la Relatoría de Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos visitó México entre el 25 de julio y el 1º de agosto de 2002, con el objetivo de recabar información sobre la situación de los trabajadores migratorios. 

Durante su estadía, los funcionarios de la Relatoría visitaron tres ciudades: Ciudad de México, Tapachula y Ciudad Juárez, así como diversos puntos de la frontera entre México y Guatemala y de la frontera norte entre México y Estados Unidos. La delegación de la Relatoría sostuvo reuniones con diversos funcionarios de gobierno y representantes de organizaciones de la sociedad civil. 

En su informe, la relatoría formuló una serie de recomendaciones al Gobierno de México, mismas que hasta la fecha están siendo revisadas para su efectiva implementación.

Dicha resolución también exhorta a los Estados Miembros de la OEA a que participen constructivamente en la Conferencia Internacional del Trabajo, con miras a lograr consensos en el examen del tema “Debate General sobre Trabajadores Migrantes con un Enfoque Integral”.

Por otra parte, México solicitó el 9 de diciembre de 1997 a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, una Opinión Consultiva sobre las obligaciones que establece el derecho internacional en relación con el derecho a la asistencia consular en los casos de extranjeros detenidos por autoridades de un Estado receptor.

La consulta se relacionaba con las garantías judiciales mínimas y el debido proceso legal en el marco de la pena de muerte, impuesta judicialmente a extranjeros a quienes el Estado receptor no había informado de su derecho a comunicarse y a solicitar la asistencia de las autoridades consulares del Estado de su nacionalidad. 

En respuesta a la solicitud de México, el 1º de octubre de 1999, la Corte emitió la Opinión Consultiva OC-16/99, que concluye que el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares reconoce al detenido extranjero derechos individuales, entre ellos el derecho a la información sobre la asistencia consular, a los cuales corresponden deberes correlativos a cargo del Estado receptor. Asimismo, la Corte concluyó que este artículo concierne a la protección de los derechos del nacional de otro Estado y está integrado a la normativa internacional de los derechos humanos. 

Los elementos utilizados en la OC-16, sirvieron como una de las bases para los argumentos de México en el Caso Avena, antes mencionado.

Asimismo, con base en la preocupación del Gobierno por que se otorgue un trato justo a los migrantes mexicanos (documentados o indocumentados) que se encuentran en otros países, México nuevamente solicitó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos una opinión consultiva para que la Corte estableciera los lineamientos para la relación de los Estados con los migrantes, en cumplimiento con las obligaciones fijadas en las normas internacionales de derechos humanos. 

En respuesta a esta solicitud, el 17 de septiembre de 2003, la Corte emitió la Opinión Consultiva 18 (OC-18/03), que especifica que los migrantes deberán ser respetados en sus derechos humanos, independientemente de su condición migratoria legal o ilegal. La Opinión sostiene que la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación de un Estado para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, entre ellos los de carácter laboral.

Por otro lado, México impulsó activamente la elaboración del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migratorios y sus Familias.

Es importante destacar que México ha sido uno de los principales promotores de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, desde que el Gobierno mexicano sometió el tema al debate de la Asamblea General de la ONU en 1980. El Estado mexicano firmó dicho instrumento el 22 de mayo de 1991 y lo ratificó el 8 de marzo de 1999 y la Convención fue promulgada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de agosto de este último año, entrando en vigor el 1º de julio de 2003. 

El órgano de vigilancia de la Convención es el Comité de Derechos Humanos de Todos los Trabajadores Migratorios y miembros de sus familias. Dicho Comité está integrado por 10 expertos entre ellos el Dr. Francisco Alba de nacionalidad mexicana.

Asimismo, el 18 de noviembre de 2005, el Gobierno de México presentó su Primer Informe al Comité de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias, sobre la aplicación de dicha Convención.

El 16 de junio de 2004, el Instituto Nacional de Migración organizó el Taller de diálogo en seguimiento a la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, en el cual el gobierno, la academia y la sociedad civil dialogaron acerca del cumplimiento, en México, de los compromisos contraídos en esta Convención.

El 26 de abril de 2004, el Instituto Nacional de Migración (INM) y el Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES), firmaron un Convenio General de Colaboración, con el objetivo de fortalecer las acciones encaminadas a la promoción, protección, respeto y difusión de los derechos humanos de las mujeres migrantes nacionales y extranjeras. 

En el marco de dicho Convenio General se realizaron Foros Regionales sobre Mujeres Migrantes y Derechos Humanos, así como una campaña permanente de difusión de los derechos humanos de las mujeres mexicanas que viven y/o trabajan en los Estados Unidos, y para las mujeres que viven en las comunidades de origen: Foro: “Las mujeres y la Migración Internacional en la Frontera Sur” (4 y 5 de noviembre de 2004, en Tuxtla Gutiérrez, Chis.); Foro: “Migración Interna” (2 y 3 de diciembre de 2004, en Guanajuato, Gto.)

El 1º de junio de 2005 se estableció la “Mesa Interinstitucional de Género y Migración”, coordinada por el INMUJERES y el INM e integrada por diversas dependencias de la Administración Pública Federal y organizaciones de la sociedad civil. El objetivo de dicha mesa es coadyuvar a la coordinación de políticas, programas, proyectos y acciones interinstitucionales, e interestatales integrales y conjuntas, que garanticen el respecto y la promoción de los derechos humanos de las mujeres afectadas por fenómenos migratorios.

Se han llevado a cabo las Jornadas Binacionales de Capacitación en Género y Migración Internacional (Frontera Sur), el 15 y 16 de junio de 2005, en Cancún, Quintana Roo; y del 10 al 11 de agosto de 2005, las Jornadas Binacionales de Capacitación en Género y Migración (Frontera Norte), en Ciudad Juárez, Chihuahua. El objetivo de dichos eventos es sensibilizar, desde la perspectiva de género y derechos humanos, al personal de las instancias públicas y privadas vinculadas en la atención de las mujeres afectadas por el fenómeno migratorio; y promover mediante acciones de capacitación, la incorporación de la perspectiva de género en las políticas, planes y programas de instancias gubernamentales, organizaciones no gubernamentales y asociaciones de mexicanos en el extranjero.

En la 3ª reunión de trabajo de la Mesa Interinstitucional, el 26 de agosto de 2005, se acordó realizar la Jornada Nacional de Migración y Género: Origen, Tránsito y Destino, en la ciudad de Guanajuato, Guanajuato, del 8 al 10 de noviembre de 2005. El objetivo de dicho evento es abrir un espacio de reflexión y análisis en torno de la problemática que enfrentan las mujeres migrantes, así como las que viven en zonas de alta movilidad migratoria, a fin de elaborar propuestas e iniciativas de políticas públicas sobre migración interna con perspectiva de género, que contribuyan al desarrollo de estrategias y programas dirigidos a mujeres afectadas por el fenómeno migratorio en México.

El Programa Interinstitucional de Atención a Menores Fronterizos opera desde 1996, coordinado por el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF), con la participación del INM y la SRE, con el objetivo de atender de manera integral la problemática de riesgo que enfrentan los menores en condiciones de vulnerabilidad, radicados en la franja fronteriza entre México y los Estados Unidos. Por lo anterior, se otorga la atención y el respeto a sus derechos humanos desde el momento de su aseguramiento hasta su integración al núcleo familiar o comunidad de origen. 

El Programa Interinstitucional integra una red de 22 albergues de tránsito a lo largo de la frontera norte, en la que participan los tres niveles de gobierno y organizaciones de la sociedad civil, para la atención de los menores migrantes repatriados.

Considerar la firma, ratificación o adhesión a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos Adicionales. 

México impulsó la adopción de la Convención de Palermo y sus Protocolos complementarios, los cuales se encuentran en vigor. El 4 de marzo de 2003, México depositó ante el Secretario General de la Organización de las Naciones Unidas los instrumentos de ratificación de la Convención contra la Delincuencia Organizada Trasnacional y de dos de sus Protocolos complementarios relativos al tráfico ilícito de migrantes y a la prevención y sanción de la trata de personas, especialmente mujeres y niños. 

Actualmente se encuentra en un proceso interno para armonizar las disposiciones de dichos instrumentos internacionales en la legislación y práctica federales y estatales, así como difundirlas a nivel nacional.

Capacitar a los funcionarios públicos que desempeñan funciones relacionadas con la migración sobre el marco jurídico migratorio, la protección de los derechos humanos de los migrantes y sus familias, las condiciones de vulnerabilidad de los migrantes y sus familias, la identificación y protección de refugiados y potenciales solicitantes de asilo, y la forma en que operan las redes de tráfico ilícito de migrantes y de trata de personas, y la identificación y asistencia a las víctimas. 

El INM realiza periódicamente cursos de capacitación técnica para oficiales y personal administrativo enfocados a la protección de los derechos humanos de los migrantes y sus familias, con un especial énfasis en los derechos de las mujeres migrantes. Así por ejemplo, los días 9 y 10 de diciembre de 2003 se llevó a cabo el Taller sobre los Derechos Humanos de las Mujeres y Menores Migrantes, en Veracruz. El objetivo de dicho taller fue proporcionar las herramientas básicas en materia de derechos humanos, con un enfoque de género, a los servidores públicos que por sus funciones son responsables de la atención a los migrantes.

En 2003, el Colegio de la Frontera Norte realizó una evaluación del Programa Paisano, el que indicaba un 98% de satisfacción del servicio proporcionado por el Programa. Sin embargo, aún es necesario trabajar en ampliar la difusión e información preventiva en Estados Unidos; la participación de la sociedad civil; una mayor capacitación y sensibilización de funcionarios públicos; y, generar confianza entre los paisanos para que presenten sus quejas y se pueda dar un puntual seguimiento de éstas.

De manera paralela, el INM está trabajando en la capacitación de sus funcionarios sobre la aplicación práctica de la citada Convención de Viena, a fin de evitar que los derechos de los trabajadores migrantes sean vulnerados.

El INM ha suscrito dos convenios de concertación con la Cruz Roja. El primero referente a la realización de cursos de capacitación y adiestramiento para el personal de los Grupos Beta de Protección a Migrantes; el segundo señala que la Cruz Roja será la encargada de revisar las condiciones de salud de cada asegurado en toda la República.

La capacitación del Grupo Beta es continua y permanente. Durante el 2003, se llevaron a cabo 19 cursos en los cuales se capacitó a 125 Agentes Protectores de Migrantes, entre los que destaca: 1) Segunda Academia Binacional impartida por la Border Patrol (Borstar), incluyendo temas como: primeros auxilios, salvamento, búsqueda y rescate, rescate acuático, resucitación cardio-pulmonar y técnicas de defensa personal; 2) Ética y Valores, Mística en el Servicio Público, impartido por el ITAM y 3) Seminario sobre Derechos Humanos impartido por el INM. En 2004 se capacitaron a un total de 355 agentes Beta en 59 cursos, abarcando temas como: Primeros Auxilios, Rescate Acuático, Resucitación Cardio-pulmonar, Rappel, Derechos Humanos, Deshidratación, Lipotimia y Coma, Trabajo en Equipo y Ética del Servidor Público. Cabe destacar, que en los meses de marzo y abril de 2004, se llevó a cabo el “Diplomado Operativo de Protección y Salvamento de Migrantes”, realizado en 2 eventos, con duración de 19 días cada uno, en donde se capacitó a 60 agentes Beta en cuestiones sustantivas como primeros auxilios, búsqueda y rescate, urgencias médicas, defensa personal, derechos humanos, garantías individuales y ética del servidor público, estableciéndose a partir de éste, el refrendo permanente de conocimientos, con prácticas semanales al interior de cada grupo, con apoyo en materiales video grabados proporcionados por la Patrulla Fronteriza.

El 20 de julio de 2005, la Coordinación de Delegaciones del INM impartió en la ciudad de Guatemala el Seminario sobre el funcionamiento de los Grupos Beta. Asistieron 34 funcionarios de la Dirección General de Migración, del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Procuraduría de Derechos Humanos de Guatemala.

Desarrollar programas dirigidos a promover la migración autorizada y los acuerdos de trabajadores migratorios.

Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales México-Canadá. Este programa inició en 1974 con la firma del “Memorándum de Entendimiento y del Acuerdo para el Empleo Temporal de Trabajadores Agrícolas”. Su objetivo es documentar a trabajadores agrícolas migratorios temporales mexicanos y enviarlos a trabajar a Canadá, asegurándoles una contratación que comprenda los derechos laborales correspondientes. 

En el Programa participan las siguientes dependencias: Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS), realiza la selección de los trabajadores y vigila el oportuno cumplimiento de las requisiciones de los empleadores canadienses así como la elaboración de los documentos de cada uno de ellos; Secretaría de Salud (SSA), practica los estudios médicos que el trabajador requiere para ser considerado apto en las labores agrícolas que desempeñará; Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE), coordina el Programa a través de las Representaciones Diplomáticas y Consulares en Canadá, expide los documentos de viaje para los trabajadores y en coordinación con las líneas aéreas que los transportan, vigila y apoya su traslado a Canadá, y Secretaría de Gobernación (SEGOB)-Instituto Nacional de Migración (INM), elabora el documento de identificación para la persona que el trabajador migratorio designe como beneficiario, con base en el Formato Único del Trabajador (FUT), elaborado por la STPS. En el pasaporte vigente del interesado se imprime el sello de autorización para salir del país. Asimismo apoya en el llenado de la Forma Migratoria Estadística para Mexicanos (FME).

Para documentar a los trabajadores agrícolas se clasifican en: nominales, son los que ya han cumplido en años anteriores contratos de trabajo con un empleador determinado; seleccionados, son aquellos trabajadores que la STPS asigna por primera vez; y sustitutos, son aquellos que cubren las plazas de los nominales que por determinadas circunstancias no viajaron a Canadá.

Los principales estados de origen de los trabajadores son: estado de México, Tlaxcala y Puebla. Las principales provincias canadienses de destino son Ontario, Québec, Manitoba y Alberta. La mayoría de los trabajadores arriban a Canadá durante el verano y algunos desde febrero. Su estancia máxima es de 8 meses. De manera acumulativa, desde la fecha del establecimiento del programa a noviembre de 2005, han participado 134,518 trabajadores agrícolas mexicanos.

Programa de documentación para la seguridad jurídico-migratoria de los trabajadores agrícolas guatemaltecos. El Instituto Nacional de Migración instrumentó el Programa en 1997 con el objetivo de proporcionar la Forma Migratoria para Visitante Agrícola (FMVA), con la cual se autoriza su internación y las actividades que realizarán, bajo la calidad y característica migratorias de no inmigrantes visitantes (Artículo 42 fracción III de la Ley General de Población).

Se expide en todos los puntos de internación del Estado de Chiapas; no causa pago de derechos y su titular puede permanecer en dicho estado hasta por un año, con prerrogativa de entradas y salidas múltiples durante su vigencia. Su portador está autorizado a trabajar únicamente en la finca o ejido determinada y con el empleador señalado. Igualmente autoriza el libre tránsito a su portador sólo en el Estado de Chiapas.

Actualmente el gobierno de México está llevando a cabo negociaciones con las autoridades guatemaltecas a fin de establecer mecanismos ágiles que permitan atender, bajo una perspectiva multidisciplinaria y de corresponsabilidad, las necesidades de estos trabajadores agrícolas. Para el año 2004 se registraron 42,895 visitantes agrícolas. De enero a octubre de 2005 se registraron 36,697.

Promover y ejecutar programas de repatriación voluntaria como alternativa a la deportación o expulsión.

El 17 de mayo de 2005 se firmó el “Acuerdo entre para la Repatriación Ordenada, Ágil y Segura de Migrantes salvadoreños vía terrestre desde México”. Su objetivo es establecer las bases que permitan el retorno ordenado y seguro de los migrantes, de nacionalidad salvadoreña, asegurados en territorio mexicano; establece un trato especial a grupos vulnerables, como menores de 18 años, personas con capacidades especiales, adultos mayores de 60 años o víctimas de trata.

El 10 de junio de 2005 inició el “Programa de Repatriación Voluntaria al Interior” México-Estados Unidos, en la región Sonora-Arizona, cuyo objetivo es avanzar en la consecución de un flujo de personas entre ambas naciones que asegure el respeto de los derechos humanos de los connacionales. Se mantiene la voluntariedad como principio básico, es decir, la aceptación expresa del connacional ante la autoridad estadounidense y confirmada ante el cónsul mexicano de ser repatriado a su lugar de origen en territorio nacional. Asimismo, se da especial énfasis a la atención de los connacionales “en riesgo” como: ancianos, menores de edad, discapacitados, débiles o enfermos, mujeres embarazadas y nacionales mexicanos que han sido rescatados previamente del desierto.

El 28 de junio de 2005 se firmó una nueva versión del “Acuerdo para la Repatriación Segura y Ordenada de nacionales guatemaltecos, salvadoreños y hondureños en las fronteras de México y Guatemala”. Establece las bases para el retorno ordenado y seguro. Ambos países se comprometen a atender las necesidades básicas de los migrantes.

Expedir documentos de identidad a los migrantes por parte de los Estados de origen en sus representaciones consulares

Desde 1871, el registro de matrícula consular mexicana es un registro oficial del gobierno de México para registrar a sus ciudadanos en el exterior. La emisión de estos documentos es reconocida en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. Los Consulados mexicanos han otorgado estos certificados a sus nacionales en el extranjero. 

En marzo de 2002, el gobierno mexicano diseñó una nueva versión de matrícula consular: la Matrícula Consular de Alta Seguridad (MCAS) y comenzó su promoción entre la comunidad mexicana radicada en Estados Unidos. 

Además de servir como registro oficial, la matrícula consular mexicana se utiliza como documento de identificación para los mexicanos en el exterior, por ejemplo, ante oficinas de gobiernos estatales y departamentos de policía; para abrir cuentas bancarias e inscribirse en bibliotecas públicas y, en algunos estados, para tramitar la licencia de manejo. La utilización de la matrícula consular desencadena una serie de transacciones económicas positivas y permite el acceso a un sinnúmero de trámites de la vida diaria. 

Todas las matrículas consulares son emitidas por un periodo de 5 años. Para 2007, se tiene previsto reemplazar las matrículas consulares antiguas por MCAS. A partir de marzo de 2002, en las MCAS se ha incorporado nueva tecnología de punta y nuevas medidas de seguridad, para evitar su falsificación.

El gobierno de México ha desarrollado una base de datos en la cual los consulados pueden tener mayor control de las MCAS. Los empelados consulares han recibido capacitación para detectar los errores típicos de los falsificadores y verificar la información del particular al solicitar la MCAS.

Con el lanzamiento de las nuevas medidas de seguridad, de marzo de 2002 a julio de 2004, el gobierno mexicano ha emitido 2, 214,738 MCAS.

Actualmente, 377 Ciudades, 163 Condados y 33 Estados, así como 178 instituciones financieras y 1180 departamentos de policía en Estados Unidos aceptan las MCAS como una identificación válida. 

Las MCAS se han convertido en un instrumento importante para obtener servicios financieros de instituciones que tiene implicaciones positivas en la vida cotidiana. Además las MCAS ayudan a prevenir los delitos, al reducir los canales informales como mercados negros. Las MCAS ayudan a las corporaciones policíacas, al facilitar la comunicación con las comunidades migrantes, asegurando que las personas que denuncian o que son testigos de delitos no tengan miedo a ser deportados. Asimismo, facilita la identificación de personas. Las MCAS reducen la vulnerabilidad de los migrantes a ser víctimas de delito. Antes de ser aceptadas como documentos de identidad en instituciones financieras, los trabajadores indocumentados eran obligados a guardar sus ganancias en efectivo, haciéndolos blanco fácil de delitos como el robo.

El 16 de julio de 2003, la Cámara de Representantes de Estados Unidos aprobó una enmienda que exige al Departamento de Estado regular el uso de las MCAS como instrumento válido de identificación en ese país.

El 1° de octubre de 2003, el Departamento del Tesoro de Estados Unidos defendió en el Congreso su decisión de permitir que los bancos americanos reconozcan como identificación la MCAS.

Aunado a lo anterior, desde el 16 de abril de 2004, la asociación de compañías de cuidado a la salud, Blue Cross, acepta la MCAS como documento válido de identificación y promueve, a través del Consulado mexicano en Fresno, California servicios de salud entre sus portadores. Gracias a esta decisión, los migrantes mexicanos sin número de Seguro Social podrán acceder a servicios médicos mediante el uso de su MCAS.

Ofrecer campañas de información pública masiva y programas de enseñanza básica y media sobre la no discriminación y la comprensión de la contribución y valoración de los migrantes y sus familias a las sociedades de origen y de destino

La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación (LFPED), fue publicada el 11 de julio de 2003. En el texto de la Ley, reitera la prohibición de discriminar por cualquier motivo a la persona y se promueve una nueva cultura de reconocimiento y combate a la discriminación y de respeto irrestricto y universal de los derechos humanos. 

Para lograr la aplicación de la LFPED se estableció un Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CONAPRED), mismo que tiene por objetivo llevar a cabo acciones para prevenir y eliminar la discriminación y formular y promover políticas públicas para la igualdad de oportunidades y de trato en favor de las personas. Este organismo cuenta con un Consejo Consultivo y una Junta de Gobierno que contemplan una participación tanto gubernamental como ciudadana, la cual recibe e investiga las quejas, en el caso de que se trate de un acto discriminatorio cometido por un particular, o bien reclamaciones en el caso de que sea un servidor público o una autoridad federal quien haya cometido el acto discriminatorio en ejercicio de sus funciones,  a que haya lugar por presuntos actos discriminatorios cometidos por particulares o por servidores públicos y autoridades federales en el ejercicio de sus funciones. 

El Consejo puede dictar medidas administrativas a aquellas personas o instituciones, incluyendo a servidores públicos que resulten responsables por actos discriminatorios. La imposición de estas medidas administrativas a los particulares se sujetará a que éstos se hayan sometido al convenio de conciliación correspondiente. 

Además, el Código Penal para el Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial del D.F. el 16 de julio de 2002, establece en el Título Décimo denominado “Delitos contra la dignidad de las personas” un tipo penal relativo a la “Discriminación”, el cual dispone una sanción de uno a tres años de prisión y de 50 a 200 días de multa al que veje o excluya a alguna persona o niegue y restrinja derechos laborales. 

Igualmente, México forma parte de los siguientes instrumentos internacionales relevantes que garantizan la no discriminación: Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.

En materia migratoria, organizaciones de la sociedad civil han manifestado su inquietud por considerar que la legislación en la materia tiende a ser discriminatoria al restringir el derecho de acción en materia civil sobre procedimientos de divorcio entre extranjero/as y matrimonio entre extranjero/as y mexicanos/as, en particular el artículo 67 de la LGP, el cual refiere que para realizar cualquier acto jurídico ante una autoridad federal, local, municipal o notario público, el extranjero debe acreditar su legal estancia en el país. No obstante, el espíritu de dicha disposición pretende evitar que el extranjero cometa o sea víctima de ilícitos como la falsificación de documentos, el tráfico y la trata de personas, en especial los denominados matrimonios serviles

Proveer mecanismos adecuados para los procesos de denuncia y queja presentados por los migrantes y las organizaciones de la sociedad civil por violencia y presuntas violaciones de los derechos humanos, sin perjuicio del derecho de acceder a los mecanismos de protección aplicables de los sistemas interamericano y universal

Asimismo, se ha puesto en marcha un mecanismo de supervisión periódica por parte de personal del sector central, principalmente en las estaciones migratorias más aisladas. Como parte de dicho mecanismo se instaló el 1° de agosto de 2003, a petición del Instituto Nacional de Migración, una oficina permanente dentro de la estación migratoria de Iztapalapa para personal de la CNDH. En la estación migratoria de Tapachula se contará con una oficina permanente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDH).

Con respecto al envío de remesas, tomar acciones concretas para promover el establecimiento, lo antes posible, de las condiciones necesarias con miras a alcanzar la meta de una reducción de por lo menos la mitad del costo promedio regional de esas transferencias, de ser posible, a más tardar en el 2008. Asimismo, según sea necesario y apropiado, adoptar medidas ateles como la promoción de la competencia entre los prestadores de estos servicios, la eliminación de obstáculos normativos y otras medidas restrictivas que afectan el costo de estas transferencias, así como el uso de nuevas tecnologías, manteniendo normas de supervisión financieras efectivas

México no impone restricción alguna a la transferencia de fondos internacionales y ha procurado que la instauración de pagos internacionales sea más eficiente.

La Reserva Federal de los Estados Unidos de América y el Banco de México (BANXICO) establecieron un sistema de “Transferencia Electrónica de Fondos Internacionales (TEFI),” mismo que recientemente entró en operación para transferencias de EUA a México y se espera que en el 2005 funcione de manera bi-direccional para proveer una manera sencilla, segura y barata de transferencias por medio de cuentas de bancos entre ambos países.

México y EUA incluyeron el tema de las remesas en su iniciativa bilateral “Sociedad para la Prosperidad”, creada a finales del 2001 y encaminada fundamentalmente a incrementar la competencia a fin de reducir los costos de dichas transferencias y vincularlas con proyectos productivos. Entre los principales logros de dicha iniciativa destacan: la reducción del costo promedio de las remesas entre 1999 y 2003 de 31 a 14 dólares por transacción, encontrándose hoy alternativas alrededor y por debajo de los diez dólares; la creciente incorporación de los migrantes mexicanos al sector financiero formal de los EUA mediante el uso de la matrícula consular mexicana como identificación; la ampliación y diversificación de productos y servicios financieros innovadores; y la diseminación periódica de información del tipo de cambio y costo de los servicios de envío de remesas. 

En 2002, el BANXICO emitió una serie de reglas a las que deberán sujetarse las instituciones de crédito y las empresas que presten el servicio de transferencia de fondos. De esta manera, BANXICO obliga a los prestadores de estos servicios a proporcionar información a fin de transparentarlos y mejorar la contabilidad. Durante 2003, cerca del 98% del total de las remesas hacia México, fueron enviadas por canales formales. Se siguen realizando esfuerzos para hacer más eficientes y efectivas las transacciones formales, a fin de incorporar a los migrantes y a sus familias al sistema financiero con el objeto de que sean beneficiados por la reducción de los costos y puedan canalizar sus recursos a proyectos productivos.

Cabe mencionar que las remesas aumentaron 35.16% en el 2003 en comparación con el año anterior. Los mexicanos residentes en Estados Unidos enviaron a México un récord de 13,265 millones de dólares en el 2003 y más de 16,000 millones de dólares en 2004, con lo que las remesas se consolidaron como la segunda fuente de ingresos externos para México. 

Para fomentar los lazos de identidad de los mexicanos radicados en el exterior hacia sus comunidades de origen, promover el uso productivo de las remesas y las iniciativas de los migrantes, contribuyendo al desarrollo de sus comunidades de origen, el gobierno federal puso en marcha en el 2002 el “Programa Iniciativa Ciudadana 3X1” (Programa 3x1), mediante el cual se busca apoyar y fortalecer las iniciativas ciudadanas para concretar proyectos que conlleven a mejorar la calidad de vida de los habitantes mediante la concurrencia de recursos de la Federación, Estados, Municipios y las aportaciones de los grupos u organizaciones de migrantes.  

El Programa 3x1 se inscribe dentro de la estrategia de microrregiones, pues a través de la generación de infraestructura social básica, que se impulsa mediante los proyectos presentados por los migrantes y la comunidad se contribuye al desarrollo local de las comunidades.

Entre los principales resultados alcanzados por el Programa 3X1 a finales de 2004, destaca su cobertura en 23 Entidades Federativas y en 343 Municipios del país, su apoyo a un total de 1,263 proyectos de inversión; adicionalmente, se han comenzado a entregar becas para los hijos de migrantes y se otorga un mayor impulso a los programas de coinversión.

Ahora bien, en seguimiento a compromisos asumidos por México en el Grupo de Trabajo sobre Migración (GTM) de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), se organizó, el Seminario Técnico Migración, Remesas y Desarrollo, los días 17 y 18 de noviembre de 2004, con la participación de funcionarios de la OCDE, dependencias gubernamentales, académicos y sociedad civil. Entre las principales conclusiones que se derivaron de dicho Seminario destacan: que a fin de aprovechar el potencial productivo de las remesas, es necesario el diseño de una política de Estado en materia migratoria que sea integral, transexenal e incluyente de la comunidad migrante al considerar las necesidades y aspiraciones económicas, políticas y culturales de esta población, evaluando sistemáticamente las demandas locales a partir de una perspectiva transnacional.

Además, el desarrollo de una política integral debe incorporar como premisas fundamentales, en primer lugar, el contar con un ambiente de confianza, seguridad y certidumbre para que los migrantes puedan invertir en sus comunidades de origen; y, en segundo lugar, el Estado debe acompañar las iniciativas de los migrantes para la optimización de los recursos enviados, a través de la viabilidad de los proyectos, el acceso a financiamiento para la realización de los mismos y el fortalecimiento de los programas ya existentes como el Programa 3X1, en un marco de mayor vinculación institucional entre todos los actores involucrados, sin que ello implique que el Estado elude su responsabilidad en la generación de desarrollo e inversión productiva. Es importante dar a conocer entre la población migrante los programas, iniciativas, opciones y casos exitosos que se tienen para la utilización productiva de las remesas, así como con quien deben acudir para la materialización de los mismos.

Si bien el desgaste del mecanismo de retorno migratorio y la tendencia a una migración de carácter permanente provocan la disminución del monto de las remesas, éstas se han constituido como un factor determinante para detener el desequilibrio macroeconómico al alcanzar en 2004 más de 16,000 mdd y representar el 2.4% del PIB, por lo que es necesario identificar a la población migrante que tiene el potencial económico de invertir en sus comunidades, tomando en cuenta que 1 de cada 4 mexicanos en EUA vive en situación de pobreza y por lo tanto no tienen capacidad de ahorro y de inversión y en su mayoría envían remesas para el sustento de sus familias. Las remesas colectivas para el financiamiento de proyectos representan sólo el 1% del total enviado.

Proporcionar los medios para preservar la salud de todas las personas a través de medidas sanitarias relativas a la asistencia médica correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad, de acuerdo con el ordenamiento constitucional y legal de cada Estado y el derecho internacional de los derechos humanos aplicable

Con relación a la atención médica urgente de trabajadores migratorios en igualdad de trato con los nacionales, el artículo 36 de la Ley General de Salud dispone que a los extranjeros que ingresen al país con el propósito predominante de hacer uso de los servicios de salud, se cobrará íntegramente el costo de los mismos, excepto en los casos de urgencias.

Además de la medicina privada, los servicios de salud en México son proporcionados por instituciones que atienden a población asegurada y no asegurada, IMSS e ISSSTE para el primer grupo, e IMSS-Solidaridad y Secretaría de Salud para el segundo grupo. 

En el caso de la población migrante mexicana en Estados Unidos,  el Programa Nacional de Salud 2001-2006 incorporó el Programa de Acción Vete Sano, Regresa Sano que ofrece un blindaje en salud, a fin de preservarla en el lugar de origen, durante el traslado y en el lugar de destino y retorno. Para tal efecto, se desarrollan actividades de difusión, comunicación educativa, capacitación y atención médica. Entre las acciones instrumentadas se encuentra la creación de una red de servicios en apoyo a las familias de migrantes que contempla la organización de Semanas Binacionales de Salud en los Estados Unidos de América con acciones simultáneas, complementarias y con continuidad en el tiempo para la promoción de mensajes saludables; elaboración de un diagnóstico mesoamericano de salud del migrante entre México y Centroamérica a partir de enero de 2005; diseño y difusión del ABC de la Salud de los Migrantes; y difusión de rutas de migración, con la ubicación de unidades médicas y domicilios.

A la fecha las acciones de salud del migrante han avanzado en diferentes vías: acciones de promoción de la salud buscando el contacto directo con la población, mediante el intercambio de promotoras y profesionales de la salud; con la sistematización de información que pueda resultar útil para los migrantes, así como el apoyo a la investigación binacional en temas de salud del migrante.

El IME cuenta con las llamadas “Ventanillas de Salud” en los Consulados, cuyo propósito es brindar a nuestros connacionales información y asesoría sobre aspectos relacionados con la salud, a fin de que puedan acceder a una atención médica oportuna, independientemente de su status migratorio. Las Ventanillas de Salud han dado buenos resultados, ya que asisten, educan y orientan a los mexicanos con información sobre las clínicas, hospitales y todos los servicios disponibles para ellos y sus familias en Estados Unidos.

Implementar las acciones y programas necesarios para mejorar el acceso efectivo de todos los niños migrantes a los sistemas educativos donde quiera que se encuentren, de acuerdo con el ordenamiento constitucional y legal de cada Estados y el derecho internacional de los derechos humanos aplicable

Implementar las acciones y programas necesarios para mejorar el accedo efectivo de todos los migrantes y sus familias en la educación, de acuerdo con e ordenamiento constitucional y legal de cada Estado y el derecho internacional de los derechos humanos aplicable

Facilitar la participación de los migrantes en la vida cultural de la comunidad

En cuanto al acceso a la educación, conforme al artículo 3 constitucional todo individuo tiene derecho a recibir educación. En la búsqueda de preservar este derecho, nuestro país ha suscrito distintos instrumentos internacionales, entre otros: la Convención de los Derechos del Niño en 1990; el Convenio 138 de la Organización Mundial del Trabajo en 1973; y la Conferencia Internacional sobre Trabajo Infantil en 1997.

Es importante destacar que la Secretaría de Educación Pública (SEP) cuenta desde 1981 con el Programa “Primaria para Niños y Niñas Migrantes (PRONIM)” que ofrece educación básica de nivel primaria a la población infantil en edad escolar que viaja junto con sus familias a diferentes estados de la República Mexicana para contratarse en los campos agrícolas como trabajadores temporales. En 2004 el Programa operó en 15 de las 31 entidades federativas: Sinaloa, Baja California, Baja California Sur, Colima, Durango, Hidalgo, Jalisco, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, San Luis Potosí, Sonora y Veracruz. Las tres primeras entidades, Sinaloa, Oaxaca y Baja California Sur concentran el 54% de la matrícula infantil a nivel primaria con la particularidad de que Oaxaca es al mismo tiempo una de las principales zonas de origen de los migrantes. Este Programa aplica para la migración interna, por lo que contando con los recursos adecuados sería idóneo extenderlo para los hijos de los migrantes internacionales.

Sobre el derecho al acceso a la educación, el IME a través de sus Jornadas Informativas sobre Educación, establece y cultiva una estrecha relación con líderes, autoridades y educadores estadounidenses responsables de los programas de educación dirigidos a los hispanos. Estas Jornadas permiten dar a conocer la oferta educativa que el gobierno de México y las instituciones públicas y privadas desarrollan en Estados Unidos para la población mexicana y de origen mexicano radicada en ese país. 

A través del IME también se procura que los trabajadores migratorios y sus familias mantengan los vínculos culturales con México que es su país de origen. En este sentido, este Instituto cuenta con los siguientes programas: 

•
“Lazos” es un servicio informativo elaborado por el IME, iniciado el 2 de junio de 2003. Se publica en dos versiones: 1) Síntesis informativa: se distribuye de lunes a viernes. Es una selección de las noticias publicadas en la prensa mexicana y estadounidense, sobre la población mexicana e hispana en Estados Unidos. 2) Boletín Informativo: se emite según surjan noticias importantes. Es un reporte sobre los asuntos y sucesos relevantes para la comunidad mexicana e hispana en la Unión Americana. 

•
También se cuenta con el portal en Internet del IME, que permite al usuario enterarse no sólo respecto a qué es el IME y cómo está conformado, sino que su contenido también ofrece información sobre temas de importancia como el debate migratorio, voto en el exterior, estadísticas, concursos, oferta institucional, entre otros temas, además de reunir todos los sitios de Internet de las diferentes comunidades de mexicanos o de origen mexicano que se encuentran viviendo en Estados Unidos.  

•
El IME también organiza concursos para la juventud de origen mexicano en el extranjero, como “Éste es mi México” y “Otra Mirada”. Estos concursos promueven entre la niñez mexicana y mexicano-americana residente en Estados Unidos el orgullo por su país de origen, a fin de estrechar los lazos con sus raíces y tradiciones. 

Diversas organizaciones de la sociedad civil han manifestado que en su opinión la LGP y su Reglamento contemplan disposiciones que no son favorables a los migrantes irregulares para la exigencia de sus derechos.  También han indicado que se han presentado casos en los que servidores públicos violentan la ley al no facilitar el acceso al registro de nacimiento de los hijos e hijas de trabajadores migratorios indocumentados,  no obstante que la LGP permite el registro, en tiempo, de los nacimientos de hijos de extranjeros en el territorio nacional, sin solicitar la comprobación previa de la legal estancia de los padres. La Constitución dispone que la nacionalidad mexicana se obtiene por nacimiento por ius soli o ius sanguini.  Además, la LGP establece que cuando los extranjeros tengan hijos nacidos en el país, la SEGOB podrá autorizar su internación o permanencia legal en el mismo.

Cooperar e intercambiar información entre los Estados en torno a las redes de trata de personas y desarrollar estrategias individuales y colectivas dirigidas a la prevención, investigación, enjuiciamiento y sanción de estas conductas, así como la protección y asistencia de las víctimas. 

Carta de Entendimiento sobre Trata de Personas (LOA). El 18 de agosto del 2005, los gobiernos de México y de Estados Unidos formalizaron un programa para implementar proyectos de cooperación contra la trata de personas y delitos relacionados, a través de la firma de una Enmienda a la Carta de Entendimiento sobre Cooperación contra las Drogas (LOA, por sus siglas en inglés), mediante la cual se hará la aportación de 8.2 millones de dólares en programas de cooperación para el combate a la trata en nuestro país.

En la Carta de Entendimiento se establecieron 7 proyectos de colaboración a fin de fortalecer las actividades dirigidas al combate de la trata de personas. Los proyectos comprenden: investigación de casos, desmantelación de organizaciones criminales, procuración de justicia, atención a víctimas y reinserción social, difusión de información y concientización de la población sobre la trata de personas, apoyo a una red de albergues e instancias de protección a víctimas.
En el marco de la LOA, el 12 de octubre de 2005, se instaló formalmente el Grupo Técnico de Trata de Personas, integrado por funcionarios de ambos países, a fin de establecer los puntos de contacto de las dependencias involucradas y las áreas geográficas prioritarias para combatir el problema de manera conjunta.
El 19 de octubre se llevó a cabo la Primera reunión del Grupo de Trabajo sobre Trata de Personas, durante la cual se acordó comenzar a trabajar de inmediato en la atención de casos específicos, a través del intercambio de información entre el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (CISEN), la Procuraduría General de la República (PGR), el Departamento de Justicia y el Departamento de Seguridad Interna de los EUA. 

El 28 de noviembre de 2005 se celebró la X Reunión Intersecretarial del Subgrupo de Trata de Personas, durante la cual se acordó que, para el primer bimestre del 2006, se integrará la Comisión Intersecretarial sobre Trata de Personas, con el propósito de coordinar el trabajo de todas las dependencias de gobierno, principalmente en materia de: (i) prevención y atención a víctimas; (ii) capacitación e imposición de sanciones; y (iii) seguimiento a las reformas e iniciativas en el Congreso en materia de tráfico y trata de personas.

El 15 de diciembre de 2005 se llevó a cabo una teleconferencia bilateral del Subgrupo de Trata de Personas en la que México se comprometió a fortalecer los esfuerzos de coordinación contra la trata de personas entre los tres órdenes de gobierno, a través de los Grupos de Coordinación con que cuenta México en las 32 entidades federativas. Por su parte, el gobierno de EUA, a través del Departamento de Justicia se comprometió a designar a su Asesor para brindar asistencia técnica procesal a México. A principios del 2006 habrá una reunión para definir las ONG que participarán en los proyectos bilaterales de cooperación contra la trata de personas.

Programa OASISS (Operation Against Smugglers Initiative on Safety and Security). En lo referente al tráfico de indocumentados, el INM participó activamente en la definición de los términos de implementación del programa OASIS (Operation Against Smugglers (and traffickers) Initiative on Security) y coadyuva con otras instituciones, en el ámbito de su competencia, para hacer un frente común en contra de éste delito.
Del 21 al 24 de junio de 2005 se llevó a cabo una reunión bilateral en Yuma, Arizona, donde participaron funcionarios de la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE), PGR, CISEN y del INM para identificar el esquema de cooperación necesario para procesar penalmente a traficantes y tratantes de personas, en cualquiera de los dos países o en ambos. 
El 17 de octubre se efectuó una reunión binacional sobre el Programa OASIS, con el propósito de presentar los resultados actuales del programa y analizar la posibilidad de expandirlo en otros puntos de la frontera.
Entre los resultados del programa OASIS destacan: (i) la conclusión del entrenamiento de funcionarios públicos en California (San Diego) y Arizona (Yuma y Tucson); (ii) la concentración de una base de datos que contiene los puntos de contacto con todos los sectores y puertos de entrada; (iii) la destacada coordinación para la elaboración del comunicado de prensa conjunto para anunciar el programa; (iv) las campañas de prevención a nivel local, a través de anuncios en radio y televisión; (v) los importantes resultados de  arrestos, detenidos y enjuiciamientos en ambos países. 

Del 1 de enero al 28 de septiembre de 2005, en el ámbito nacional, se llevaron acabo 2 mil 136 operaciones, en el marco de la Operación Permanente Nacional contra el tráfico y trata de personas y delitos conexos.

El 23 de abril de 2004, durante la visita oficial del Presidente Vicente Fox a Guatemala, se suscribió el Memorándum de Entendimiento para la Protección de las Mujeres y de los Menores de edad Víctimas de la Trata y Tráfico de Personas en la frontera entre México y Guatemala, el cual entró en vigor el 22 de febrero de 2005.

El INM y la Cancillería de Guatemala han trabajado conjuntamente en la elaboración de un Programa Anual de Trabajo y un Marco Operativo para la Implementación del Memorándum de Entendimiento.

Durante el primer trimestre de 2006 se prevé la realización de la I reunión de la Comisión Técnica Binacional responsable de instrumentar el programa de trabajo anual. Está pendiente que se nos notifique de la constitución de la Comisión por parte de Guatemala.
El 17 de mayo de 2005 se firmó con El Salvador el “Memorándum de Entendimiento para la protección de las personas, especialmente mujeres y menores de edad víctimas de la trata y tráfico ilícito”. Tiene como objetivo llevar a cabo acciones de colaboración entre ambos países para proteger a las víctimas de la trata y tráfico ilícito de migrantes.

Se encuentran en proceso de negociación dos Memoranda con Brasil y Ecuador, para el combate al tráfico y a la trata de personas.
Desarrollar programas de información y asistencia dirigidos a los migrantes y sus familias que regresan a sus países de origen. 

Proteger la integridad física de los migrantes y tomar las medidas pertinentes para prevenir, combatir y erradicar la violencia y otras formas de delito, tales como el fraude, la extorsión y la corrupción, cometidos contra los migrantes.

Grupos Beta. Los Grupos de Protección a Migrantes, Grupos “Beta”, dependientes del Instituto Nacional de Migración fueron creados en 1990. Han desempeñado un importante papel en la protección de todos los migrantes que se enfrentan a serios peligros en el intento de cruzar la frontera por lugares de mayor riesgo para su integridad física. 

Actualmente se encuentran en operación 17 grupos de Protección a Migrantes: 13 Grupos “Beta” en la frontera norte: Tijuana, Tecate, Mexicali en Baja California; San Luis Río Colorado, Sonoyta, Nogales, Sásabe y Agua Prieta en Sonora; Piedras Negra y Cd. Acuña en Coahuila; Ciudad Juárez y Puerto Palomas en Chihuahua y Matamoros en Tamaulipas y 4 en la frontera sur: Comitán y Tapachula en Chiapas; Tenosique en Tabasco; y Acayucan en Veracruz. Asimismo, se cuenta con 4 suboficinas en Naco, Sonora, y Tuxtla, Pijijiapan y Cd. Cuauhtémoc en Chiapas. Cabe señalar que los Grupos Beta de Puerto Palomas, Cd. Acuña y Acayunan se encuentran en proceso de formalización entre los tres niveles de gobierno.

Los Grupos Beta están conformados por médicos especialistas en traumatología de reconocido prestigio y el nuevo personal operativo que se ha venido incorporando, corresponde al perfil de paramédico y/o rescatista, todo ello con el fin de ofrecer al migrante protección en un sentido eminentemente humanitario.

El INM con el apoyo de la Cruz Roja Mexicana estableció el Programa de Ayuda Humanitaria a Población Vulnerable, que consiste en la instalación de dos clínicas móviles, operadas por técnicos de urgencias médicas y socorristas, mismas que cubren de manera alterna la zona de San Luis Río Colorado, Sonoyta, Sásabe y Naco en el estado de Sonora, zona en la que se presenta el mayor número de decesos de migrantes en toda la frontera con los Estados Unidos. 

El Grupo Beta cuenta con equipo de radiocomunicación de alta tecnología, consistente en 460 radios MATRA entre móviles y portátiles y se instaló en la región del Sásabe en Sonora una torre de telecomunicaciones en abril de 2004, previéndose próximamente la instalación de una estación repetidora en la localidad de Tubutama, Municipio de Saric. Ello permite cubrir la ruta Altar-Sásabe, de gran flujo migratorio, para acceder a la Red Nacional de Radiocomunicación de Seguridad Pública; facilitando la coordinación Interinstitucional para una protección más eficaz de los migrantes en todo el territorio nacional.

Se han establecido los mecanismos de control necesarios, para que todas las denuncias de violaciones a los derechos humanos de los migrantes que sean atendidas por los Grupos Beta se canalicen a la autoridad respectiva. Asimismo, en los casos en los que se encuentren involucrados servidores públicos, las denuncias son turnadas a la Secretaría de la Función Pública para los efectos procedentes. Por otra parte, se realizan Reuniones de Coordinación Interinstitucional en las que asisten todas las corporaciones de seguridad pública, en donde se expone la situación observada en el radio de acción de los Grupos Beta, con el objeto de que se tomen las medidas necesarias para evitar que los migrantes sean agredidos física y patrimonialmente.

Los Grupos Beta realizan la instalación y el mantenimiento permanente de Señalamientos Preventivos, en zonas de alto riesgo y flujo migratorio, que alertan a los migrantes sobre los riesgos climatológicos y orográficos a los que se enfrentan en su tránsito a los Estados Unidos, todo ello a fin de evitar en lo posible daños a la integridad física de los migrantes. Asimismo, los Grupos Beta realizan la actualización periódica del Atlas de Riegos y de las Rutas de Flujos Migratorios. 

En las zonas desérticas del estado de Baja California, en especial Tecate y Mexicali, se instalaron 25 depósitos de agua, los cuales están siendo operados con la ayuda de organizaciones humanitarias de carácter internacional, garantizando que se mantengan limpios y tengan suficiencia de agua para los migrantes que transitan por esa zona desértica.

Como resultado de las labores de rescate y salvamento emprendidas por los Grupos Beta, durante el año 2005, destacan:

En de enero de 2005 se llevó a cabo la suscripción del Acuerdo de Coordinación de Acciones Tendientes a la Protección de Migrantes y del Convenio Específico de creación del Grupo Beta Cd. Juárez, entre los tres niveles de gobierno en la ciudad de Chihuahua.

En febrero, se pusieron en operación 22 nuevas camionetas todo terreno en zonas para incrementar el patrullaje en las zonas de alto riesgo. Asimismo, durante el mes de mayo inició en la zona sur una ambulancia para asistir en casos de emergencias médicas de migrantes heridos y lesionados.

En abril se inauguro la operación del segundo Módulo de Atención para Menores Migrantes Repatriados en Sonora, en coordinación con el DIF Estatal, en las instalaciones de la delegación local del INM en Nogales Sonora, a fin de dar asistencia social humanitaria a esta población vulnerable.

Se actualizó el Atlas de Riesgos y Rutas de Flujos Migratorios que contiene información técnica confiable sobre las zonas geográficas por las que cruzan los migrantes hacia los Estados Unidos y establecer patrullajes permanentes en los sectores de riesgo y de tránsito masivo de migrantes.

En junio iniciaron operaciones los Grupos Beta Puerto Palomas, Chihuahua y Cd. Acuña, Coahuila, en proceso de formalización.

Con objeto de reforzar los operativos de rescate, primeros auxilios y asistencia social humanitaria, en agosto se incorporaron 15 nuevos Agentes Protectores de Migrantes; 9 para apoyar en la frontera norte y 6 en la frontera sur.

Como parte del proceso de profesionalización en labores de rescate, salvamento y protección efectiva de los derechos humanos, se impartieron 31 cursos a 261 personas, destacando la realización en los meses de marzo y abril del Taller de Actualización Técnica-Jurídica-Operativa en la ciudades de Tijuana, Piedras Negras y Comitán, dirigido al personal operativo de los Grupos Beta en temas como Derechos Humanos, Primeros Auxilios, Rescate en el Desierto, Intervención en Crisis, Reanimación Cardio-pulmonar, Efectos Nocivos del Frío y del Calor y Fracturas e Inmovilizaciones. Asimismo, se realizaron en dos Academias Binacionales México Estados Unidos, relativas a temas de Búsqueda y Rescate de migrantes en situación de riesgo en las ciudades de El Centro, Cal. y Comitán, Chiapas con participación de personal especializado de la Patrulla Fronteriza.

Durante los meses de junio y septiembre de 2005, se llevo a cabo el Programa de Repatriación Voluntaria al Interior, a fin de reducir los decesos de migrantes en la región de Sonora-Arizona. Al efecto se repatriaron 20 mil 590 connacionales por vía aérea desde Tucson a la Cd. de México y por vía terrestre a sus comunidades.

Se estableció el Programa de Verano 2005 en la Frontera Norte con objeto de prevenir riesgos y salvar vidas en el corredor de alto riesgo Sonora-Arizona, catalogado como el de mayor flujo de migrantes.

En los meses de julio y septiembre se implementó el Plan Emergente de Protección a Migrantes en la Frontera Norte, con acciones tendientes a la protección efectiva de su integridad física, dadas las altas temperaturas registradas durante ese período.

En Diciembre, se instrumentó el Programa de Invierno de Protección a Migrantes en la Frontera Norte cuyas estrategias y líneas de acción proveen mayores y mejores recursos a los Grupos Beta para enfrentar los efectos de las bajas temperaturas y estar en capacidad de brindar protección efectiva a los migrantes.

En cifras, entre las acciones relevantes realizadas por los Grupos Beta para la atención de migrantes durante el año 2005 destacan: el rescate de 5,839 migrantes, la atención de 1,530 migrantes lesionados o heridos; la asistencia social de 143, 563, la repatriación de 120,002 migrantes y la atención a 96 migrantes mutilados.

Programa Paisano. Tiene como objetivo asegurar un trato digno y conforme a derecho, para los mexicanos que ingresan, transitan o salen de nuestro país, a través de información y difusión sobre sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones; protección de su integridad física y patrimonial; sensibilización y capacitación de servidores públicos y sociedad; y, atención y seguimiento de quejas y denuncias. Desde el inicio de la administración del Presidente Fox, Paisano es un programa permanente, preventivo y de orientación.
Entre sus principales logros destaca:

Generó confianza en el gobierno de México por el combate a la corrupción; la protección de bienes y personas; la simplificación de trámites; y la atención personalizada.

Desarrolló y realiza una importante labor de educación de la comunidad mexicana en EUA, para que conozca sus derechos y obligaciones al visitar México.

Creó y promueve una cultura de prevención y cumplimiento de las normas nacionales entre los paisanos, cubriendo un vacío de información entre ellos y las instituciones.

Cuenta con gran aceptación y arraigo entre la comunidad de origen mexicano en EUA y vincula sus demanda con los trámites y servicios las dependencias y entidades.

Motivó a los gobiernos estatales a crear programas para sus oriundos que viven en EUA.

El nivel de coordinación interinstitucional permite una estructura pequeña con costos mínimos que no generan presupuestos adicionales.
Como principales resultados de las acciones realizadas en el año 2005, resalta la iniciativa de Información personalizada. En el 2005, se informó personalmente a 56 mil 761 paisanos vía telefónica, correo y en las oficinas del programa; se ha capacitado sobre trámites y atención y calidad en el servicio a tres mil 579 servidores públicos y personas de la sociedad civil que tienen contacto directo con los connacionales. Adicionalmente se realizaron 106 mil 903 consultas a la página www.paisano.gob.mx.

Se realiza una atención personalizada y oportuna de las quejas y denuncias, canalizándolas a los órganos internos de control de las dependencias y las contralorías estatales, informando a los afectados el seguimiento y resultado. En el 2005 se recibieron 129 quejas y denuncias, mismas que fueron atendidas.

La Guía Paisano se confirma como un instrumento trascendental de información. Su enriquecimiento y actualización es producto de la participación de 20 entidades de la administración pública federal. La claridad en los textos fue lograda con la participación de sus usuarios, quienes modificaron y aprobaron el lenguaje, haciendo más sencilla su lectura. La edición 2005-2006 consta de un tiraje de 2 millones de ejemplares, de los cuales ya se están distribuyendo de la siguiente manera:
Consulados: a través de la red consular de Estados Unidos y Canadá con el apoyo de la Secretaría de Relaciones Exteriores, donde hasta la fecha se han distribuido 722 mil 400 ejemplares.

En la República Mexicana se distribuye principalmente a través de las 32 delegaciones regionales del Instituto Nacional de Migración, quienes a la fecha han repartido 569 mil 040; además del apoyo de las delegaciones estatales de SECTUR que repartieron 45 mil 120 y de SEDESOL con 42 mil 720 ejemplares.  Además de que otras dependencias como la Procuraduría Agraria y la Secretaría de Salud a través del Programa “Vete Sano Regresa Sano” también se suman a la tarea de distribución de la Guía.

El INM refuerza el trabajo con tres operativos de observadores efectuados en las temporadas de semana santa, verano y fin de año. Para su coordinación se  llevaron a cabo 119 reuniones de comité estatal, local y técnico, así como de la Comisión Intersecretarial. En dichos operativos se informó y orientó a casi un millón 500 mil  personas en los módulos Paisano, instalados en los puntos de ingreso a México,  atendidos por tres mil 230 personas de la sociedad civil. Esto permitió bajar los índices de corrupción.

Realizar los mejores esfuerzos para obtener el cumplimiento de las leyes laborales haciendo hincapié en la situación y condiciones de trabajo de los trabajadores migrantes creando transparencia, conocimientos y profesionalismo y compartiendo mejores prácticas

Los trabajadores migratorios que laboran en nuestro país tienen los mismos derechos que los nacionales en lo concerniente a la remuneración. La Constitución Política señala que: “Para trabajo igual debe corresponder salario igual, sin tener en cuenta sexo ni nacionalidad”.  

En congruencia con lo anterior, el procedimiento de fijación de los salarios mínimos generales es de aplicación general en la República, independientemente de la condición migratoria de la persona.

En caso de violación del principio de igualdad jurídica o de otros derechos laborales, los trabajadores, sus beneficiarios y sus sindicatos, cuentan con los recursos legales que la LFT les concede a fin de hacer valer sus derechos laborales. La Procuraduría Federal de la Defensa de los Trabajadores (PROFEDET) de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) ofrece a los trabajadores y sus sindicatos servicios gratuitos de asesoría, conciliación y representación jurídica promoviendo la cultura de la prevención, privilegiando la conciliación como forma de solución expedita de los conflictos. De ser necesario, la PROFEDET también representan a los trabajadores, a sus beneficiarios y a sus sindicatos ante los tribunales laborales, los organismos jurisdiccionales, administrativos y cualquier otra institución pública y privada. 

En cuanto a la seguridad social, no existe prohibición alguna para que un trabajador migratorio pueda afiliarse al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) siempre y cuando los trabajadores que cumplan con los requisitos que la Ley del Seguro Social establece.

La Ley de Seguro Social es de utilidad pública y comprende seguros de invalidez, de vejez, de vida, de enfermedades y accidentes y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores y sus familiares sin distinción entre nacionales y extranjeros.

Cabe mencionar que corresponde a los patrones inscribir a sus trabajadores en el IMSS proporcionándole a dicho Instituto la Clave Única de Registro de Población del trabajador, además de, previamente, constatar la calidad migratoria de los extranjeros que contraten y verificar si están autorizados por la autoridad competente para dedicarse al ejercicio de la actividad lucrativa de que se trate. 

Si los trabajadores migratorios se encuentran registrados en el IMSS serán propietarios de los recursos depositados en sus cuentas individuales, de acuerdo con la Ley del Seguro Social, tomando en consideración que las personas que se pensionen, o que lleguen a la edad de pensionarse por cesantía en edad avanzada y vejez, recibirán además de la pensión que corresponda, sus fondos acumulados en la subcuenta del seguro de retiro.

Aunado a lo anterior, el IMSS celebró un Convenio de Seguridad Social con el gobierno de España firmado el 25 de abril de 1994 y en operación desde el 1° de enero de 1995, mismo que se aplica a los trabajadores nacionales de cada una de las Partes que acrediten estar o haber estado inscritos en el sistema de seguridad social correspondiente, así como a los miembros de sus familias reconocidos como beneficiarios. El Convenio establece que en México se aplicará a los regímenes obligatorio y voluntario contemplados en la Ley del Seguro Social, relativos a las pensiones derivadas de riesgos de trabajo, seguros de invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y muerte. En España se aplica al Régimen General y a los Regímenes Especiales, relativos a pensiones derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, y pensiones de invalidez, vejez, muerte y supervivencia.

El 27 de abril de 1995 México suscribió un Convenio sobre Seguridad Social con el gobierno de Canadá que se aplica, igualmente, a cualquier persona que esté o haya estado sujeta a la legislación en la materia de cualquiera de los dos países.  Asimismo, el 29 de junio de 2004, México y Estados Unidos firmaron un Convenio sobre Seguridad Social, que se encuentra en proceso de ratificación por el Senado de la República y actualmente se está negociando la eventual firma de un Convenio para la Exportación y Control de Beneficios de Seguridad Social con el gobierno de los Países Bajos.

En cuanto a los trabajadores mexicanos que laboran en el extranjero y que no se encuentran beneficiados por los convenios antes referidos el artículo 28 de la LFT, inciso c), señala que el trabajador tendrá derecho a las prestaciones que otorguen las instituciones de seguridad y previsión social a los extranjeros en el país al que vaya a prestar sus servicios, así como el derecho a ser indemnizado por los riesgos de trabajo.

Informe de la Delegación de Canadá

Sesión especial sobre el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias

16 de marzo de 2006

Canadá aprecia esta oportunidad para ofrecer un vistazo sobre nuestra participación y compromiso relacionados con los temas de refugiados en el hemisferio durante el último año.

Canadá defiende y destaca con firmeza la necesidad de contar con sistemas migratorios legales, ordenados y bien administrados que incluyan el respeto por los derechos humanos de los migrantes. Es evidente que la migración legal ofrece mayor protección a los migrantes. La migración irregular fomenta la vulnerabilidad, el riesgo y el abuso y Canadá defiende con ahínco los esfuerzos que se realizan para combatir los delitos transnacionales de contrabando de migrantes y la trata de personas.  Además, contamos con una red de Oficiales de Inmigración Íntegros que trabajan en nuestras embajadas para identificar tendencias, prevenir movimientos migratorios irregulares y ofrecer capacitación para identificar casos de fraude. Asimismo, alentamos a todos los Estados que aún no lo han hecho, a que firmen, ratifiquen e implementen la Convención de las Naciones Unidas sobre Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos.  

En nuestro Hemisferio, Canadá tuvo el placer de participar en la conferencia regional para las Américas de la Comisión Mundial sobre las Migraciones Internacionales que se celebró en México, en mayo de 2005.  Durante esta audiencia, Canadá hizo su presentación a la Comisión Mundial sobre su enfoque con respecto a la administración de asuntos migratorios y estableció un diálogo internacional constructivo que reconoce los intereses y desafíos comunes que se presentan al abordar estos movimientos.

Canadá valora su participación en esta Conferencia Regional sobre Migración (CRM), que data desde hace once años (con México, América Central, Estados Unidos y la República Dominicana) y tuvo el placer de ejercer la Presidencia Pro-Témpore en 2005. Esta conferencia también conocida como el Proceso Puebla, reúne a los Estados para abordar el problema desde una perspectiva de intereses y preocupaciones comunes y para observar las áreas donde es posible lograr cooperación y coordinación de acciones. Canadá considera que este proceso consultivo regional es un modelo exitoso para la cooperación internacional en el área de inmigración.  Este éxito se logra en gran medida gracias a la dedicación de los Estados participantes que actúan con un espíritu de participación constructiva, con iniciativas de cooperación eficaz y con resultados tangibles. (NOTA: El Salvador ocupa actualmente la Presidencia Pro Témpore de la CRM y podría describir algunas de las actividades concretas del último año – el taller de OIM-OACI sobre estandarización de documentos de viaje; el taller para considerar las directrices para la repatriación de menores víctimas de la trata de personas.) 

Con respecto al tema específico de la trata de personas, Canadá ha adoptado varias medias durante el último año para mejorar nuestra capacidad de respuesta a nivel interno, regional e internacional.

De conformidad con sus obligaciones contenidas en el Protocolo de las Naciones Unidas sobre Tráfico de Personas, Canadá promulgó dos importantes leyes durante 2005, las cuales describen mejor la naturaleza de esta práctica y con ellas mejoraremos significativamente nuestra capacidad para proteger a las personas vulnerables contra este terrible delito. Se enmendó nuestro Código Penal para incluir tres nuevos delitos específicos para combatir de mejor manera el tráfico de personas al prohibir específicamente: el tráfico de personas, recibir beneficios financieros o materiales de otro tipo producidos por la trata de personas y el ocultamiento o destrucción de los documentos de viaje o de identificación para llevar a cabo un delito de tráfico de personas. Además, Canadá enmendó sus leyes para ofrecer mejor protección a las víctimas y testigos vulnerables, incluidas las víctimas de la trata de personas, mediante la ampliación del uso de componentes para la toma de testimonio – tales como pantallas, televisión en circuito cerrado y personas de apoyo. Esto podrá asistir a las víctimas a expresar sus puntos de vista y preocupaciones durante las declaraciones de testigos contra sus victimarios traficantes.

A nivel regional, Canadá participó en la reunión organizada por la OEA en Venezuela, esta semana, sobre Trata de Personas. 

Canadá apoyó trabajos realizados en la región sobre prevención de la trata de personas y actividades de concienciación a través de alianzas con ONGs y organizaciones multilaterales. Por ejemplo, a través del Programa de Seguridad Humana, estamos apoyando la realización de un taller regional que se llevará a cabo la próxima semana en Costa Rica bajo los auspicios de la OIM para promover la concienciación del público y de los medios de comunicación de alto nivel y a representantes gubernamentales acerca de las cuestiones de trata de personas para desarrollar productos de concienciación para su difusión en México, Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua, Costa Rica y Panamá. La Agencia Canadiense para el Desarrollo Internacional recientemente aportó  financiamiento para actividades de combate al tráfico de personas en Nicaragua y Perú. 

Canadá apoyó a una organización de la sociedad civil en Costa Rica (CIDEHUM) para organizar talleres en América Central con el objeto de despertar el interés del público en materia de prevención de las violaciones de los derechos humanos de los migrantes irregulares, en particular en el contexto del contrabando y tráfico de personas.

En el contexto de la protección de refugiados y el apoyo al trabajo del Alto Comisionado para los Refugiados de las Naciones Unidas (ACNUR), las autoridades canadienses y los representantes de la sociedad civil participaron en la Primera Reunión sobre Reasentamiento Solidario en las Américas, celebrada en Quito, Ecuador, durante el mes de febrero, y ofreció compartir sus experiencias con los gobiernos regionales para fortalecer la capacidad para las actividades de reasentamiento de refugiados.

Asimismo, hoy observamos complacidos algunos trabajos que se han realizado en el contexto de la Comisión para la Cooperación Laboral del Acuerdo para la Cooperación Laboral de América del Norte (ACLAN) (acuerdo anexo al NAFTA). Bajo la dirección de los Ministros de Trabajo de Canadá, Estados Unidos y México, la Comisión ha publicado una Guía de Empleo y Leyes Laborales para los Trabajadores Migrantes. Esta guía se preparó para educar a los trabajadores migrantes sobre sus derechos en los países de América del Norte. Se han distribuido copias a los trabajadores que participan en el Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales en Canadá.  La guía está disponible en español, francés e inglés en la página de la NAALC (www.naalc.org). 

El próximo año también promete ser un importante momento para llamar la atención sobre el tema de los trabajadores migrantes y el vínculo que existe entre el movimiento de personas y el desarrollo. Como todos bien sabemos, Naciones Unidas auspiciará, durante dos días, el Diálogo de Alto Nivel sobre Migración Internacional y Desarrollo, en el mes de septiembre, al iniciarse el período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Canadá considera este evento como una oportunidad para un intercambio constructivo de ideas que concentren la atención en la forma en que la migración bien manejada puede contribuir al desarrollo, y en particular al logro de las Metas de Desarrollo del Milenio. Asimismo, Canadá considera positiva la programación de los eventos previos al diálogo de septiembre los cuales le prestan atención específica al Diálogo de Alto Nivel y ofrecen oportunidades para considerar asuntos y perspectivas particulares sobre este tema.

Durante el pasado mes de diciembre, Canadá participó complacido en un evento organizado por México junto con la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), el Fondo de Poblaciones y la División sobre Poblaciones de las Naciones Unidas, el cual se dedicó a la migración internacional y a las cuestiones de desarrollo en esta región.

Autoridades canadienses participaron en una sesión este mes en Nueva York, de la Comisión sobre la Condición Jurídica y Social de la Mujer que estudió las dimensiones de género en el contexto de la migración internacional. Delegados canadienses y un representante de la sociedad civil también participaron en un diálogo que estudió el tema de la delincuencia en materia de trata de personas desde la perspectiva de la violencia contra la mujer. 

Además, estaremos participando activamente en la reunión de la CEPAL que se celebrará la próxima semana en Montevideo, Uruguay y en la reunión de la Comisión sobre Población y Desarrollo, en el mes de abril en Nueva York, la cual abordará los temas de población, migración y desarrollo. 

Con respecto a las actividades concretas dirigidas específicamente a la situación de los trabajadores migrantes temporales, Canadá está estudiando activamente la posibilidad de organizar un taller sobre trabajadores. 
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At the beginning of the 21st Century, 175 million people, 2.9 percent of the world’s population, are living outside their countries of citizenship.   This population would constitute the world’s fifth largest country if put in one territory.  

Half of this population, some 86.5 million, is economically active, that is to say employed, self-employed or otherwise active in remunerative activity.  Across the Americas, this number is provisionally estimated at 23 million for the year 2000 by ILO.

We can say that most adult migrants of working age are involved in the world of work, given that children and aged people are included in that total.  In the context of the challenges of globalization, issues of protection of migrant workers are fundamental to good governance, decent work and social cohesion.

A.  THE IMPACT OF GLOBALISATION

Growing economic interdependence of states has been a widely acknowledged component of globalisation.  However, its effect on international population movements is less easy to generalize. According to a recent ILO study, put it, evidence points to increasing migration pressures in many parts of the world, as many developing countries face serious social and economic dislocation associated with persistent poverty, growing unemployment, loss of traditional trading patterns, and what has been termed a ‘growing crisis of economic security. 

As ILO Director-General, Juan Somavia put it, if you look at globalization from the point of view of peoples’ concerns, it single biggest failure is its inability to create jobs where people live.  In sum, migration pressures on the “supply side” are increasing as possibilities for employment and economic survival are reduced.

On the other side, demand for migrant labour is also increasing.  Demographic trends, notably population declines and ageing work forces in industrialized countries mean that immigration is becoming an increasingly important option to address changing labour force composition and needs and future economic and social performance.   

Already, growing competition for highly educated specialists in expanding service sectors has resulted in a significant rise in skilled labour migration.  Simultaneously, the global efforts to fill shunned “3-D jobs” and maintain economic competitiveness produce a continuous demand for cheap and low-skilled migrant labour in many sectors of the world economy. 

It is often said that, migrant labour fills the “three-D” jobs: dirty, dangerous and degrading.  Migrant labour has long been utilized in developed and under-developed economies as a low cost means to sustain economic enterprises and sometimes, entire sectors that are only marginally viable or competitive.  Today, migrant labour ensures low cost agricultural produce, domestic service, cheap construction labour, and services in the “sex industry” in many countries.

The persistence of dual labour markets under globalization is expanding the number of precarious jobs which national workers are reluctant to take.   Small and medium size companies and labour–intensive economic sectors do not have the option of relocating operations abroad.  Responses include downgrading of manufacturing processes, deregulation, and flexibilization of employment, with increased emphasis on cost-cutting measures and subcontracting. 

Labour of irregular migrants is resorted to reduce cost of production, since they are willing to work for inferior salaries, for short periods in production peaks, or to take physically demanding and hazardous jobs. This is true today in the Americas as anywhere else in the world.

Legally unprotected, migrant labour, therefore, is an attractive instrument for maintaining competitiveness. This is, however, at the expense of formal protections of workplace safety, health, minimum wage and other standards.  

B.  THE PROTECTION OF MIGRANT WORKERS

How is protection of migrant workers in the Americas to be addressed in the face of these challenges?

Two statements are worth underlining:

1) Migration policy and practice can only be viable and effective when they are based on a firm foundation of legal norms, and thus operate under the rule of law.
2) The necessary framework for national law on migration is amply laid out in the two ILO conventions on labour migration, the ILO Migration for Employment Convention of 1949 (No. 97) and the Migrant Workers (Supplementary Provisions) Convention, 1975 (No. 143) together with the 1990 International Convention on the Protection of Rights of All Migrant Workers and Members of Their Families.  These three instruments comprise an international charter on labour migration providing a broad normative framework covering treatment of migrant workers and inter-State cooperation on regulating migration.  

Recognizing the sovereign right of States over their migration policies, three fundamental notions characterize the protection in existing international law for migrant workers and members of their families:

1. Equality of treatment between regular migrant workers and nationals in the realm of employment and work.

2. Core universal human rights apply to all migrants, regardless of status.  This was established implicitly and unrestrictedly in ILO Convention 143 of 1975 and later delineated explicitly in the 1990 Convention. It is also a principle of international human rights law.

3. The broad array of international labour standards providing protection in treatment and conditions at work, including in safety, health, maximum hours, minimum remuneration, non-discrimination, freedom of association, maternity, apply to all workers.  This notion was most recently upheld in a recent Opinion issued by the Inter-American Court of Human Rights.

Elaboration of specific international normative instruments on migrant workers dates to 1920s.  A first international treaty addressing treatment of foreign workers was established under ILO auspices in 1931. However, the economic and political turmoil that built up into World War II precluded promotion and adoption by more than a handful of States.  

In 1949, the year after adoption of the Universal Declaration of Human Rights and two years before establishment of the 1951 International Convention on the Status of Refugees, the first widely implemented instrument on migrant workers was adopted by the ILO, and subsequently ratified by an important number of both host and home States of migrants in the 1950s and 1960s.

The ILO Migration for Employment Convention of 1949 (No. 97) established equal treatment between nationals and regular migrants in areas such as recruitment procedures, living and working conditions, access to justice, tax and social security regulations. The ILO Migrant Workers (Supplementary Provisions) Convention of 1975 (No. 143) took law on international migration further by establishing norms to reduce exploitation and trafficking of migrants while insuring protections for irregular migrants, and to facilitate integration of regular migrants in host societies. 

The content of ILO Conventions 97 and 143 formed the basis for drafting the 1990 International Convention, which expanded and extended recognition of economic, social, cultural and civil rights of migrant workers rights.  This Convention is characterized as one of the seven fundamental human rights instruments that define basic, universal human rights and ensure their explicit extension to vulnerable groups world-wide.
 

Eight points describe the importance of these three Conventions:

1 They establish comprehensive “values-based” definitions and legal bases for national policy and practice regarding non-national migrant workers and their family members. They thus serve as tools to encourage States to establish or improve national legislation in harmony with international standards.

2 They lay out a comprehensive agenda for national policy and for consultation and cooperation among States on labour migration policy formulation, exchange of information, providing information to migrants, orderly return and reintegration, etc.

3 The 1990 International Convention further establishes that migrant workers are more than labourers or economic entities; they are social entities with families and accordingly have rights. It reinforces the principles in ILO migrant worker Conventions on equality of treatment with nationals of states of employment in a number of legal, political, economic, social and cultural areas. 

4 ILO Convention 143 and the 1990 Convention include provisions intended to prevent and eliminate exploitation of migrants. 

5 ILO Convention 143 and the 1990 Convention explicitly address unauthorized or clandestine movements of migrant workers, and call for resolving irregular or undocumented situations, in particular through international cooperation.

6. These Conventions also resolve the lacunae of protection for non-national migrant workers and members of their families in irregular status and in informal work by providing norms for national legislation of receiving states and their own states of origin, including minimum protections for undocumented or unauthorized migrant workers. 

7 While the three Conventions address migrant workers, implementation of their provisions would provide a significant measure of protection for other migrants in vulnerable situations, such as victims of trafficking.

8 The extensive, detailed and complementary text contained in these instruments provides specific normative language that can be incorporated directly into national legislation, reducing ambiguities in interpretation and implementation across diverse political, legal and cultural contexts.

C. ELEMENTS FOR A POLICY AGENDA  

International dialogue and consultation on migration has increasingly focused in recent years on identifying common approaches and means for cooperation among States in regulating what is by definition a phenomena requiring international cooperation.  A decade ago, delegates of some 160 countries agreed upon a comprehensive common agenda in the chapter on migration of the Plan of Action adopted by the 1994 International Conference on Population and Development (ICPD) in Cairo.  More recently, regional migration dialogues—notably the Puebla and Lima processes in the Americas-- and the Berne Initiative’s International Agenda for Migration Management have elaborated common approaches.  

An essential recent contribution was the adoption by resolution, at the 2004 International Labour Conference in Geneva, of the Conclusions of a general discussion on migrant workers. The Conclusions provided for a Plan of Action on migrant workers.  They outline a comprehensive approach to regulating labour migration from a rights based approach in the context of labour market and employment considerations. Especially significant was the adoption of the resolution by consensus by ministerial level government representatives and leadership of trade union and employer federations from the 177 ILO member States. Following this Plan of Action, the ILO subsequently drafted a comprehensive Mulilateral Framework for Labour Migration from a rights-based approach that takes into account labour market concerns and sovereignty of States.  This non-binding framework was adopted last November by an ILO Tripartite Meeting of Experts. It is submitted to the Governing Body of the ILO for final approval in March 2006.

Taking into account the 2004 International Labour Conference resolution, the framework together with provisions of the Berne Initiative’s International Agenda for Migration Management as well as the report of the Global Commission on International Migration, eight main components of a labour migration policy agenda required to ensure that migration benefits host and home countries and the migrants themselves may be identified:

1) A standards-based foundation for comprehensive national labour migration policies and practices. 

As noted above, the three instruments comprising an international charter on migration provide the normative framework and specific model legislative language required to establish a basis for national policy. 76 different States have now ratified one or more of these three complementary standards.
  A major point of establishing rights and legislative policy standards is to ensure social legitimacy and accountability, only guaranteed by a policy foundation in the rule of law.  

2) An informed and transparent labour migration policy and administration 

Immigration practice must respond to measured, legitimate needs, taking into account domestic labour concerns as well.  Such a system must rely on regular labour market assessments to identify and respond to current and emerging needs for workers, high and low skilled.  Policy and practice will need to address such areas as awareness raising, supervision of recruitment, administration of admissions, training of public service and law enforcement officials, recognition of educational equivalencies, provision of social and health services, labour inspection, rights restoration and recovery for victims of trafficking, and other areas.

3) Institutional mechanisms for dialogue, consultation and cooperation 

Labour migration policy can only be credible, viable and sustainable to the extent it takes into account the interests, concerns and experience of the most-directly affected stakeholders.  Key stakeholders are the social partners: the employers and businesses that provide employment and the trade unions –worker organizations—representing the interests of workers, both migrants and nationals.  Labour ministries need to have a key role.  Of course, consultation and policy-making must also take into account the multiple concerned ministries and agencies within government as well as concerned civil society bodies and certainly migrants themselves.

4) Enforcement of minimum national employment norms in all sectors of activity

Preventing exploitation of labour migrants, criminalizing abuse of persons that facilitates trafficking, and discouraging irregular employment requires enforcement of clear national minimum standards for protection of workers, national and migrant, in employment.  ILO Conventions on occupational safety and health, against forced labour, and on discrimination provide minimum international norms for national legislation.  A necessary complement is monitoring and inspection in such areas as agriculture, construction, domestic work, the sex industry and other sectors of ‘irregular’ employment, to prevent exploitation, to detect forced labour, and to ensure minimal decent work conditions for all.

5) Gender sensitive labour migration measures 

The feminization of labour migration and the prevalence of abuse of women migrants require recognizing gender equality as integral to the process of policy-making, planning and programme delivery at all levels.

6) A Plan of Action against discrimination and xenophobia

Discrimination and xenophobic hostility against migrants are serious challenges to governance and social cohesion in every region of the world.  ILO research has found discrimination rates of 35 per cent against regular immigrant workers- unlawful discrimination- across Western Europe.  The 2001 World Conference in Durban advanced the ICPD agenda on migration by defining a comprehensive and viable plan of action specifically to combat discrimination and xenophobia against migrants at national, regional and global levels, based on common experience from different regions.  

7) Linking Migration and Development  in Policy and Practice

Migration continues to generate significant contributions to both development and social progress and welfare in home and host countries alike.  However, such contributions can be enhanced by a broad array of policy measures ranging from reducing costs and constraints on transfer of migrant workers’ remittances to providing accessible mechanisms for regular migration and recognition of employment contributions of all migrant workers. 

8) International Consultation and Cooperation
Formalized mechanisms of regular dialogue and cooperation among States-- including participation of concerned stakeholders-- are essential in all regions. Dialogue and cooperation are necessary to operationalize regimes for free circulation of labour/persons across regional economic integration initiatives in several world regions including the Andean Community and Mercosur in the Americas, as well as the East Africa Community, the Economic Community of West African States. 

C. REINFORCING THE MIGRATION AND DEVELOPMENT NEXUS
Current experience shows that migrant worker protection is an integral and fundamental basis for ensuring that labour migration contributes to development, both in countries of origin and destination.

Migrant workers are actors in development both in host and home countries. They contribute skills, labour, knowledge and initiative to progress of host countries. They also make major contributions to home countries with their remittances, which contribute to improving human capital and local economies through expenditures on improving housing, schooling, healthcare, and nutrition of family members and entire communities.  

However, since labour is not a commodity, as stated by the Constitution of the ILO, it is essential to emphasize that the migration-development nexus must be constructed on a human rights-based approach.

Social and labour conditions of migrant workers and the degree of integration of migrants determine the levels and extent of economic and social contributions they make to social and economic welfare in host countries.  Specifically, the conditions of migrant workers directly affect the level and nature of their contributions to social welfare, human capital formation, and development in countries of origin.  

While protection of human rights of all migrants is a legal, political and ethical imperative in its own right –regardless of economic, financial or other considerations—protection of migrant workers, preventing discrimination, ensuring equality of treatment, and enhancing integration are demonstrably essential measures to ensuring that migration indeed contributes substantially and positively to development—economic and social, in host and home countries alike. 

In this aspect, international labour law provisions regarding rights to organize and collective bargaining of all migrant workers are especially relevant.  All 178 member States of the ILO, by virtue of their membership and the 1998 ILO Declaration on Fundamental Principles and Rights at Work, are bound to uphold the legal standards contained in the eight fundamental International Labour Conventions, which bear on freedom of association and collective bargaining, the prohibition of forced labour, equality and non-discrimination and the effective abolition of child labour. According to the jurisprudence of the ILO Committee of Experts on the Application of Conventions and Recommendations, these conventions apply to all workers, including migrants, irrespective of their status.  

On its part, the International Labour Conference established that all International Labour Standards apply to all workers, regardless of nationality or status, unless otherwise explicitly stated.

This jurisprudence was affirmed and strengthened in the Americas by the opinion of the Inter-American Court of Human Rights of 17 September 2003 which clearly reinforces the application of international labour standards to non-national workers, including those in irregular status.
  

“The Court found that non-discrimination and the right to equality are jus cogens, applicable to all residents regardless of immigration status. Non-discrimination and the right to equality, the Court said, dictate that States cannot use immigration status to restrict the employment or labor rights of unauthorized workers, giving unauthorized workers inter alia equal rights to social security (see paragraph 157). The Court acknowledged that governments have the right (within the bounds of other applicable human rights norms) to deport individuals and to refuse to offer jobs to people without employment documents. However, the Court said, once the employment relationship is initiated, unauthorized workers become rights holders entitled to the full panoply of labor and employment rights available to authorized workers”.
 

In its conclusions, "The Court decides unanimously, that:

“The migrant quality of a person cannot constitute justification to deprive him of the enjoyment and exercise of his human rights, among them those of labour character.  A migrant, by taking up a work relation, acquires rights by being a worker that must be recognized and guaranteed, independent of his regular or irregular situation in the State of employment.  These rights are a consequence of the labour relationship."

Conclusions

Accommodating labour migration in the context of inevitably greater diversity and social change requires implementing a policy framework that assures respect for migrants’ rights, dignity and equality of treatment in the practice of States and societies.  

This requires adhering to basic international human and labour rights standards, addressing labour market needs and composition, ensuring decent work opportunities for all, enacting legislation and measures to combat discrimination and promote integration, and implementing accompanying practical measures.  

In the Americas, the Bahamas, Barbados, Belize, Bolivia, Brazil, Chile, Colombia, Cuba, Dominica, Ecuador, El Salvador, Grenada, Guatemala, Guyana, Honduras, Jamaica, Mexico, Nicaragua, Peru, Saint Lucia, Trinidad and Tobago, Uruguay, and Venezuela have ratified ILO Conventions 97 and/or 143 on migration for employment and/or the 1990 International Convention on migrant workers.  Argentina and Paraguay have signed the 1990 Convention, the preliminary step to ratification.  

Application of these standards together with the new international frameworks for migration management can place technical cooperation at the service of implementing the best principles and practices for regulating international migration.

As the Conclusions of the 2004 International Labour Conference highlighted, Governments, employers’ and workers’ organization and the ILO, together with parliamentarians and civil society organizations have fundamental roles to play in assuring a rights-based approach to international labour migration.  

Presentación de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR)

LOS FLUJOS MIGRATORIOS MIXTOS Y LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE REFUGIADOS EN LAS AMÉRICAS: AVANCES Y BUENAS PRÁCTICAS

I.
INTRODUCCIÓN

En nombre de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) quisiera agradecer la invitación cursada por el señor Embajador Francisco Villagrán de Léon, Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, en seguimiento a la resolución AG/Res. 2141 (XXXV/O/05), para referirnos a los avances y buenas prácticas en la implementación del “Programa Interamericano para la promoción y protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias”.

La migración es un fenómeno mundial de amplias consecuencias económicas, sociales y de seguridad. El número de migrantes a nivel mundial se estima en 200 millones
, más del doble que la cifra estimada en 1970. Aunque la cifra global de refugiados se mantiene en su nivel más bajo de los últimos 25 años, Latinoamérica y el Caribe es la única región en el mundo en la que se observa un incremento en el número de  refugiados y otras personas del interés del ACNUR. El número de personas del interés del ACNUR en América Latina asciende a tres millones de personas, siendo Colombia uno de los países con el mayor número de desplazados internos en el mundo.

Como consecuencia del fenómeno de la “globalización”, la migración internacional continuará aumentando y afectando a todas las regiones del mundo, incluyendo a las Américas, en donde  muchos países se convierten simultáneamente en países de origen, países de tránsito, y países de destino, tanto de migrantes como de solicitantes de asilo y refugiados.

No obstante las claras diferencias entre los migrantes y los refugiados, y los distintos regímenes legales establecidos para su tratamiento y protección, en la actualidad los solicitantes de asilo y refugiados están inmersos dentro de las mismas corrientes migratorias regionales y mundiales. Incluso en algunos casos, los refugiados se ven igualmente compelidos a recurrir a las redes de tráfico de migrantes y en no pocos casos terminan como víctimas de trata de personas para buscar su admisión en un Estado. Esto hace que en muchos casos se presuma que los solicitantes de asilo y refugiados son migrantes mientras no prueben lo contrario. 

En algunos Estados las políticas de asilo están siendo subsumidas por las políticas migratorias, y no como parte de las políticas de protección de refugiados. Esto explica el interés del ACNUR en resaltar el nexo entre migración y asilo, en un contexto en el cual las políticas restrictivas y los crecientes controles migratorios afectan las políticas de asilo y la protección de refugiados. 

El derecho soberano de los Estados de establecer sus políticas migratorias ha sido reiterado en la jurisprudencia de los órganos de protección de derechos humanos del Sistema Interamericano. Sin embargo, igualmente se ha indicado que la definición de las políticas migratorias tiene límites establecidos por los instrumentos de derechos humanos. En materia de refugiados, nos referimos a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y a su Protocolo de 1967, así como a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, y en particular, al derecho de solicitar y disfrutar del asilo, el respeto del principio de no devolución de un refugiado a un territorio donde la vida, seguridad o libertad pueda estar en riesgo en virtud de la persecución sufrida o temida, y la no sanción por ingreso ilegal.

En tanto en ambos casos se trata de grupos vulnerables, en la medida que mejore el entendimiento y la aplicación del régimen legal de protección de migrantes, se estará bajando la presión sobre los sistemas de asilo y la protección de refugiados.

Precisamente por ello, como identificado en la Agenda para la Protección, adoptada por los Estados en diciembre de 2001, uno de los mayores retos contemporáneos de la protección internacional de refugiados consiste en identificar a las personas necesitadas de protección internacional dentro de los flujos migratorios mixtos
. 

Hoy la protección internacional de los refugiados presupone entender mejor el complejo fenómeno de la migración, y en particular, la composición de los flujos migratorios mixtos. Para preservar el asilo es necesario establecer una clara distinción entre migrantes y refugiados, sin negar los derechos inherentes de todas las personas bajo la jurisdicción de un Estado, independientemente de su nacionalidad o estatus migratorio, así como que los Estados cuenten con mecanismos concretos para identificar a las personas necesitadas de protección internacional. 

Asimismo, la “Declaración y Plan de Acción de México Para Fortalecer la Protección Internacional de los Refugiados en América Latina” adoptados por 20 países latinoamericanos en Ciudad de México, en noviembre del 2004, reconoce la existencia de flujos migratorios mixtos en el continente, dentro de los cuales hay personas que pueden calificar como refugiados, y para quienes se requiere el establecimiento de salvaguardas específicas para su identificación y acceso a los procedimientos para la determinación de la condición de refugiado. Como veremos a continuación el Plan de Acción de México nos brinda una nueva oportunidad para apoyar los esfuerzos de los Estados para fortalecer los marcos normativos e institucionales nacionales y regionales para la identificación y tratamiento de quienes necesitan protección internacional en la región, así como para la búsqueda de soluciones duraderas para su problemática. 

Al igual que en las Américas, el ACNUR está apoyando ya a muchos estados en distintas partes del mundo, como por ejemplo en Pakistán, Irán y Afganistán, en el caso de los afganos, y los países del Norte de África y de la Unión Europea en la cuenca del Mediterráneo, para promover una cooperación más estrecha en asuntos relacionados con la migración de una manera sensible a las necesidades de protección de los refugiados. 

II.
AVANCES Y BUENAS PRÁCTICAS EN LA IMPLEMENTACIÓN DEL “PROGRAMA INTERAMERICANO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES, INCLUYENDO LOS TRABAJADORES MIGRANTES Y SUS FAMILIAS”.

Habida cuenta de la importancia de la identificación de los solicitantes de asilo y refugiados dentro de los flujos migratorios mixtos, las acciones realizadas por el ACNUR dentro del “Programa Interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos de los migrantes” pueden resumirse de la siguiente forma:

1. Participación en los foros migratorios regionales.

El ACNUR participa como observador en la Conferencia Regional de Migración (Proceso Puebla) y en la Conferencia Sudamericana de Migración con el objetivo de apoyar a los Estados en el establecimiento de salvaguardas específicas para la identificación y protección de solicitantes de asilo y refugiados dentro de los flujos migratorios mixtos,  así como para el fortalecimiento de los marcos normativos e institucionales para su tratamiento.

El ACNUR valora estos espacios de diálogo, concertación y consulta que demuestran la importancia de la cooperación internacional multilateral para analizar y comprender mejor el fenómeno de la migración y su interrelación con la protección de refugiados. Estos foros regionales permiten a los Estados adoptar herramientas para la identificación de migrantes y refugiados, reconociendo claramente sus diferencias y los disímiles marcos normativos aplicables para su protección. 

Es claro que el dinamismo y la flexibilidad de los foros regionales de migración propician el intercambio de buenas prácticas, y han permitido el fortalecimiento del marco legal e institucional de protección de refugiados en la región.

2. Asesoría técnica para la revisión y adopción de legislación en materia de refugiados y migración.

La inmensa mayoría de países del continente americano son Parte de uno o ambos instrumentos internacionales en materia de protección de refugiados. Algunos han consagrado el derecho de asilo a nivel constitucional, y la gran mayoría ha adoptado normativa interna en materia de refugiados. La mayoría de países latinoamericanos aplican la definición ampliada de refugiado propuesta por la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados de 1984 sobre la base de su legislación interna y la práctica, y algunos países reconocen que la persecución puede guardar relación con el género y la edad de las personas. A excepción de un Estado latinoamericano, todos los demás países del continente disponen de órganos nacionales para la determinación de la condición de refugiado y, en consecuencia, son directamente las autoridades gubernamentales nacionales quienes realizan la determinación de la condición de refugiado. 

En este sentido, es importante señalar que en el último año se adoptó nueva legislación en materia de refugiados en Bolivia y El Salvador, y en ambos casos, se incluye la definición ampliada de refugiado propuesta por la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados de 1984. Por otra parte, los Congresos de Argentina y Uruguay aprobaron normativa interna en materia de refugiados, y se espera su adopción formal por parte de los respectivos Senados en los próximos meses. Existen también proyectos normativos en discusión tanto en Chile, México como Nicaragua. Asimismo, se adoptó una nueva ley de migración en Costa Rica, y existe un borrador de proyecto de ley de migración en Panamá.

Como buena práctica, el ACNUR quisiera resaltar que el fortalecimiento de los marcos normativos en la región ha propiciado igualmente la cooperación entre los distintos organismos internacionales, así como la participación de la sociedad civil.

El ACNUR ha apoyado todos estos esfuerzos normativos y reitera su disposición a los Estados de brindarles asesoría técnica para la adopción y modificación de sus normativas internas en materia de refugiados y migración.

3. Apoyo para el establecimiento de procedimientos justos y eficientes para la determinación de la condición de refugiado.

En Latinoamérica, salvedad hecha de un país, el ACNUR ya no realiza el reconocimiento de la condición de refugiado bajo su mandato, sino que son los propios Estados quienes toman estas decisiones. Sin embargo, en algunos países estos mecanismos son todavía incipientes y requieren de mayores recursos técnicos y financieros para garantizar su efectividad y sostenibilidad. En este sentido, el Plan de Acción de México da prioridad al fortalecimiento de las comisiones nacionales para la determinación de la condición de refugiado.

En esta materia es importante subrayar las siguientes buenas prácticas:

a) Cooperación norte-sur y sur-sur

El ACNUR ha propiciado el intercambio de buenas prácticas entre los países para el fortalecimiento de los procedimientos para la determinación de la condición de refugiado. Así se desarrolló un programa de cooperación entre el IRB de Canadá y  la Comisión Mexicana de Ayuda al Refugiado (COMAR), y a su vez, miembros de la Comisión Nacional para la determinación de la condición de refugiado de República Dominicana y Panamá han sido capacitados por  la Comisión Mexicana de Ayuda al Refugiado (COMAR). 

En este sentido, el Plan de Acción de México para Fortalecer la Protección de Refugiados en América Latina representa una nueva oportunidad para promover la cooperación norte-sur y sur-sur entre los estados, a través de proyectos de hermanamiento (twinning projects), aprovechando la capacidad instalada de algunos Estados para compartir sus experiencias y buenas prácticas con otros países de la región.

b) Proyectos de fortalecimiento institucional

Costa Rica recibió apoyo de Estados Unidos de América para la reestructuración de la Dirección General de Migración y Extranjería, que es el órgano nacional encargado de la determinación de la condición de refugiado. Asimismo, Ecuador ha fortalecido su  Comisión Nacional para la determinación de la condición de refugiado, con el apoyo de la agencia de cooperación alemana (GTZ), a través de la remodelación de sus oficinas y la dotación de equipo y mobiliario. Ambos países recibieron igualmente apoyo financiero del ACNUR para fortalecer sus mecanismos nacionales para la determinación de la condición de refugiado.

c) Programa Latinoamericano de formación en materia de derecho internacional de refugiados

Como parte de la implementación del Plan de Acción de México y con el objetivo de fortalecer las comisiones nacionales de elegibilidad en materia de determinación de la condición de refugiado, el ACNUR realizó en Buenos Aires, Argentina, a finales de septiembre de 2005, el III Curso Regional Latinoamericano de Derecho Internacional de Refugiados. En el curso participaron un total de 27 oficiales gubernamentales encargados de la determinación de la condición de refugiado (entre ellos, 16 mujeres), procedentes de  14 países latinoamericanos. El curso  consiste en una fase a distancia de 10 semanas y un taller presencial de una semana. Dentro de los capacitadores, se contó con el apoyo de un juez federal canadiense de la Asociación Internacional de Jueces de Derecho Internacional de Refugiados, y funcionarios gubernamentales de Argentina y México, así como expertos regionales en materia de derechos humanos.

El IV Curso Regional de Derecho Internacional de Refugiados se realizará en Quito, Ecuador a finales de junio de 2006, y se espera la participación de 25 funcionarios gubernamentales de toda América Latina.

d) Capacitación de las comisiones nacionales de elegibilidad.

Como parte de la implementación del Plan de Acción de México y el fortalecimiento de las comisiones nacionales de determinación de la condición de refugiado, durante el año 2005, el ACNUR realizó igualmente talleres nacionales de capacitación a funcionarios gubernamentales en Argentina, Bolivia, Costa Rica, Colombia, Cuba, Ecuador, El Salvador, México, Nicaragua, Panamá, República Dominicana y Perú.

4. Capacitación regional a los funcionarios de frontera y migración para la identificación de personas necesitadas de protección dentro de los flujos migratorios mixtos.

Dentro del marco de la Conferencia Regional de Migración (Proceso Puebla) el ACNUR quisiera subrayar como buena práctica la iniciativa regional de capacitación a funcionarios migratorios y de frontera formulada por los Gobiernos de Canadá, Estados Unidos y México. El ACNUR participa en dicho programa regional de capacitación a través de la presentación de un módulo de protección de refugiados, que señala la importancia de contar con los elementos básicos para reconocer las diferencias existentes entre los migrantes y los refugiados, y para identificar a quienes requieren protección internacional  dentro de los flujos migratorios mixtos. 

El primer taller de capacitación de capacitadores, se realizó en San Salvador, El Salvador en febrero de 2005, y contó con la participación de 42 funcionarios migratorios y consulares de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá. Esta capacitación representa un claro ejemplo de cooperación regional para fortalecer la capacidad local en los distintos países, a través del intercambio de buenas prácticas, y reafirma la importancia de aunar esfuerzos y recursos limitados para evitar duplicidades y lograr el mayor impacto. 

Recientemente, en enero de 2006, se replicó esta iniciativa regional de capacitación en Managua, Nicaragua con la participación de 25 funcionarios migratorios y de policía de los principales puestos fronterizos del país.

5. Mayor diálogo y cooperación entre el ACNUR y la OIM

El ACNUR desea igualmente subrayar como buena práctica la creciente cooperación entre los funcionarios de la OIM y nuestras oficinas en las Américas. En este sentido, quisiéramos señalar que anualmente, el ACNUR y la OIM organizan una reunión con los Estados del Caribe para responder a los movimientos migratorios en la región y su impacto en la protección de refugiados. Igualmente coordinamos acciones para fortalecer a las Direcciones Generales de Migración y apoyar a los Estados en la revisión de su normativa migratoria.

Igualmente, en el caso de Colombia, el ACNUR coordina acciones con OIM y la Fundación Esperanza para combatir el tráfico y la trata de personas.
6. Fortalecimiento de las redes nacionales y regionales de protección

Resulta relevante igualmente continuar fortaleciendo en la región la capacidad instalada de las redes nacionales y regionales de protección para que puedan identificar adecuadamente a quienes requieren de protección internacional, y coadyuven con la remisión de los solicitantes a las autoridades y los organismos nacionales encargados de la determinación de la condición de refugiado. En este sentido, en todas las actividades regionales de capacitación del ACNUR se incluye un espacio para la sociedad civil, a efectos de sus organizaciones compartan con los Estados y los organismos internacionales las actividades que realizan para la identificación y el tratamiento adecuado de los solicitantes de asilo y refugiados.

7. Mejor uso de los estándares establecidos por el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos.

En los últimos años, el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos ha tenido la oportunidad de referirse a casos concretos respecto de solicitantes de asilo, refugiados, desplazados internos, apátridas y migrantes, tanto ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a través de su jurisdicción contenciosa como consultiva. Por ejemplo, es importante indicar que en la actualidad más de 10.000 personas, la mayoría miembros de comunidades de desplazados internos están bajo medidas de protección de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

El ACNUR confía que los estándares de derechos humanos establecidos por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos continuarán siendo utilizados por los Estados, los organismos internacionales y la sociedad civil para complementar la protección de refugiados, apátridas, desplazados internos y migrantes, habida cuenta de su diferenciación como categorías de personas vulnerables y de los distintos regímenes normativos e institucionales aplicables.

III.
CONSIDERACIONES FINALES

El ACNUR quisiera reiterar su interés de continuar trabajando con los Estados para el  fortalecimiento de los marcos normativos e institucionales para la protección de refugiados, a través del intercambio de buenas prácticas. Considerando las diferencias existentes entre los migrantes y los refugiados, y la normativa aplicable para su protección, el ACNUR reitera a los Estados su compromiso y voluntad de continuar apoyándoles en el cumplimiento de sus obligaciones internacionales en materia de protección de refugiados, así como su interés de brindarles asesoría técnica para el establecimiento de salvaguardas específicas para la identificación y protección de solicitantes de asilo y refugiados dentro de los flujos migratorios mixtos.

Juan Carlos Murillo González

Oficial Legal Principal

UNHCR/ACNUR

10 de marzo de 2006

[ENGLISH VERSION]

Presentation by the Office of the United Nations High Commissioner For Refugees (UNHCR)

MIXED MIGRATORY FLOWS AND THE INTERNATIONAL PROTECTION OF REFUGEES IN THE AMERICAS: RECENT DEVELOPMENTS AND BEST PRACTICES

I.
INTRODUCTION

On behalf of the Office of the United Nations High Commissioner for Refugees (UNHCR) I would like to thank the invitation of the Ambassador  Francisco Villagrán de Léon, President of the Committee on Juridical and Political Affairs, as a follow up of  resolution AG/Res. 2141 (XXXV/O/05), to refer to recent developments and best practices in the implementation of the “Inter-American Programme for the promotion and protection of Human rights of migrants, including migrant workers and their families”.

Migration is a worldwide phenomenon with broad economic, social and security consequences. The number of migrants at the global level is estimated at 200 millons
, more than double the figure estimated in 1970. Although the global number of refugees is at its lowest level in the last 25 years, Latin America and the Caribbean is the only region in the world where there is an increase in the number of refugees and other persons of concern to UNHCR. The number of persons of concern to UNHCR in Latin America reaches three million persons, being Colombia one of the countries with the highest number of internally displaced around the world.

As a consequence of the phenomenon of “globalization”, international migration will continue to grow and to affect all regions of the world, including the Americas, where many countries become simultaneously countries of origin, countries of transit and countries of destination, for migrants and asylum seekers and refugees alike. 

Despite the clear differences between migrants and refugees, and the distinct legal regimes established for their treatment and protection, nowadays asylum seekers and refugees are mixed within the same regional and global migratory flows. In some cases, refugees may also be compelled to resort to smuggling networks and sometimes they become victims of human traffickers, in their attempt to gain admission in a State. As a result, asylum seekers and refugees are often presumed to be migrants until they can prove otherwise. 

In some States asylum policies are being dealt with as immigration policies, and not as part of policies for the protection of refugees. This explains UNHCR’s interest in underlining the nexus between migration and asylum, in a context whereby restrictive policies and growing migratory controls affect asylum policies and refugee protection. 

The sovereign right of States to adopt migratory policies has been reiterated in the jurisprudence of the human rights organs of the Inter-American System. However, it has been also indicated that the adoption of migratory policies has limits established by human rights instruments. In the case of refugees, we refer to the 1951 Convention Relating to the Status of Refugees and its 1967 Protocol, as well as the American Convention on Human Rights and the American Declaration on the Rights and Duties of Man, and in particular, to the right to seek and enjoy asylum, the respect of the principle of non-refoulement – by virtue of which a refugee can not be expelled to any territory where his/her life, security or liberty may be at risk owing to the persecution suffered or feared –, and the non sanction for illegal entry.

Since both categories refer to vulnerable groups, an enhanced understanding and application of the legal regime for the protection of migrants will lower the pressure on asylum systems and the protection of refugees.

Precisely for this, the identification of the persons in need of international protection within mixed migratory flows is one of the major contemporary challenges for refugee protection, as highlighted in the Agenda for Protection, a roadmap to improve refugee protection worldwide adopted by States in December 2001
. 

Today, the international protection of refugees implies a better understanding of the complex phenomenon of migration, and in particular, the composition of mixed migration flows. In order to preserve the institution of asylum, it is necessary to establish a clear distinction between migrants and refugees, without denying the inherent rights of all persons under the jurisdiction of a State, regardless of their nationality or migratory status. States should also set up concrete mechanisms for the identification of persons in need of international protection. 

Furthermore, the “Mexico Declaration and Plan of Action to Strengthen the International Protection of Refugees in Latin America” adopted by 20 Latin American States in Mexico City, in November, 2004, recognizes the occurrence of mixed migratory flows in the continent, in which persons who can qualify for refugee status are also immersed. It is necessary to establish legal safeguards to ensure the identification of these individuals and their access to refugee status determination procedures. As we will see, the Mexico Plan of Action provides us a new opportunity to support States’ efforts to reinforce their national and regional legal and institutional frameworks for the identification and treatment of those in need of international protection in the region, as well as for the search of durable solution for their plight. 

As in the Americas, UNHCR is also supporting many States in different parts of the world, for example Pakistan, Iran and Afghanistan, in the case of Afghans, and the countries of Northern Africa and the European Union in the Mediterranean basin, to promote a close cooperation in matters related to migration in a manner sensitive to the protection needs of refugees. 

II.
RECENT DEVELOPMENTS AND BEST PRACTICES IN THE IMPLEMENTATION OF THE “INTER-AMERICAN PROGRAMME FOR THE PROMOTION AND PROTECTION OF THE HUMAN RIGHTS OF MIGRANTS, INCLUDING MIGRANT WORKERS AND THEIR FAMILIES”

Bearing in mind the importance of identifying asylum seekers and refugees within mixed migratory flows, the actions taken by UNHCR that fall under the “Inter-American Programme for the Promotion and Protection of the Human Rights of Migrants” can be summarized as follows:

1. Participation in regional fora on migration.

UNHCR participates with observer status at the Regional Conference on Migration (Puebla Process) and the South American Conference on Migration with the aim of supporting States in the setting of specific safeguards for the identification and protection of asylum seekers and refugees within mixed migratory flows, as well as to reinforce the legal and institutional frameworks for their treatment.

UNHCR welcomes these spaces of dialogue, discussion and consultation that demonstrate the importance of international multilateral cooperation to analyze and better understand the phenomenon of migration and its interface with refugee protection. These regional fora allow States to adopt tools for the identification of migrants and refugees, while clearly acknowledging their differences and the distinct applicable legal frameworks for their protection. 

It is clear that the dynamic and flexible quality of regional migration fora allows for the exchange of best practices. At the same time, they have facilitated the strengthening of the legal and institutional framework for the protection of refugees in the region.

2. Technical advice for the revision and adoption of refugee and immigration legislation.

The vast majority of countries in the continent have ratified one or both international instruments for the protection of refugees. Some countries have enshrined the right to asylum at the constitutional level, and most of the countries have adopted national refugee legislation. The majority of Latin American States apply the broader refugee definition proposed by the 1984 Cartagena Declaration on Refugees, and some countries recognize that persecution can be related to the individual´s gender and age. With the exception of one Latin American country, all countries in the region have national organs for refugee status determination and, as a consequence, refugee status determination is directly undertaken by national governmental authorities. 

In this vein, it is important to note that during the last year, new refugee legislation was adopted in Bolivia and El Salvador. In both cases, the national legislation includes the broader refugee definition proposed by the 1984 Cartagena Declaration on Refugees. On the other hand, both the Congress of Argentina and Uruguay have approved domestic refugee legislation, which is pending formal approval by their respective Senates in the coming months. There are also draft enactment legislation in discussion in Chile, México and Nicaragua. Furthermore, a new immigration law was adopted in Costa Rica and there is also a bill under discussion in Panama.

As a best practice, UNHCR would like to highlight that the strengthening of the regional legal framework has also enabled the cooperation among the different international organizations, as well as the participation of civil society.

UNHCR has supported those legal efforts and reiterates to States its willingness to provide technical advice for the adoption and amendment of their national refugee and immigration legislation.

3. Support for the establishment of fair and efficient refugee status determination procedures.

In Latin America, with the exception of one country, UNHCR does not undertake refugee status determination under its mandate. It is the States themselves who are taking those decisions. However, in some countries, those mechanisms are still incipient and require more technical and financial resources to ensure their effectiveness and sustainability. In this vein, the Mexico Plan of Action prioritizes the strengthening of the national commissions for the determination of refugee status.

In this field, it is important to underline the following best practices:

a) Cooperation North-South and South-South

UNHCR has promoted the exchange of best practices among countries for the strengthening of refugee status determination procedures. For example, a cooperation programme was developed between the IRB of Canada and the Mexican Commission for Refugees (COMAR). By the same token, members of the National Commissions for the determination of refugee status from Dominican Republic and Panama have been trained by the Mexican Commission for Refugees (COMAR). 

Likewise, the Mexico Plan of Action to Strengthen the International Protection of Refugees in Latin America represents a new opportunity to foster North-South and South-South cooperation among States, through twinning projects, taking advantage of the local capacity of some States to share their experiences and best practices with other countries in the region.

b) Capacity building/institutional reinforcement projects 

Costa Rica benefited from the support of the United States of America for the re-structuring of its Immigration Directorate, which is the national body in charge of refugee status determination. Likewise, Ecuador strengthened its National Commission for the determination of refugee status, with the support of the German Agency for Development (GTZ), through the refurbishing of their premises and the provision of equipment and furniture. In addition, both countries received support from UNHCR to strengthen their national mechanisms for refugee status determination.

c) Latin American training programme on internatinal refugee law 

As part of the implementation of the Mexico Plan of Action and as a means to reinforce national eligibility commissions on refugee status determination procedures, UNHCR held its III Regional Latin American Course on International Refugee Law in Buenos Aires, Argentina, at the end of September 2005. A total of 27 governmental refugee adjudicators participated (including 16 female adjudicators), coming from 14 Latin American countries. The course consists of a 10- week learning distance phase and 1-week workshop. As part of the trainers, support was provided by a Federal Canadian judge, member of the International Association of Refugee Law Judges, and governmental officials from Argentina and Mexico, as well as regional experts on human rights.

The IV Regional Course on International Refugee Law will be held in Quito, Ecuador at the end of June, 2006, and the participation of 25 governmental officials from all over Latin America is expected.

d) Training of national eligibility commissions.

As part of the implementation of the Mexico Plan of Action and the strengthening of the national commissions for the determination of refugee status, UNHCR held different national training workshops during 2005, addressed to governmental officials in Argentina, Bolivia, Costa Rica, Colombia, Cuba, Dominican Republic, Ecuador, El Salvador, Mexico, Nicaragua, Panama, and Peru.

4. Regional Training to border and immigration officials to identify persons in need of protection within mixed migratory flows.

Within the framework of the Regional Conference on Migration (Puebla Process), UNHCR would like to highlight as a best practice the regional training initiative of the governments of Canada, Mexico and the United States of America, addressed to border and immigration officials. UNHCR participates in this regional training through the presentation of a module on refugee protection, which underlines the importance of having basic knowledge to recognize the existing differences between migrants and refugees, and to identify those who are in need of international protection within mixed migratory flows. 

The first training the trainers session was held in San Salvador, El Salvador in February, 2005, and was attended by 42 immigration and consular officials from Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua and Panama. This training represents a clear example of regional cooperation to reinforce local capacity in the different countries, through the exchange of best practices, and it also reaffirms the importance to join efforts and limited resources to avoid duplication and achieve more impact. 

Recently, in January 2006, this regional training initiative was replicated in Managua, Nicaragua with the participation of 25 immigration and police officials, coming from the main border points of the country.

5. Closer dialogue and cooperation between UNHCR and IOM

UNHCR would like also to underline as a best practice the growing cooperation between the IOM staff and our offices in the Americas. In this vain, an annual meeting is jointly organized by UNHCR and IOM with Caribbean States to respond to migratory movements in the region and its impact on refugee protection. Furthermore, we also coordinate actions to reinforce Immigrations Directorates and to support the revision of immigration laws.

In the case of Colombia, UNHCR coordinates actions with IOM and the Foundation Esperanza to combat smuggling and trafficking in persons.
6. Strengthening of national and regional protection networks

It is also relevant to continue reinforcing the local capacity of national and regional protection networks in Latin America, so that they can properly identify those who are in need of protection, and support the referral of such cases to the authorities and national bodies in charge of the determination of refugee status. For this purpose, UNHCR regional training activities include a space for civil society organizations as a means to foster information sharing sessions with States and international organizations on their activities undertaken for the identification and proper treatment of asylum seekers and refugees.

7. Better use of the standards established by the International System for the Protection of Human Rights.

In the last years, the Inter-American System for the Protection of Human Rights has had the opportunity to deal with concrete cases related to asylum seekers, refugees, internally displaced, stateless persons and migrants, both by the Inter-American Commission on Human Rights and the Inter-American Court of Human Rights, through their contentious and advisory jurisdictions. For instance, it is important to mention that currently there are more than 10.000 persons, most of them members of internally displaced communities, under protection measures of the Inter-American Court of Human Rights.

UNHCR is confident that the human rights standards established by the Inter-American System for the Protection of Human Rights will continue to be used by States, international organizations and civil society to complement the protection of refugees, stateless persons, internally displaced and migrants, bearing in mind their differences as categories of vulnerable persons and the distinct applicable legal and institutional frameworks. 

III.
FINAL CONSIDERATIONS

UNHCR would like to reiterate its interest to continue working with States in strengthening the legal and institutional framework for the protection of refugees, through the exchange of best practices. Taking into account the existing differences between migrants and refugees, as well as the distinct applicable instruments for their protection, UNHCR reiterates to States its commitment and willingness to continue supporting them in the fulfillment of their international obligations regarding refugee protection, as well as its interest to provide technical advice for the establishment of specific safeguards for the identification and protection of asylum seekers and refugees within mixed migratory flows. 

Juan Carlos Murillo González

Senior Legal Officer

UNHCR/ACNUR

10 March, 2006

Presentación de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM)
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A la Sesión Especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, relativa al 

Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos 

de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias 

16 de Marzo de 2006

Muchas gracias por la invitación a la OIM para participar en la Sesión Especial de la CAJP sobre el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, junto con otros organismos multilaterales. Quisiera aprovechar esta ocasión para felicitar a la OEA y a los Estados Miembros por la coordinación en la elaboración de este Programa y por la adopción del mismo en la pasada Asamblea General. A título personal, quisiera también felicitar a Eduardo Acevedo, de la Misión Permanente de Argentina ante la OEA, y a Carmen de la Pava por su tenacidad y buenos oficios. 
Se me pidió que compartiera con Uds. aquí hoy la experiencia de la OIM en la implementación de las actividades enunciadas en el Programa, y que incluyera las mejores prácticas de nuestra organización llevadas a cabo durante el pasado año. A modo de aclaración inicial, la OIM es una organización internacional intergubernamental que tiene un mandato de brindar asistencia a Gobiernos y migrantes, velando por el respeto efectivo de la dignidad humana y el bienestar de los y las migrantes. A pesar de que la OIM no tiene un mandato de protección formal, es decir, sobre la base de un tratado de Derecho internacional, si presta protección de facto a aquellas personas que son asistidas por la organización.

Así pues, pretendo destacar en mi presentación el trabajo realizado en el hemisferio que está orientado hacia el cumplimiento de los objetivos específicos del programa. A ese efecto, intentaré dar una visión general por subregiones:

En primer lugar, hay que mencionar el importante rol que cumplen los distintos procesos regionales de diálogo sobre el tema migratorio como foros de intercambio de mejores prácticas y cooperación internacional. La OIM tiene una estrategia de impulsar el respeto y protección de los Derechos Humanos de los y las Migrantes y de analizar de forma proactiva las causas de la migracion y buscar soluciones prácticas.  En concreto, la Conferencia Sudamericana de Migración
, de la que la OIM actúa como Secretaría Técnica, detalla en su Plan Estratégico acciones destinadas a la “asistencia y protección de los derechos humanos de los migrantes y de los nacionales residentes en el exterior”. En el último año, la Conferencia se encuentra en un proceso de revisión y evaluación de acciones para medir de forma más efectiva los logros alcanzados. Cabe señalar que, a raíz del tratamiento de los derechos humanos de los migrantes en el ámbito de la Conferencia, el MERCOSUR decidió crear en el 2005 un comité de alto nivel para que abordara la temática, incluyendo la trata de personas. Este constituye un ejemplo de interacción e intercambio entre procesos. Por otro lado, en el marco de la Conferencia Regional de Migración o Proceso Puebla
 (en el que la OIM participa como observador y, en ocasiones, implementa actividades contenidas en su Plan de Acción) resulta importante destacar que recientemente:

· se creó por primera vez un Grupo de Trabajo sobre Migración y Salud, que informa a la Red de Funcionarios de Enlace sobre Protección Consular, y que sirve como un mecanismo de enlace de comunicación y coordinación virtual. 
· se abrió un consulado centroamericano en Veracruz para atender las necesidades de los y las migrantes centroamericanas. 
· en diciembre de 2005 se realizó en Nicaragua un taller sobre los estándares de pasaportes y su emisión en los países miembros de la CRM. A partir del taller, se van a generar una serie de propuestas de seguimiento del tema. 
· se solicitó a la OIM que brinde apoyo técnico para realizar un taller sobre redacción de legislación migratoria para los países miembros que se encuentren en la fase de preparación o aprobación de nuevas leyes sobre migración o de reformas a éstas, y que deseen participar. 

· en julio de 2005 se llevo a cabo un seminario en Managua sobre la migración como instrumento de desarrollo local; 
· en febrero de 2006 se realizó en San Salvador un seminario-taller sobre “Sector Privado y Migración”, bajo el auspicio de la CRM y co-patrocinado por el Gobierno de México. En dicho seminario, se lanzo un proyecto piloto para intensificar el impacto de las comunidades de salvadoreños en Washington, DC y Los Angeles. 

Me gustaría resaltar dos ejemplos de proyectos regionales exitosos que la OIM viene implementando en el marco de la CRM:

1. Fondo de reserva de la CRM para la asistencia de migrantes intrarregionales en situación de alta vulnerabilidad. 
De este proyecto, existen una serie de lecciones aprendidas. En su orden, los casos atendidos según cantidad numérica por tipo de vulnerabilidad fueron:  a) menores no acompañados, b) personas víctimas de accidentes ferroviarios y que como consecuencia de éstos han quedado discapacitados, c) traumas psicológicos, d) otro tipo de enfermedad o lesión. Si bien originalmente la asistencia estaba prevista para retornos vía terrestre, dada la condición de salud y vulnerabilidad de los migrantes asistidos, un gran porcentaje de retornos se realizaron vía aérea. Los casos que se atendieron vía terrestre se hicieron con la asistencia de ambulancias, primordialmente facilitadas por las instancias involucradas y/o la Cruz Roja. Las solicitudes de asistencia fueron transferidas a la OIM principalmente por los institutos/direcciones de migración y/o direcciones consulares.  En algunos casos también se recibieron solicitudes de ONGs, principalmente para la atención de menores no acompañados, que fueron también coordinados con las instancias antes citadas. La mayoría de los casos requieren un promedio de 7 días para ser resueltos, incluyendo documentación y arreglo de transporte.  Una de las principales variables en la disponibilidad de salida de la persona depende de su estado de salud, dada su situación de vulnerabilidad específica. El mayor porcentaje de asistencias tuvo como lugar de origen México, seguido por Guatemala. La nacionalidad de los migrantes era mayormente hondureña, seguida por salvadoreña, y en menor medida nicaragüense y guatemalteca. Un porcentaje importante de los recursos fue destinado a una asistencia aérea colectiva, ya que los desastres en infraestructura provocados por el Huracán Stan imposibilitaron los traslados regulares vía terrestre.  Los fondos permitieron la atención de más de 200 personas, del cual poco más del 60% fueron mujeres. Considerando las situaciones de vulnerabilidad con una perspectiva de género, es importante acotar que en el caso de las mujeres se da una tendencia importante en asistencias a menores de edad no acompañadas, algunas de ellas incluso con sus hijos e hijas, y por 'enfermedad' producto de la agresión física y psicológica por parte, ante todo, de personas pertenecientes a redes de trata y tráfico.   Entre los hombres, los principales casos son también menores de edad no acompañados y personas que han perdido alguna de sus extremidades producto de accidentes ferroviarios -o asaltos en éstos.

1. Proyecto Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en Mesoamérica (SIEMMES)

La propuesta de transformar el SIEMCA en el Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en Mesoamérica (SIEMMES) surge como parte de la Iniciativa Mesoamericana para el Desarrollo Humano del Plan Puebla-Panamá y en mayo de 2003, el Gobierno de México confirmó oficialmente su decisión de participar en el proyecto. SIEMMES ha establecido un Sistema de Información Estadística que permite conocer y monitorear la magnitud y características de los movimientos migratorios que se producen entre, desde y hacia los países de América Central y México, mediante la articulación y compatibilización de los datos generados por las distintas fuentes de los ocho países integrados en el proyecto: Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua y Panamá. La implementación del SIEMMES a partir de abril de 2005 constituye un enriquecimiento notable del Proyecto SIEMCA que fue originalmente focalizado en el conocimiento del comportamiento de la migración internacional desde varios puntos de vista: por un lado implica su ampliación geográfica con la incorporación de México al Sistema y, por otro, adquiere una mayor proyección al proponerse la diversificación de sus productos y resultados. Esta diversificación se da a fin de atender necesidades e intereses de información por parte de otros sectores y organismos nacionales y regionales vinculados con el desarrollo, cuyas políticas y acciones tienen relación con aspectos migratorios.
Seguidamente, quisiera comentar brevemente la experiencia de seis años seguidos del Programa de Educación (MEP
/OIM/USAID/CR-USA) en Costa Rica. Procurando dar una mano a la niñez inmigrante en Costa Rica, especialmente proveniente de Nicaragua, se planteo este Programa, con el propósito de emprender una lucha a favor de los derechos de esta niñez en desventaja, usando dos fuertes banderas para ello: el derecho a la no discriminación y el derecho a la educación de calidad con equidad. La interculturalidad, entendida como la mutua comprensión, respeto y valoración entre las culturas, ha sido uno de los enfoques mas importantes promovidos por el Programa, con el fin de lograr la integración social entre la cultura que llega y la que le recibe. Aplicando una metodología llamada de mediación en la competencia
, se ha contribuido a disminuir la deserción escolar y la repetición de curso. El mejoramiento de la autoestima, de las calificaciones y de la actitud de los niños y niñas hacia el estudio ha sido evidente y hasta sorprendente. 

A continuación, destacaría un proyecto que condensa la vasta experiencia de la OIM en el combate de la Trata de Personas y que se ha desarrollado en el pasado año con el apoyo de la Oficina de Población, Refugiados y Migración del Departamento de Estado de los Estados Unidos. La serie de Módulos de Capacitación contra la Trata de Personas ha sido diseñada para proveer a Gobiernos, ONGs, y donantes con un kit de capacitación para el combate de la Trata de personas de forma rápida y efectiva. Con un contenido fácilmente adaptable a diferentes contextos e idiomas, la serie de cuatro módulos aporta una introducción a aquellos componentes esenciales de las actividades para combatir este problema, tales como Campañas de Información, Cooperación y Trabajo en red, Retorno y Reintegración, y Fortalecimiento de Capacidades. Cada módulo es una herramienta independiente que contiene la información necesaria para llevar a cabo dos días de entrenamiento, e incluye una guía para el facilitador de la capacitación, un cuaderno de trabajo para los participantes, y herramientas y actividades que acompañan el currículo del entrenamiento. Asimismo, cada módulo incluye conceptos básicos y definiciones relacionadas con la trata, así como una sección que describe la elaboración y como usar indicadores para medir el nivel de éxito de las actividades para el combate a la Trata y ejemplos prácticos relacionados con el tema de cada módulo. Los módulos también pueden ser implementados conjuntamente como componentes complementarios de intervenciones en contra de la Trata. Cada módulo contiene una sección sobre indicadores de desempeño y cómo evaluar programas contra la trata de personas, lo cual es altamente necesario a fin de comprobar cuál ha sido el progreso de la intervención hacia la consecución de los objetivos, así como identificar problemas de forma temprana y permitir medidas de corrección.  Esperamos que estos módulos sirvan para avanzar en la lucha contra la trata en el hemisferio. 

Otras experiencias rescatable en el marco de la trata de personas son:

· el proyecto de Capacitación regional en trata de personas para policías, funcionarios de migración y fiscales, bajo el cual se capacitaron a 65 funcionarios de gobierno de Argentina, Brazil, Bolivia, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú y Uruguay sobre las causas y consecuencias del fenómeno,  perfiles de los tratantes y las víctimas, como identificar victimas de trata, inteligencia sobre la trata, el papel de los socios, trabajo en red, y técnicas de investigación de casos de trata. El proyecto se basa en una serie de mejores prácticas que la OIM ha condensado en esta capacitación y que recoge recomendaciones de psicólogos sobre cómo los funcionarios de migración, fiscales, y policías deben hablar con víctimas de trata, de una forma apropiada. 
· la campaña de sensibilización contra la trata de personas en Bolivia OIM/OEA/USAID realizada en televisión sobre trata para explotación laboral y/o sexual de mujeres, hombres, niños y niñas; o las campañas de información para Centroamérica y Colombia con el BID y la Fundación Ricky Martin. 
Como parte de la continua asistencia técnica que la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) viene prestando al Comité Inter-Americano contra el terrorismo (CICTE) de la Organización de Estados Americanos (OEA), durante el pasado año la OIM llevó a cabo una serie de misiones de evaluación de la gestión migratoria en las Bahamas, Trinidad y Tobago, la República Dominicana, Haití, y Barbados.  La evaluación cubrió las siguientes áreas: el marco legislativo, institucional y de política migratoria;  la emisión para pasaportes y visas; los puertos de entrada y procedimientos operativos existentes; y la capacidad de los recursos humanos y tecnológicos. Los reportes finales fueron compartidos con los Gobiernos involucrados y se espera que ayuden a aportar soluciones para gestionar la migracion de forma eficiente y ordenada. 

Para terminar, quisiera recalcar que la OIM también trabaja en el ámbito de migración y salud, principalmente en el tema de HIV/SIDA, migrantes, y poblaciones móviles. Esta es una área que no esta reflejada en el Programa, tal cual fue aprobado. 

Muchas gracias por su atención.
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I.  Introduction 

There are nearly 200 million international migrants in the world, 3% of the world’s population.  Eighty percent of migrants are economically active in their host countries. Of international migrants, 2.5 to 4 million cross international borders without authorization each year.  Unauthorized immigration, the smuggling and trafficking of people, and the protection of the rights of migrant workers are primary political and policy problems for almost every country in the hemisphere, including those that are primarily receiving nations such as the US, Argentina, Belize, Canada, Chile Costa Rica, Panama, and Uruguay, and for those countries that both send and receive migrant workers, such as Brazil, Mexico and Venezuela.

As many countries in the hemisphere address migration policy, the question of protection of workers’ rights is often not part of the debate.  Countries are more apt to focus on issues of border security, employer sanctions and criminalization of immigration as ways to address their migration issues.  This approach ignores the human rights of the migrants themselves, as well as a powerful tool to reduce employer incentives to hire and exploit migrant workers.

Recently, the Inter-American Court of Human Rights issued an advisory opinion (Opinión Consultiva 18) on the treatment of unauthorized migrant workers and their labor rights. OC-18 provides that as a matter of compliance with the anti-discrimination provisions of various Inter-American treaties, countries must protect the rights of all migrant workers. Implementation of the Court’s opinion must, as a legal matter, be part of OAS member states’ migration policy discussions.  Further, as a practical matter, making sure that migrant workers’ labor rights are protected – no matter when or how a worker came to a country – ensures that unscrupulous employers will find no advantage in hiring and abusing undocumented workers.  As such, this element can form a potent part of a country’s migration policy.

This submission looks at good and bad practices – both on the part of the government and the judicial system as well as on the part of different non-governmental organizations – and is based largely on experiences in the United States.  We conclude that the principle of equality and non-discrimination must be at the core of any strategy aimed at improving conditions for migrants, both in the host country and the sending countries. We invite the working group, and civil society in other countries, to collaborate on a hemispheric-wide analysis of current practices and best practices, in order to promote OC-18 and a credible, humane immigration labor policy, in the hemisphere.

II. Principle of equality and non-discrimination as applied to migrants in the Inter-American Human Rights System

A.   Inter-American Court’s Advisory Opinion on the Legal Status and Rights of Undocumented Migrants

In September of 2003, the Inter-American Court issued Advisory Opinion OC-18 on the Rights of Undocumented Migrants,
  in which it held international principles of human rights prohibit discrimination on the basis of immigration status, using the term “discrimination” to refer to “any exclusion, restriction or privilege that is not objective and reasonable, and which adversely affects human rights.”
  

The Court’s decision made clear that countries have the right to decide under what conditions foreigners may enter its borders, but once a worker enters into an employment relationship, “the migrant acquires rights as a worker, which must be recognized and guaranteed, irrespective of his regular or irregular status in the State of employment.”
  It then outlined the different labor rights which it said were fundamental and must be respected by member countries.

OC-18 provides an important precedent that may help counteract restrictions on the rights of migrant workers to protection under human rights law, and has been recognized in the observations and recommendations of the annual report from the Inter-American Court, approved by the OAS General Assembly on June 8, 2004.
  Recently, the Human Rights Commission of the High Commission on Human Rights at the United Nations recognized the decision in its resolution 2005/47.
  

B. Good Practices vis-à-vis Migrants in and Irregular Status
1.  Confidentiality and (non) Cooperation Policies of Administrative Enforcement Agencies

Worker advocates in the US believe that the only way to adequately enforce labor rights of all workers is to establish a clear “firewall” between labor enforcement and immigration enforcement; that is, to make it clear that a workers’ immigration status is never a subject of questioning in a labor dispute.  In an attempt to ensure that “firewall” is in place, they have developed a number of tools within the court and administrative systems.  In general, the policies represent a step forward in protecting migrant workers’ access to remedies for violation of labor rights.  However, many of the policies are discretionary or weak, and to be truly meaningful, a specific policy that governs the rights of all workers in all situations should be developed.  Otherwise, the existence of this protection will depend in large part on the geographic location in which the worker worked, and the specific law that was violated. 

Federal agencies in the United States specifically have recognized that the failure to ensure equal access to labor law enforcement for undocumented migrants has a detrimental impact on all workers, nationals and migrants alike.  As such, the following agencies have instituted policies that offer some limited protection to undocumented migrants who make complaints or whose employers threaten to turn them in to immigration authorities if they complain.

Department of Homeland Security (formerly Immigration and Naturalization Service).  Since the late 1990’s U.S. immigration authorities have had a policy which gives some protection to workers when an employer threatens to turn them into immigration personnel, thought that protection is somewhat discretionary.    

A Special Agents Field Manual for the agency says that when the agency receives information concerning the employment of undocumented or unauthorized aliens, officials must "consider" whether the information is being provided to interfere with employees’ rights to organize or enforce other workplace rights, or whether the information is being provided to retaliate against employees to vindicate those rights.
  If immigration authorities determine that the information may have been provided in order to interfere with employees' rights, "no action should be taken on this information without the review of District Counsel and approval of the Assistant District Director for Investigations or an Assistant Chief Patrol."  SAFM 33.14(h).  Unfortunately, because this policy grants discretion to the immigration authorities, it is viewed by many advocates as an unreliable protection.  

2. Agency Commitment to Enforcement of Labor Laws for all Workers.
In 1998, the US Department of Labor (DOL) entered into a Memorandum of Understanding (MOU) with the INS (Immigration and Naturalization Service, which is now the Department of Homeland Security, or DHS) establishing that the labor agency will not report the undocumented status of workers if discovered during an investigation triggered by a complaint made by an employee when there is a labor dispute, nor will it inquire into a worker’s immigration status while conducting a complaint-driven investigation.
  Included among the MOU’s stated goals are: 

· reduce economic incentives for the employment of unauthorized workers and the consequential adverse effects on job opportunities, wages and working conditions of authorized U.S. workers by increasing employers’ compliance with minimum labor standards;

· avoid the further victimization of unauthorized workers employed in the U.S. by employers which may seek to abuse the enforcement powers of the signatory agencies to intimidate or punish these workers; and, 

· promote employment opportunities for legal authorized U.S. workers and improvements in their wages, benefits, and working conditions.

The principal federal law that protects workers’ rights to be paid is the Fair Labor Standards Act (FLSA).  FLSA protects most workers’ rights to a minimum wage (currently set at a very low $5.15 per hour), and to overtime pay of one and one half times the regular rate of pay for hours worked over 40 in one week.  Following the Supreme Court’s decision in Hoffman Plastic Compounds, Inc. v. NLRB (discussed below), DOL has stated that it will fully and vigorously enforce the FLSA without regard to whether an employee is documented or undocumented.”
 Like the federal laws, most state labor and employment laws contain no provision that distinguishes between documented and undocumented workers.
 

The Equal Employment Opportunities Commission (EEOC), which enforces a number of anti-discrimination laws in the United States, has a similar policy of enforcing the law on behalf of all persons who suffer workplace discrimination.

3. Protections From Disclosure of Immigration Status in Formal Legal Proceedings

In the United States, when formal legal claims are filed in court, both parties are allowed to ask a broad range of questions, and ask for a broad range of documents, from the other party in a process called “discovery.”  The subject matter of discovery covers anything relevant to a claim or defense, or anything that might become relevant.  Attorneys representing employers in claims brought by migrants are increasingly using the discovery process to inquire into a plaintiff’s immigration status, ostensibly to obtain information that is allegedly relevant to the damages claimed.  These measures clearly serve to intimidate the plaintiff into dropping the charges altogether, due to fear of retaliation and potential immigration consequences.  

A series of state and federal cases protect workers from having to disclose their immigration status in legal proceedings.  The most recent decision, in a discrimination case called Rivera v. NIBCO
 from an intermediate appellate court covering the western coast of the United States, indicates that at least some courts understand this dynamic.  As against the employers’ argument that it “needed” disclosure of status in order to present its defense that the plaintiffs were not entitled to back pay after the U.S. Supreme Court’s decision in Hoffman Plastic Compounds, Inc. v. NLRB (discussed in greater detail below), the Court weighed the plaintiffs’ interest in non-disclosure, and said:

Granting employers the right to inquire into workers’ immigration status in cases like this would allow them to raise implicitly the threat of deportation and criminal prosecution every time a worker, documented or undocumented, reports illegal practices or files a Title VII action.  Indeed, were we to direct district courts to grant discovery requests for information related to immigration status in every case involving national origin discrimination under Title VII, countless acts of illegal and reprehensible conduct would go unreported.

In a similar case for unpaid wages and overtime noted above, Zeng Liu,
 the defendant made a discovery request for the disclosure of plaintiff garment workers’ immigration status, but the federal court denied the request on the grounds that release of such information is more harmful than relevant.

C. Bad Practices: Failures to Ensure Non-Discrimination in the Application and Enforcement of Labor and Employment Rights for All Migrants 

Despite some of the promising practices from the United States specifically discussed above, while workers generally have equal rights under U.S. labor and employment laws regardless of immigration status, with some exceptions outlined here, equal remedies remain elusive and are denied in many circumstances.  Because rights are often meaningless without a remedy, this failure is crucial.  The practices discussed in this section are not unique to the United States, and are raised solely for the purpose of highlighting specific issues for the OAS Committee on Juridical and Political Affairs’ Working Group on the Inter-American Program for Promotion and Protection of the Human Rights of Migrants to consider in developing its project on migration in order to ensure the protection of the fundamental human rights of all migrant workers, both authorized and unauthorized. 


1. Statutory Exclusions for Migrants 

In keeping with the principle of equality and non-discrimination, as provided for in the American Declaration on the Rights and Duties of Man, the American Convention, and the International Covenant on Civil and Political Rights, all workers, regardless of migration status, state parties cannot discriminate against migrants, regardless of their immigration status, in the affordance of rights and benefits under the law.  While a State may distinguish among authorized and unauthorized workers with respect to who may legally work – as part of a State’s sovereign right to govern migration – once a migrant is employed, a State party must ensure that migrant is not discriminated against.  This applies in the area of citizenship discrimination, social security or pension benefits, and all other labor and employment laws.  

For example, federal law in the United States protects against discrimination on the basis of race, ethnicity, national origin, religion and gender.  But, with limited exceptions, there is not protection against citizenship-based discrimination.  The Immigration Reform and Control Act of 1986 prohibits employment of unauthorized migrants, and requires employers to inspect the documents presented by new employees to determine if employees are eligible to work in the United States.  The documents most frequently used are the Social Security Number and driver’s license.  In recognition of the negative impact this could have on all persons looking foreign, Congress included provisions to protect citizens and certain categories of legally authorized migrants from discrimination on the basis of their citizenship status.  But not only do those provisions not apply to undocumented migrants, they also exclude from protection legal migrants who fail to demonstrate their intent to become citizens in their failure to apply for citizenship within six months of becoming eligible to do so.  

Access to Legal Services.   In the United States, through the Legal Services Corporation, Inc., the federal government provides funding for the provision of free legal aid to income eligible individuals.  In 1996, Congress amended the law under which this money is granted prohibiting any legal aid program receiving any federal funds from representing unauthorized migrants, expanding the previous more narrow prohibition on the use of federal funds to represent unauthorized migrants while still allowing LSC recipients to use other funding for that purpose.  Furthermore, the Legal Services Corporation-funded entities are prohibited from representing certain seasonal migrants coming under the H-2B visa program available to employers seeking unskilled laborers on a seasonal or temporary basis.

2.  Judicially-created Exclusions from Labor Protections for Undocumented Migrant Workers.

Because the remedies issues are often the subject of debate in the courts, a migrant worker’s rights frequently will depend on whether a federal or state court has issued a decision on a particular issue, and what the decision is.  Even though many decisions have been in favor of workers, the patchwork nature of the legal system creates a great deal of uncertainty, and does not comply with the human rights requirement that all migrants, regardless of immigration status, be granted equal rights in employment as nationals. 

While most federal and state laws in the U.S., including those offering protection for the exercise of freedom of association, anti-discrimination laws, laws protecting health and safety on the job, wage and hour protections, do not distinguish on the basis of the immigration status of a worker, unlawful immigration status sometimes becomes relevant in determining which remedies are available to redress the workplace violation.  

Right to Freedom of Association.

In the United States, a federal law called the National Labor Relations Act, controls workers’ rights to freedom of association and collective bargaining.   As discussed above, it has long been the case that migrant workers, regardless of their immigration status, were considered “employees” covered under the Act.  Employer use of workers' immigration status to threaten, intimidate or remove workers in retaliation for their union activities was also held to constitute an unfair labor practice in violation of §8(a)(3) of the NLRA.
 

Up until 2002, the federal agency that administers the National Labor Relations Act, the National Labor Relations Board, allowed undocumented migrant workers to receive “back pay;” that is, pay for the time that they would have been working for the company if they hadn’t been fired illegally.  But in 2002, the highest court in the country, the U.S. Supreme Court held, in a case called Hoffman Plastic Compounds, Inc., v. NLRB,
 an undocumented migrant worker illegally fired from his job because he was engaged in a union organizing campaign was not entitled to reinstatement and was not eligible for “back pay.”  

Hoffman created an onslaught of litigation by employers claiming that it limits workers’ rights in almost every area of labor and employment law.  Fortunately, courts have rejected the most of the extreme expansions of the decision, as discussed in the cases above describing good practices. 

Since the Hoffman decision, the National Labor Relations Board has stated that even though undocumented workers are still covered by the NLRA, they will not be entitled to back pay for any period of time during which they lacked work authorization, or to reinstatement when they are illegally fired, unless they can show that they now have lawful employment status.
  This means that for undocumented workers, there is no effective remedy for violations of the right to freedom of association.  The Committee on Freedom of Association at the International Labor Office found the refusal to allow for a back-pay remedy violates fundamental labor rights, and has urged the US Congress to conform its internal law to international legal standards.

Full Protection and Guarantees against Discrimination.   

Several national laws in the United States protect workers against discrimination on the job.  These include the Americans with Disabilities Act (ADA), Age Discrimination in Employment Act (ADEA), Equal Pay Act, and Title VII of the Civil Rights Act (which prohibits employment discrimination based on race, national origin, gender, and religion).  The Equal Employment Opportunities Commission (EEOC) is the federal agency that enforces workers’ rights to be free from discrimination.  States also have their own anti-discrimination statutes, which often provide broader protections than those available under the federal statutes.

The Hoffman decision has had spillover impacts on protections under the anti-discrimination laws.  At the federal level, after Hoffman, while the EEOC reaffirmed that undocumented workers are covered by these federal employment discrimination laws, the EEOC’s policy of pursuing back pay on behalf of undocumented workers has been rescinded.
  

The issue of the availability of back pay under state discrimination laws has not been fully addressed by the state courts either since Hoffman.  While back pay at the state level may remain unaffected, because there is some law supporting a state’s ability to make its own policy choices in this area, there have been some state court decisions that have harmed undocumented workers.  For example, both New Jersey and California courts have concluded that victims of discrimination who are undocumented have no right to certain forms of compensation.

Guarantee to all Remedies available when Rights to Minimum Wage and Overtime Pay are Violated.  

The federal Department of Labor, while it has stated that it will continue to protect victims of wage violation after Hoffman, has not said whether it will seek back pay (pay for work that a worker would have done if s/he hadn’t been illegally fired) for undocumented workers who suffer retaliation for asserting their wage and hour rights.
  As stated above, it is critical that all workers – regardless of their migration status – be deemed entitled to the full range of remedies available under the law when their legal rights are violated, regardless of their migration status. 

Protection of Health and Safety on the job.  

It is critical that laws designed to protect the health and safety of workers on the job must be applied in their entirety without discrimination as to immigration status.  It is important that all workers are not only covered by the relevant statutes, but they are also guaranteed the full remedies afforded under the statutes.  Failure to do so not only violates the principle of equality and non-discrimination, it also undermines the efficacy of the health and safety laws as applied to all workers, both authorized and unauthorized.  

Workers’ Compensation (for workplace injuries).  

In the United States, all states have systems that cover medical benefits, wage loss, permanent disability and loss of life for workers who are injured in the job.  The systems vary in their generosity from state to state.  The process for an injured worker is to file a claim, which is decided by an administrative agency and which may be appealed to the courts.  

In the onslaught of litigation that followed Hoffman – workers’ compensation cases in eleven states in three years -- state agencies and courts have generally decided that migrant workers, even those who are undocumented, continue to be entitled to workers’ compensation benefits.
  Most have granted undocumented migrants the full range of benefits that they claim, including both medical benefits and lost wages. However, in Michigan and Pennsylvania, courts have said that undocumented workers may not be entitled to compensation for certain wages lost because of injuries, while in other states, workers fear prosecution for document fraud and deportation if they file a claim for benefits
  In addition, in those situations where are allowed to sue third parties for lost wages and injuries on the job, it is important that unauthorized migrants be entitled to the full amount of lost wages and all other benefits afforded to all other workers.

Migrants and Death Benefits.  

Workers’ compensation laws in many states bar the non-resident family members of workers killed on the job from receiving full benefits.  In those states, whenever the family member is living outside the United States and is not a United States citizen, the family members do not receive the full death benefits award.  There are several ways in which states limit compensation to nonresident alien beneficiaries. Some states limit compensation compared to the benefits a lawful resident would have received, generally 50% (Arkansas, Delaware, Florida, Georgia, Iowa, Kentucky, Pennsylvania, and South Carolina).
  Some states restrict the types of non-resident dependents who are eligible as to receive benefits as beneficiaries (Arkansas, Delaware, Florida, Kentucky, and Pennsylvania). Other states limit coverage based on: the length of time a migrant has been a citizen (Wisconsin), the laws of the alien resident beneficiary’s home country (Washington) or the cost of living in the alien resident beneficiary’s home country (Oregon).
 Alabama denies benefits to all foreign beneficiaries.
  Although these laws do not explicitly discriminate on the basis of alienage alone, they disproportionately deny equal benefits to non-nationals, who are most likely to have beneficiaries who are non-resident aliens.  

3.  Immigration Enforcement’s Interference with Workers Rights
The good practices outlined in the Section above are often undercut by direct workplace enforcement against undocumented workers at their place of employment, the misuse by employers of government information stating that a workers’ Social Security Number in the United States, for example, does not match government records, and the series of databases that are being used and developed to cross-match employee information in a wide variety of contexts.  The system of focusing immigration enforcement in the workplace has created confusion among immigrant workers with respect to whether or not they can expect confidentiality if they have a complaint for violation of labor rights, and trust state and federal agencies whose purpose it is to ensure employers’ compliance with all labor laws.

Local Enforcement of Immigration Laws. 

Until recent years, it has been the practice in many cities and states that local police officials do not act as immigration agents, for several reasons. Turning local police into immigration agents is a dangerous trend that deters migrants from accessing or cooperating with the police for fear of immigration consequences. When migrants are afraid to file claims with administrative agencies, call the police, or go to court, they can not benefit from the protections of law enforcement.  However, since 1996, the federal agency charged with immigration law enforcement has increased its cooperation with local police and other law enforcement agencies, both formally and informally both through the passage of federal laws authorizing state and local police to enforce the criminal provisions of federal immigration laws, and with a recent policy change authorizing state and local authorities to enforce even civil provisions of the laws.  Generally in the US, a person who is unlawfully in the country has committed only a civil violation of the law, although there is a significant increase in criminal prosecutions of individuals in immigration proceedings on visa fraud grounds.

III. Use of Treaty Agreements to Protect the Human Rights of Migrant Workers and their Families

Preliminary research indicates a mix of good and bad practices in the Americas, regarding the role that bilateral and multilateral treaties can play in protecting the human rights of all migrant workers and their families.  For example, countries that form part of MERCOSUR (Argentina, Uruguay, Paraguay and Brazil) have used that forum to negotiate a reciprocal regularization of unauthorized immigrants involving the MERCOSUR members and the associated states of Bolivia and Chile, as of 2002.  And the Andean Community agreement between Bolivia, Colombia, Ecuador, Peru and Venezuela also reportedly seeks to address labor protections for authorized and unauthorized migrant workers.  In negotiating trade agreements, however, enforcement measures for guaranteeing the rights of all workers on whom those agreements have both a direct and indirect impact, have not been as strong as they could be.  Thus, it is important for OAS member states to take the opportunities presented in negotiating bilateral and multilateral treaty agreements, particularly trade agreements, to pay particular attention to the impact of the agreements on workers and their migration, and to ensure proper protections to guarantee their human rights.

IV. Conclusion and Recommendations
· In order to recognize development and the alleviation of poverty among migrants and all low-wage workers, non-discrimination must be the guiding principle in the enforcement of labor and employment rights.  To achieve that goal, we need to ensure not only that the laws do not allow for discrimination, but we must also make sure that a country’s practices ensure equal treatment of all working people within the country’s borders.

The Inter-American Court decision was a landmark in the protection of workers’ rights in the member countries of the OAS. The Committee on Juridical and Political Affairs’ Working Group on the Inter-American Program for promotion and protection of the human rights of migrants should undertake a study of “best practices” that would outline a country’s compliance with the principles of equality and non-discrimination by measuring the country’s performance against the specific areas in which the Court said equal rights must be afforded.  These fundamental rights include equal pay, health and safety protection, the right to freedom of association and indemnization.  Civil society groups should be involved in this process.   Countries’ performance should be measured against these goals and a hemispheric-wide strategy developed to make the necessary changes to ensure that migrant workers, no matter when or how they came to a country, are offered full equality under labor laws.  In engaging in such a study, it is recommended that the Committee look to the final comprehensive report issued in 2005 by the Platform for International Cooperation on Undocumented Migrants (PICUM), 10 Ways to Protect Undocumented Migrant Workers, available at www.picum.org.     

ADDENDUM

At the request of the Delegate from Mexico, Ms. Paoletti included the following addendum on to her written contribution.

1.  In response to the discussion earlier today, I think it is important that we look specifically at the rights of migrants and that we are clear about the differences between those migrants who are smuggled, those who are trafficked and those who migrate on their own.  While it is important to work towards ending trafficking, and to providing both protections and remedies for those subjected to trafficking, it is important also to not forget the need to protect the rights of, and provide remedies for, all migrants, regardless of how they entered their host country - whether by force or not.  

2.  In looking at the situation of those who migrate for work, and particularly in light of current immigration reform debates pending in the U.S. Congress as well as the international debate on migration, it is important for us to look at several key and necessary provisions for any temporary worker (or "guestworker") program.  Any temporary worker program should address the following: 

a. Wage protections.  For example, under the H-2B program in the United States, in certain industries such as landscaping, we have seen a steady decline of the prevailing wage rates in different states (even before you account for inflation).

b. Enforcement of labor and employment laws.  It is critical that all temporary workers, as with all undocumented workers, are afforded the same rights and remedies under all labor and employment laws as are afforded nationals.  This is particularly important in the area of health and safety, and the provision of workers compensation benefits – as recently illustrated in a series in the newspaper the Sacramento Bee detailing horrific, and in some cases fatal, accidents involving H-2B workers in the forestry industry. 

c. Visa portability.  Problems arise when a workers right to be in a country is tied directly to that employer.  Such an arrangement gives the employer enormous power over the worker, and leads to a situation ripe for exploitation.

d. Access to legal services and education about rights in employment.  Currently, federally-funded legal services programs in the United States are prohibited from providing legal assistance to workers on H-2b contracts.  The result is that many workers are unable to effectuate their rights because they are unable to find counsel.  Possibly even more important – and a role that sending States can play – is the need for workers to be educated about their legal rights before entering another country on a temporary worker visa, without which they often do not know that they have legal rights or whom to contact if they experience problems on the job.

e. Social Security.  OC-18 mentions a workers right to social security regardless of immigration status.  It is important for temporary worker programs to ensure that workers are entitled to social security, and that the necessary mechanisms are in place so that they may access those social security benefits for which they have paid throughout their employment.

f. Housing.  Affordably housing is incredibly difficult to come by in many of the communities that rely in temporary workers.  This is true both in the large cities and in the rural farming communities.  Ensuring that workers are provided with safe and affordable (if not free) housing is essential to their well-being.

g. Perhaps the most controversial feature discussed in the current immigration debate in the United States is the incorporation of a path towards legalization for workers participating in a temporary worker program.  Immigrant and worker advocates in the United States are fighting hard for this, because of the recognition that to deny workers this right can lead to a permanent underclass of workers.

3. Remittances. This is an area where cooperation among the different entities and States represented here today can have a significant impact on the lives of migrants and their families.  It is important that States look for ways to facilitate the process of remittances through cooperation with financial institutions to allow for migrants, regardless of immigration status and documentation, to open bank accounts.  For example, several banking institutions had started to allow workers from Mexico to open bank accounts with their matricula.  This not only saves workers significant amounts of hard-earned money by doing away with the need for them to pay check-cashing fees, and Western Union fees, but it also serves to protect the physical safety of migrants.  Migrants are often targeted by criminals who go after them because they carry large amounts of cash because they are forced to cash their pay-checks or receive cash payments because they do not have bank accounts.

4.  We heard discussion earlier today of the need to incorporate the gender perspective into our discussions about the protection of the rights of migrant workers.  An issue of particular importance when considering the rights of female migrants is the rights of domestic workers and their rights in employment.  It is critical not only that the laws fully protect domestic workers, but that there is a mechanism for effectuating those rights.  In the fall session of the Inter-American Commission on Human Rights, advocacy groups presented a general interest hearing on the issue of diplomatic immunity, and the gross exploitation of diplomatic workers that sometimes goes completely unremedied because the employers are diplomats.  This Working Group is uniquely situated to look at this issue, and derive potential mechanisms to address the problem of diplomatic immunity in the context of domestic workers.

5.  Finally, legal services and the concept of the portability of justice.  Again, this Working Group is uniquely situated to work with States parties and other entities to think of ways to assist workers who are seeking to enforce their labor and employment rights after they have left the country of work.  Often workers are too afraid to come forward while they are engaged in work in their host country, or they are fired after asserting their rights or they are injured on the job and can no longer work, and they return home.  Once they have left the country of work, pursuing their legal claims becomes infinitely more difficult, and so it is critical to examine ways in which States and the other entities represented here today can cooperate with worker rights advocates to ensure that a migrant worker is not forced to abandon his or her legal rights and remedies when he or she returns home.
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Propuestas para fortalecer y apoyar el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes desde una perspectiva subregional andina
La Comisión Andina de Juristas estima relevante analizar la situación de los migrantes andinos es decir aquellos originarios de Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Perú, Venezuela y sobre la base de este análisis proponer algunas acciones cuyo fin sea el fortalecimiento del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes. 

En primer lugar, es pertinente señalar que la migración como fenómeno social complejo constituye un problema común en los países andinos; en particular por las dificultades que afrontan los migrantes en los países receptores y por las tensiones que ocasiona entre los países de la región. La migración en la región andina se produce en dos modalidades e involucra a diversos actores. Por un lado, existe la migración entre los países andinos y desde los países andinos hacia los países desarrollados, siendo esta la más frecuente. Por otro lado, están involucrados los Estados que regulan la entrada y salida de las personas que migran y los individuos y sus familias que migran en busca de mejores condiciones de vida. La migración a su vez tiene consecuencias económicas, sociales, culturales y políticas en los Estados e individuos involucrados.

En el ámbito de la migración entre países andinos es preciso indicar que esta se produce esencialmente por la mejor situación económica de algunos Estados respecto a los otros y por la necesidad de escapar de situaciones de crisis de distinto tipo, en su mayoría crisis sociales como el caso de la migración producida desde Colombia a Ecuador, Perú y Venezuela como consecuencia del conflicto armado que vive este país.

En relación a la migración hacia países desarrollados es posible constatar que uno de los principales temas de preocupación es la migración de trabajadores calificados que sí logran insertarse al mercado laboral del país receptor, lo cual también ocasiona problemas en los países de origen debido a que estos se ven privados de profesionales calificados necesarios para su desarrollo. A esta situación se suma la casi inexistencia de políticas para promover un contacto más fluido con sus países de origen, como por ejemplo para el envío de dinero a sus países de origen. No obstante, en los últimos años se observa en la región una mayor preocupación por la suerte de los migrantes en el extranjero debido a dos motivos principales que son la importancia de las remesas del exterior para las economías locales y la necesidad de captar el voto migrante en los casos de países en donde el voto aún es obligatorio.

El contexto descrito anteriormente sirve para ubicar el escenario en el que se producen la mayor parte de violaciones de los derechos humanos que se verifican principalmente en los Estados receptores y en los Estados de tránsito. Frente a estos casos, los migrantes, en particular los migrantes indocumentados se encuentran en una situación de vulnerabilidad estructural a raíz de la cual ellos están expuestos a una serie de atropellos como son la discriminación para la concesión de nacionalidad o para acceder a los servicios sociales a los que los extranjeros tienen derecho conforme a ley, las detenciones arbitrarias, la falta de debido proceso, condiciones de vida infrahumanas, las deportaciones masivas, la trata de personas por organizaciones criminales, la explotación laboral y la ausencia de protección de la salud de los migrantes.  Las violaciones descritas tienen una mayor incidencia en el caso de mujeres y niños migrantes que los expone a situaciones como castigo corporal, acoso sexual, condiciones de trabajo deficiente, violencia familiar, desintegración familiar, entre otros.

Sin duda, para revertir los problemas que genera la migración en los países andinos y la migración de andinos en países desarrollados son necesarias acciones en el ámbito interamericano, subregional, en los Estados receptores y en los Estados de tránsito. Tales acciones deberían concretarse en el ámbito normativo, de políticas públicas y de mecanismos de promoción y protección de derechos humanos. Estas acciones deben a su vez ser tomadas en consideración en el proceso de implementación del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los derechos humanos de los migrantes en particular en su acción hacia los países andinos.

Así por ejemplo, en el ámbito normativo todos los Estados deberían cumplir las normas internacionales que regulan los derechos de los migrantes. En particular, la Convención Internacional de Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Familias
/.  En relación al estado actual de la Convención en la región andina destaca la ratificación efectuada por Chile y Perú durante el año 2005, de este modo, a la fecha Venezuela es el único país andino que no ha suscrito ni ratificado dicho tratado. En esta línea, el Programa Interamericano deberá asistir a los Estados para que estos aseguren el estricto cumplimiento de las disposiciones del tratado citado y procedan a su implementación a través de la adopción de medidas legales o de cualquier otra índole necesarias para tal fin.

En el caso de la subregión andina, resulta también pertinente señalar que Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela, Estados miembros de la Comunidad Andina (CAN), deberían cumplir las decisiones
/ adoptadas por este organismo de integración subregional. Es posible constatar que si bien estas tienen carácter obligatorio para los Estados miembros aún se registra un alto índice de incumplimiento. La falta de conocimiento, difusión y capacitación en relación al derecho comunitario y su repercusión en la protección de los derechos de los migrantes andinos; así como la falta de adecuación de las normas y reglamentos que permitan el cumplimento de las decisiones comunitarias son aún tareas pendientes.

Sin embargo, son positivas algunas acciones en curso. Ejemplo de ello es que algunos  Congresos de la región están discutiendo la posible creación de una Comisión Permanente del Congreso dedicada al tema de los nacionales en el exterior. En esta línea se han dado normas para promover el retorno de los migrantes reduciendo los costos tributarios y aduaneros. Asimismo, a través de instituciones bancarias, por ejemplo, se reducen y facilitan los trámites para el envío de remesas del exterior, reduciendo de esa manera la proliferación de mercados negros. Otros programas incluyen el financiamiento de vivienda a través de programas estatales que pueden ser pagados desde el exterior. En este ámbito resulta imprescindible que los Estados andinos en coordinación con los Estados receptores fortalezcan los mecanismos existentes y establezcan nuevos mecanismos que contribuyan a asegurar la promoción de los vínculos de los migrantes con sus países de origen.

En esta línea, teniendo en consideración el papel que cumple el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes, la Comisión Andina de Juristas considera necesario priorizar el análisis, la evaluación y la supervisión del tema de promoción y protección de los derechos de los migrantes en general e incorporar un enfoque subregional que contribuya al reconocimiento de los problemas y necesidades específicas que afrontan los migrantes de cada país del continente y su incidencia en todo el marco de protección de los derechos humanasen el ámbito interamericano. Una acción en esta línea es de carácter imperativo. Para ello, resulta importante enfatizar las capacidades que este Programa tiene para influir en las decisiones que adoptan los Estados de origen, los Estados de tránsito y los Estados receptores de migrantes y las acciones de la sociedad civil a favor de la defensa de los derechos humanos de los migrantes..

En esta línea, la Comisión Andina de Juristas desea proponer algunas medidas para apoyar la implementación del Programa interamericano:

· Asistir a los Estados para que cumplan con presentar oportunamente sus informes periódicos al Comité sobre Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Familias así como información que sea solicitada por la Relatoría de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

· Promover entre los Estados americanos la suscripción y ratificación de la Convención sobre Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Familias

· Promover el cumplimiento de las resoluciones adoptadas por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos 

· Monitorear el cumplimiento de las decisiones emitidas por los órganos de protección de derechos humanos del sistema interamericano

· Incorporar mecanismos específicos para el trabajo de apoyo y asistencia a los sistemas subregionales de integración para el respeto y protección de los derechos humanos de las personas migrantes.

· Incorporar la defensa de los derechos de los niños como un elemento fundamental del Programa, en particular en relación a los graves efectos que tiene la migración en la protección de sus derechos humanos

· Promover un trabajo conjunto con las Defensorías del Pueblo del continente en el tema de migrantes, tanto en la defensa de los derechos humanos como en el seguimiento y evaluación de las políticas públicas.

Finalmente, la Comisión Andina de Juristas desea recordar que para el cumplimiento de los objetivos del Programa Interamericano y su impacto en la protección de los derechos humanos de las personas migrantes será primordial que exista correspondencia entre las demandas sociales, las opciones políticas y las decisiones de las autoridades públicas en especial aquellas vinculadas a la asignación de recursos de un Estado. Por ello, una estrategia que asegure su implementación adecuada exigirá la voluntad política de los Estados y el apoyo y movilización de las organizaciones de la sociedad civil que trabajan por la defensa de los derechos humanos.
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�.	 Aprobado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos en su sesión del 26 de enero de 2006.


�	El IIN ha desarrollado un Prototipo Base del Sistema Nacional de Infancia (Montevideo, 2003).


�.	http://www.iin.oas.org/proy_trafico_ninos_internet/documento_trafico_y_pornografia_infantil.htm


�.	Esta idea surge a partir de las resoluciones:  CD/RES. 12 (77-R/02), CD/RES. 13 (78-R/03), AG/RES. 1958 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2141 (XXXV-O/05).


�.	Este Departamento fue creado por Orden Ejecutiva No. 05-13 Rev.1 de la Secretaría General de la OEA, del 15 de diciembre de 2005.


�.	De acuerdo a la Constitución de la OMS el goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, religión, ideología política o condición económica o social.  La Constitución fue adoptada por la Conferencia Sanitaria Internacional, celebrada en Nueva York del 19 de junio al 22 de julio de 1946, firmada el 22 de julio de 1946 por los representantes de 61 estados y entró en vigor el 7 de abril de 1948.  En el Sistema de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental (Artículo 12).  Este Pacto entró en vigor el 3 de enero de 1976 y 142 Estados lo han ratificado.  En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, este derecho está protegido por el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Protocolo de San Salvador) en el Área de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su artículo 10.  Este Protocolo entró en vigor el 16 de noviembre de 1999 y ha sido ratificado por 12 Estados. 


�.	Ver Heidi V. Jiménez y Javier Vásquez, “El Derecho Internacional, instrumento esencial para la promoción de la salud mental en las Américas”, Revista Panamericana de Salud Pública, 9 (4), 2001, p.267. 


�.	Id.  Véase también Mental Disability Rights International, OAS Human Rights Commission Orders Paraguay To End Horrendous Abuses in National Psychiatric Facility, 18 de diciembre de 2003.  Disponible en � HYPERLINK "http://www.mdri.org/projects/americans/paraguay/pressrelease.htm" �www.mdri.org/projects/americans/paraguay/pressrelease.htm�


�.	Véase Organización Internacional para las Migraciones, Migración, Prostitución y trata de mujeres dominicanas en la Argentina, Buenos Aires, 2003. 





�.	ILO: Towards a fair deal for migrant workers in the global economy International Labour Conference, Geneva 2004, p. 7. Available on line at:


 � HYPERLINK "http://www.ilo.org/public/english/standards/relm/ilc/ilc92/pdf/pr-22.pdf" ��http://www.ilo.org/public/english/standards/relm/ilc/ilc92/pdf/pr-22.pdf�





�.	Noted in the Report of the (UN) Secretary General on the Status of the UN Convention on migrants rights for the 55th Session of the UN General Assembly.  Doc. A/55/205. July 2000.  The other six are the International Covenant on Civil and Political Rights, International Covenant on Economic, Social and Cultural Rights, Convention for the Elimination of Racism and Racial Discrimination (CERD), Convention Against Torture (CAT), Convention for the Elimination of Discrimination Against Women (CEDAW), and the Convention on the Rights of the Child (CRC).   Texts and status of these conventions available on the website of the Office of the UN High Commissioner for Human Rights:  www.unhchr.ch


�.	The ILO Migration for Employment Convention No. 97 of 1949 is ratified by 46 countries, the ILO Migrant Workers (Supplementary Provisions) Convention No. 143 of 1975 is ratified by 19 countries; and the 1990 International Convention on the Protection of the Rights of All Migrant Workers and Members of Their Families ratified by 34 countries and signed by 16 others.  A number of States have ratified both of the ILO Conventions, several have ratified one or both ILO Conventions plus the 1990 International Convention.








�.	Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados Opinion Consultativa OC-18/03 de 17 de Septiembre de 2003, solicitada por los Estados Unidos de Mexico.


�.	As reported by Beth Lyons, (USA) National Employment Law Project, September 28, 2003 


�.	Ver el Informe de la Comisión Mundial sobre Migraciones Internacionales: Las migraciones en un mundo interdependiente: nuevas orientaciones para actuar (octubre de 2005). 


�.	Recientemente, en su discurso inaugural ante el Comité Ejecutivo del ACNUR, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, el señor António Guterrez, se refirió a la necesidad de preservar el asilo en medio de los complejos flujos de población como uno de los 3 grandes retos contemporáneos para la protección de internacional.





�.	See report of the Global Commission on International Migrations: Migration in an interconnected world: New Directions for Action (October, 2005). 


�.	Recently, in its opening remarks to UNHCR’s Executive Committee, the UN High Commissioner for Refugees, Mr. António Guterrez, referred to the need to preserve the institution of asylum within complex population flows, as one of the three major contemporary challenges for refugee protection.





�.	Migrants’ Rights. IOM Policy and Activities. Eighty-Fourth Session, IOM’s Council. 13 November 2002. 


�.	La Conferencia Sudamericana sobre Migraciones es un proceso regional que asegura la inserción de la región en la corriente internacional de mecanismos de diálogo y concertación en materia migratoria que se vienen dando a nivel mundial. Cabe mencionar que los países participantes corresponden al Cono Sur (Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay), a la Región Andina (Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela), y a Guyana y Surinam. Para información adicional: http://www.oimconosur.org.


�.	Para información adicional: http://www.crmsv.org.


�.	Para información adicional: http://www.siemmes.iom.int.


�.	Ministerio de Educación.


�.	Esta metodología hace alusión a la capacidad innata que cada ser humano tiene y reforzando la convicción de que todo niño o niña, maestro o maestro, padres y madres, adolescentes y adultos, pueden lograr sus metas. 


�.	The Legal Status and Rights of Undocumented Migrants, September 17, 2003, available at � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/serie_a_ing/serie_a_18_ing.doc" ��http://www.corteidh.or.cr/serie_a_ing/serie_a_18_ing.doc�.


�.	Id. 


�.	Id. at para. 134.


�.	In the case of migrant workers, there are certain rights that assume a fundamental importance and yet are frequently violated, such as: the prohibition of obligatory or forced labor; the prohibition and abolition of child labor; special care for women workers, and the rights corresponding to: freedom of association and to organize and join a trade union, collective negotiation, fair wages for work performed, social security, judicial and administrative guarantees, a working day of reasonable length with adequate working conditions (safety and health), rest and compensation. The safeguard of these rights for migrants has great importance based on the principle of the inalienable nature of such rights, which all workers possess, irrespective of their migratory status, and also the fundamental principle of human dignity embodied in Article 1 of the Universal Declaration, according to which “[a]ll human beings are born free and equal in dignity and rights. They are endowed with reason and conscience and should act towards one another in a spirit of brotherhood.”


�.	OAS General Assembly, OBSERVATIONS AND RECOMMENDATIONS ON THE ANNUAL REPORT OF THE INTER-AMERICAN COURT OF HUMAN RIGHTS (June 8, 2004), AG/RES. 2043 (XXXIV-O/04),  � HYPERLINK "http://www.oas.org/xxxivga/english/docs_approved/agres2043_04.asp" ��http://www.oas.org/xxxivga/english/docs_approved/agres2043_04.asp�.  These rights mirror those enumerated in the UN Convention on the Rights of All Migrant Workers and their Families. 


�.	Office of the High Commissioner for Human Rights, United Nations, Human Rights of Migrants, April 19 2005, � HYPERLINK "http://ap.ohchr.org/documents/E/CHR/resolutions/E-CN_4-RES-2005-47.doc" ��http://ap.ohchr.org/documents/E/CHR/resolutions/E-CN_4-RES-2005-47.doc�. 


32.	US Immigration and Naturalization Special Agent Field Manual, § 33.14 (on file with authors).


�.	See DOL Memorandum of Understanding, �HYPERLINK "http://www.nilc.org/immsemplymnt/emprights/MOU.pdf"��www.nilc.org/immsemplymnt/emprights/MOU.pdf�.   The DOL may, however, report the undocumented status of workers in an investigation not prompted by a specific complaint, i.e. a random investigation into an industry (such as poultry factories) known from wage and hour violations.


�.	U.S. Department of Labor, Fact Sheet #48:  Application of U.S. Labor Laws to Immigrant Workers: Effect of Hoffman Plastics decision on laws enforced by the Wage and Hour Division, available at � HYPERLINK "http://www.dol.gov/esa/regs/compliance/whd/whdfs48.htm" ��http://www.dol.gov/esa/regs/compliance/whd/whdfs48.htm�.  See also, U.S. Department of Labor, Hoffman Plastic Compounds, Inc, v NLRB, Questions and Answers (on file with authors).


�.	Courts before the Hoffman decision usually held that labor protective laws such as state minimum wage and wage claim law and others apply equally to undocumented workers as they do to workers who are working legally in the country. See, Nizmuddowlah v.  Bengal Cabaret. Inc., 415 N.Y.S. 2d 685, 686 (N.Y.A.D. 1979)(recovery of wages must be allowed to prevent unjust enrichment); Gates v. Rivers Construction, 515 P.2d 1020, 1022 (Alaska, 1973)(employer who knew workers’ status should not be allowed to ignore his responsibility to pay wages); Montoya v. Gateway Insurance Co., 401 A.2d 1102 (N.J. Super. A.D. 1979) cert. denied 408 A.2d 796 (1979)(illegal status does not prevent a plaintiff from recovering medical benefits and lost wages under insurance policy); Peterson v. Neme, 281 S.E. 2d 869 (Va. 1981)(undocumented alien could recover lost wages as an element of damages in a negligence action despite stipulation that it would have been illegal to work).


�.	U.S. Equal Employment Opportunity Commission, Rescission of Enforcement Guidance on Remedies Available to Undocumented Workers Under Federal Employment Discrimination Laws (Jun. 27, 2002) available at < http://www.eeoc.gov/policy/docs/undoc-rescind.html.> Additionally, after the U.S. Supreme Court’s decision in the Hoffman case discussed below, the National Labor Relations Board was faced with the task of determining when it is appropriate for an employer to inquire about a workers’ immigration status, when that worker has alleged a violation of his or her right to freedom of association.  The Board said there is “no obligation to investigate an employee’s immigration status unless a respondent affirmatively establishes the existence of a substantial immigration issue.  A substantial immigration issue is lodged when an employer establishes that it knows or has reason to know that a discriminatee is undocumented.” NLRB General Counsel, Procedures and Remedies for Discriminatees Who May Be Unauthorized Aliens after Hoffman Plastic Compounds, Inc. (Jul. 19, 2002) available at  < http://www.lawmemo.com/emp/nlrb/gc02-06.htm.> Thus, an employer should not be allowed to raise an issue of immigration status without a showing of relevancy and without showing that it obtained the information lawfully and independently of the proceeding. In a recent case, the NLRB stated that the fact that an employer had received a Social Security no-match letter (discussed below) is not evidence that a particular worker is in the country unlawfully. Tuv Tamm, 340 NLRB No. 86, 2003 WL 22295361 (Sep. 30, 2003).


�.	364 F.3d 1057 (9th Cir. 2004).


�.	Additional examples include the recent decision in Michigan, Galaviz-Zamora v. Brady Farms�, Inc., 2005 WL 2372326 (W.D. Mich. 2005) and Flores, et al. v Albertsons, 2002 WL 1163623  (C.D. Cal. Apr. 9, 2002), where defendants used Hoffman to request immigration documents from janitors in federal court for unpaid wages under state and federal law.  The court held Hoffman did not apply to claims of unpaid wages, noting that allowing such discovery was certain to have a chilling effect on the plaintiffs (i.e., would cause them to drop out of the case rather than risk disclosure of their status).  


�.	207 F.Supp.2d 191 (S.D. N.Y. 2002).


�.	See also, Topo v. Dhir, 210 F.R.D. 76 (S.D.N.Y. 2002); and Flores v. Amigon, 233 F.Supp.2d 462 (E.D. N.Y. 2002).  For cases decided prior to Hoffman, see In re Reyes, 814 F.2d 168 (5th Cir. 1987), and Romero v. Boyd Brothers Transportation Co., 1994 WL 507475 (D Ct. Va. 1994).  In addition, in Escobar v. Baker, 814 F. Supp. at 1493, the court noted that the plaintiffs had refused to answer questions about their status and held that the status was irrelevant to claims under the Agricultural Worker Protection Act.


�.	See Sure-Tan, 467 U.S. 883, 891 (1984);  Del Rey Tortilleria, Inc. 272 NLRB 1106 (1984), enf'd., 787 F.2d 1118 (7th Cir. 1986) (employer's demand that employees present social security cards and green cards two days after union filed representation petition constituted unfair labor practice).


�.	Hoffman Plastic Compounds, Inc v. NLRB, 535 U.S. 137 (2002)
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